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El presente trabajo de investigación lleva por título “Proceso Inmediato Como
 Mecanismo de Simplificación y Celeridad en la Descarga Procesal en el Delito de 
Omisión de Asistencia Familiar en la Fiscalía Penal Corporativa de Cusco 2017”, 
cuyo objetivo principal a investigar es ¿en qué medida la aplicación del proceso 
inmediato es un mecanismo de simplicidad y celeridad en la descarga procesal en 
el delito de omisión de asistencia familiar en la fiscalía penal corporativa de Cusco 
2017?, siendo conveniente realizar esta investigación, por ser una problemática 
que afecta no solo a la administración de justicia sino a las familias peruanas, en 
cuanto al análisis de la figura jurídica actual en el proceso inmediato en materia del
 delito de omisión de asistencia familiar, que se incorporó en el 2015, de igual 
forma analizaremos el proceso inmediato según su antes y después de la 
vigencia del D.L. 1194, su naturaleza jurídica y como se incorporó, en el 
proceso penal y si cumplen los principios de celeridad y simplicidad procesal 
en la Fiscalía Penal Corporativa de Cusco, por lo que amerita interés por los 
jueces, legisladores, abogados libres y estudiantes de derecho. 
El presente trabajo de investigación es de tipo de diseños de análisis evolutivo de 
grupos, toda vez que pretende analizar de manera estadística la aplicación del
 proceso inmediato reformado como mecanismo de simplificación y celeridad en la 
descarga procesal en el delito de omisión de asistencia familiar en la Fiscalía 
Penal Corporativa de Cusco 2017 y de manera accesoria determinaremos a
 nivel 
comparativo la evolución del proceso inmediato sobre el delito de omisión de 
asistencia familiar en cuanto a la celeridad del mismo y comprobaremos la
 influencia en la descarga procesal penal y la eficiente aplicación del Proceso
 Inmediato en los delitos de omisión de asistencia familiar. 
Los datos estadísticos en que se basa el presente trabajo de investigación, son de 
la información obtenida durante la aplicación de los instrumentos (dos 
cuestionarios de entrevista) a los Fiscales y Abogados libres, cuyos resultados 
demuestran que casi siempre la aplicación del proceso inmediato es un 
mecanismo de simplicidad y celeridad en la descarga procesal, que se cumple con
 el principio de simplicidad procesal, celeridad y coadyuva a la descarga 
procesal y que casi siempre se vulnera los derechos de las víctimas en delito de
 Omisión de Asistencia Familiar.
PALABRAS CLAVE: Mecanismo de Simplificación, Celeridad en la Descarga 





The present research work is titled "Immediate Process As Mechanism of 
Simplification and Celerity in the Process Discharge in the Offense of Omission of 
Family Assistance in the Criminal Prosecutor's Office of Cusco 2017", whose main 
objective to investigate is to what extent the application of the immediate process is
 a mechanism of simplicity and speed in the discharge process in the crime of
 omission of family assistance in the corporate criminal prosecutor's office of Cusco
 2017 ?, it is convenient to carry out this investigation, as it is a problem that affects
 not only the administration justice but to Peruvian families, in terms of the analysis 
of the current legal status in the immediate process regarding the crime of omission
 of family assistance, which was incorporated in 2015, likewise we will analyze the 
immediate process according to its before and after of the validity of the DL 1194, 
its legal nature and how it was incorporated, in the criminal process and if they 
comply with the principles of speed and procedural simplicity in the Corporate
 Criminal Prosecutor's Office of Cusco, which merits interest by judges, legislators, 
free lawyers and law students. 
The present work of investigation is of type of designs of evolutionary analysis of 
groups, whenever it tries to analyze of statistical way the application of the 
reformed immediate process like mechanism of simplification and celerity in the 
procedural discharge in the crime of omission of familiar assistance in the 
Corporate Criminal Prosecutor Office of Cusco 2017 and on an ancillary basis we 
will determine at a comparative level the evolution of the immediate process on the 
crime of omission of family assistance in terms of its speed and we will check 
the influence on the criminal procedural discharge and the efficient application of 
the Immediate Process in the crimes of omission of family assistance. 
The statistical data on which the present research work is based, are from the 
information obtained during the application of the instruments (two interview 
questionnaires) to Free Prosecutors and Attorneys, whose results show that almost
 always the application of the immediate process is a mechanism of simplicity and 
speed in the discharge process, which is complied with the principle of procedural 
simplicity, speed and contributes to the discharge process and that almost always 
violates the rights of victims in the crime of Omission of Family Assistance






1.1 Realidad problemática 
 
Las salidas alternativas o criterios de oportunidad en el Perú vienen a ser: El 
principio de oportunidad, el  acuerdo reparatorio, la terminación anticipada, la  
colaboración eficaz, el proceso inmediato y la conclusión anticipada. Las cuales 
se implementaron con la finalidad de dar solución a la crisis de la justicia 
criminal como medidas desjudicializadoras, concentrándose en la reparación 
del daño causado a las personas y en las relaciones sociales más que en 
castigar a los infractores de las leyes penales y como Mecanismo de mediación 
entre víctimas y victimarios (Reyes, 2015).  
 
El proceso inmediato el cual es materia de la presente tesis, es un proceso 
especial que amerita el abreviamiento del proceso, al no desarrollarse las fases 
de investigación preparatoria e intermedia; siendo el Fiscal quien solicita el 
trámite del mismo en caso se configure un hecho de flagrancia delictiva, la 
confesión del imputado o la evidencia de la comisión del delito. Lo cual permite 
la simplificación y celeridad del proceso en aquellos casos en que el Fiscal no 
requiera de mayor investigación y evitar que la investigación preparatoria se 
convierta en un procedimiento rutinario e innecesario, cuando las condiciones 
del caso están dadas para formular acusación (Cano, 2016). Este proceso 
reformado permite al representante del Ministerio Público realizar un salto 
desde las investigaciones preliminares o dentro de los treinta días de 
formalizada la investigación preparatoria a la etapa de juzgamiento, 
suprimiendo la segunda etapa denominada como intermedia dentro del proceso 
penal. 
 
Asimismo recientemente el Congreso delegó en el Poder Ejecutivo, mediante 
la Ley N° 30336, del 1 de julio de 2015, la facultad de legislar, entre otras 
materias. En seguridad ciudadana. Bajo la finalidad de consolidar el valor 
eficacia de la persecución penal, promulgó el Decreto Legislativo N° 1194, 
publicado el 30 de agosto de 2015, que optó por modificar íntegramente la 
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Sección Primera del Libro Quinto: "Procesos especiales", dedicada al 
denominado, bajo inspiración italiana, "proceso inmediato" (Martín, 2016). 
 
Los dos supuestos nuevos incorporados al proceso inmediato según el Decreto 
Legislativo Nº 1194: omisión de asistencia familiar y conducción de vehículo 
motorizado en estado de ebriedad. Asimismo en el caso del delito de Omisión  
de Asistencia Familiar tipificado en el art. 149 del Código Penal vigente; donde 
se toman  en cuenta los elementos de convicción evidentes, que le dan la 
seguridad al Fiscal de la comisión del hecho delictivo y de la responsabilidad 
penal del imputado. 
 
Por lo que la presente investigación pretende analizar de manera estadística la 
aplicación del proceso inmediato reformado como mecanismo de simplificación 
y celeridad procesal en el delito de omisión de asistencia familiar en la Fiscalía 
Penal Corporativa de Cusco en el año 2017, asimismo de manera accesoria 
determinaremos a nivel comparativo la evolución del proceso inmediato sobre 
el delito de omisión de asistencia familiar en cuanto a la celeridad del mismo y 
comprobaremos la influencia en la descarga procesal penal y la eficiente 
aplicación del Proceso Inmediato en los delitos de omisión de asistencia 
familiar. 
 
1.2 Trabajos previos 
 
1.2.1  Tesis 
   
Antecedente 1° 
 
El primer antecedente de mi investigación lo constituye la tesis que lleva 
como título “EL PROCESO INMEDIATO COMO MECANISMO DE 
SIMPLIFICACIÓN EN LA CELERIDAD Y DESCARGA PROCESAL 
PENAL EN EL DISTRITO JUDICIAL DE HUAURA ”. El autor es José 
María Sernaqué Naquiche, quien presentó dicha investigación en la 
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Universidad Nacional José Faustino Sánchez Carrión, Huacho el año 2014, 
lo que arribó a las siguientes conclusiones: 
 
i. Los procesos culminados por proceso inmediato han tenido un tiempo de 
duración promedio mayor de un año, lo cual implica que este tipo de 
procesos no coadyuvan a la celeridad procesal. 
 
ii. El tiempo de duración ideal de un proceso inmediato en un caso de 
flagrancia es de 51 días y de un proceso inmediato con investigación 
preliminar es de 80 días. 
 
iii. Hay falta de celeridad en la etapa comprendida desde el requerimiento 
fiscal de inicio del proceso inmediato hasta la aceptación del 
requerimiento por el juez de investigación preparatoria.  
 
iv. Hay falta de celeridad en la etapa comprendida desde la aceptación de 
requerimiento del proceso inmediato por el juez de investigación 
preparatoria hasta la emisión de la disposición de acusación por el fiscal.  
 
v. Hay falta de celeridad en la etapa comprendida desde la emisión de 
disposición de acusación por el fiscal hasta la emisión del auto de 
enjuiciamiento y citación a juicio por el juez unipersonal o colegiado. 
 
vi. Hay falta de celeridad en la etapa comprendida desde la emisión de 
disposición de acusación por el fiscal hasta la emisión del auto de 
enjuiciamiento y citación a juicio por el juez unipersonal o colegiado.  
 
vii. La cantidad de casos resueltos aplicando el proceso inmediato, no han 
contribuido con la descarga procesal, solo representan el 0.017% del total 






El segundo antecedente de mi investigación lo constituye la tesis que lleva 
como título “DESNATURALIZACIÓN DEL PROCESO INMEDIATO EN 
CASOS DE FLAGRANCIA EN LOS DELITOS DE OMISIÓN A LA 
ASISTENCIA FAMILIAR (JIP– ACOBAMBA 2016)”. El autor es Max 
Alessandro Castro Huamán, quien presentó dicha investigación en la 
Universidad Nacional de Huancavelica, Huancavelica, en el año 2017, 
llegando a las siguientes conclusiones: 
 
i. La desnaturalización del proceso inmediato en casos de flagrancia en los 
delitos de omisión a la asistencia familiar en el juzgado de Investigación 
Preparatoria de Acobamba, se estaría dando, porque el delito de omisión 
a la asistencia familiar no es materia de seguridad ciudadana y es 
perjudicial para la celeridad procesal ya que en el juzgado de 
investigación preparatoria al día se realizan diferentes tipos de 
audiencias, relacionados a la libertad individual y las audiencias de 
omisión a la asistencia familiar se estarían reprogramando en algunos 
casos.   
 
ii. A causa del crecimiento de la delincuencia y la inseguridad ciudadana, el 
poder legislativo se vio obligado a delegar al poder ejecutivo, así buscar 
estrategias para combatir la delincuencia y fortalecer la lucha contra la 
inseguridad ciudadana, consecuentemente la implementación del 
reglamento del proceso inmediato en casos de flagrancia, entre las 
finalidades, la celeridad de los procesos de omisión a la asistencia 
familiar, para darle pronta respuesta a aquella materia del derecho de 
alimentos que por su apremio y credibilidad, no pueden esperar largos 
plazos del proceso ordinario, sin embargo en la búsqueda de dicho 
objetivo, se ha determinado por lesionar los derechos fundamentales, 
primero institucionales, como la división de poderes, al extralimitarse el 
poder ejecutivo en las facultades legislativas otorgadas por ley de 
delegación, porque, ha infringido la autonomía del ministerio público al 
establecer la obligatoriedad bajo responsabilidad funcional de incoar el 
proceso inmediato que en la práctica ha demostrado no alcanzar la 
16 
 
celeridad que el proceso de omisión a la asistencia familiar requiere; en 
segundo lugar vulnera el derecho fundamental a la libertad personal al 
ordenar la detención hasta la realización de una audiencia.   
 
iii. El juzgado de Investigación Preparatoria de Acobamba al día realiza 
diferentes audiencias entre ellas la de omisión a la asistencia familiar, 
control de plazos, de cesación de prisión preventiva, etc que al tener 
contenido constitucional por el derecho a la libertad de las personas que 
están detenidas, deben resolverse antes que las audiencias de control o 
incoación al proceso inmediato, ya que se verán suspendidas cuando no 
sean reprogramadas para otras fechas lejanas en el tiempo, porque 
físicamente no hay espacio libre en la agenda judicial para 
reprogramarlas en el breve plazo, por excesivos casos. Así generando 




El tercer antecedente de mi investigación lo constituye la tesis que lleva 
como título “OMISIÓN DE ASISTENCIA FAMILIAR COMO VULNERACIÓN 
DEL DERECHO ALIMENTARIO DE LOS HIJOS”. Los autores son Pedro 
Vinculación Sánchez Rubio y Carlos Alberto D’azevedo Reátegui, quienes 
presentaron dicha investigación en la Universidad UNAP, en Iquitos  el año 
2014, los que arribaron a las siguientes conclusiones:  
 
i. Se determinó que en primer lugar para poder acudir a la vía penal para 
denunciar la omisión a la asistencia familiar es necesario tener una 
resolución judicial que fije una pensión alimenticia, en donde se mencione 
el artículo 149° del código penal.    
 
ii. En el presente caso el Juzgado del quinto Juzgado de Paz Letrado de 
Belén, resuelve expeditar mediante oficio al fiscal provincial en lo penal 
de turno las copias certificadas de las piezas pertinentes como son de la 
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liquidación y de las resoluciones respectivas, para que proceda conforme 
a sus atribuciones.   
 
iii. Se determinó que si al obligado se le  encarcela por el incumplimiento de 
la pensión alimenticia se pueden dar dos supuestos muy preocupantes. 
Uno si el obligado es el único sustento de la familia alimentista y no 
cuenta con bienes, así que el embargo es inefectivo y otro, si se le 
condena a prisión efectiva no habrá nadie que pueda sostener a la 
familia. En este caso la condena es de tres años de pena privativa de 
libertad suspendida y no hay embargo por lo que el fallo del Juez es 
correcto. (D'Azevedo & Sánchez, 2014, p.58) 
 




PRINCIPIOS DEL PROCESO PENAL 
 




El Estado se interesa por la sanción de hechos calificados como 
delitos o faltas en la ley penal, pues, como representante de la 
sociedad, su deber es velar por la tranquilidad y seguridad de la 
comunidad. 
Como el Estado en el proceso penal es titular de la pretensión 
(aplicación de la ley penal) y tiene a su vez la potestad de sancionar 
(ius punendi), no puede hacerlo directamente; tiene que someter su 
pretensión a los órganos jurisdiccionales. 
La palabra proceso viene de la voz latina «procedere», que significa 
avanzar en un camino hacia determinado fin. Precisamente el proceso 
penal es el camino por recorrer entre la violación de la norma y la 
aplicación de la sanción. El proceso penal es el conjunto de actos 
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previos (instrucción y juzgamiento) a la aplicación de una sanción, 
realizados exclusivamente por los órganos jurisdiccionales. 
El proceso penal comprende un conjunto de actos consecutivos y 
concatenados generados por la comisión de un hecho punible y 
dirigido a un fin: la aplicación de la sanción. (Calderón, 2011, p.17)  
 
De la Oliva (como se citó en Calderón, 2011) define al proceso penal 
como el instrumento esencial de la jurisdicción. Este autor señala: «… 
no es posible decir instantáneamente el Derecho en casos concretos 
del ámbito civil, mercantil, laboral, etc., tampoco es posible esa 
instantaneidad para el Derecho penal respecto de conductas 
humanas que, por su apariencia de delito o de falta, exijan el 
pronunciamiento jurisdiccional. A este pronunciamiento se llegará 
mediante una serie o sucesión de diferentes actos, llevados a cabo a 
lo largo del tiempo, proyectados sobre un concreto objeto…». 
Y luego añade: «Un proceso es, sí, una realidad, pero no una realidad 
espontánea fruto de la voluntad libre de determinados sujetos, como 
lo es la compraventa o el préstamo, sino una realidad querida por la 
ley y que se disciplina por normas jurídico – positivas, sin perjuicio de 
la vigencia y efectividad de ciertos principios generales del 
Derecho…». 
 
Al definir el procedimiento judicial César (como se citó en Calderón, 
2011), considera que es un sistema de condiciones impuestas para el 
ejercicio de la jurisdicción, pero que también regula actividades 
propias de las partes. 
Cuando se trata de establecer una definición del proceso se 
congregan algunas particularidades: que es el medio para aplicar la 
norma penal sustantiva a casos concretos, que es el instrumento 
esencial de la jurisdicción, que son pasos ordenados e  
interrelacionados, que está sujeto a un conjunto de condiciones. Lo 
cierto es que el proceso es un método de solución de conflictos 
intersubjetivos que, en el ámbito penal, superan el interés particular y 
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tienen trascendencia social. El atentado o menoscabo de bienes 
jurídicos interesa al Estado puesto que pone en cuestión el orden 
preestablecido y la seguridad de sus ciudadanos. 
 
Alvarado (como se citó en Calderón, 2011) afirma: El proceso es un 
medio pacífico de debate mediante el cual antagonistas dialogan entre 
sí para lograr la resolución por una autoridad de los conflictos 
intersubjetivos de intereses que mantienen y cuya razón de ser se 
halla en la necesidad de erradicar la fuerza ilegítima en una 
determinada sociedad. Para nosotros el proceso es un conjunto de 
pasos secuenciales que se debe seguir para llegar a un determinado 
fin. 
 
1.3.1.2 Sujetos procesales 
 
En el proceso penal, según García ( como se citó en Calderón, 2011), 




Son aquéllos que intervienen en el desarrollo del proceso con 
facultades de decisión y ejercitando sus derechos con 
participación plena. Ellos son: el Juez Penal, el inculpado, el 
Ministerio Público, la víctima, el actor civil y el tercero civilmente 




Son los que intervienen en el proceso en forma secundaria 
pues su participación no es decisiva. Ellos son: los testigos, 
peritos, y auxiliares jurisdiccionales. 
 




Según Calderón (2011) el proceso penal común es el más importante 
de los procesos, ya que comprende a toda clase de delitos y agentes. 
Con él desaparece la división tradicional de procesos penales en 
función a la gravedad del delito, pues sigue el modelo de un proceso 
de conocimiento o cognición, en el que debe partirse de 
probabilidades y arribar a un estado de certeza. El recorrido de este 
tipo de proceso implica una primera fase de indagación o 
investigación, una segunda etapa destinada a plantear la hipótesis 
incriminatoria debidamente sustentada y con arreglo a todas las 
formalidades exigidas por Ley, para concluir en la tercera fase de 
debate o juzgamiento. 
Para la tercera etapa de este proceso es necesario considerar la 
gravedad de delito, criterio con el cual se determina la competencia 
del Juez Unipersonal o Juzgado Colegiado (constituido por tres jueces 
penales), dependiendo de que el delito esté conminado en su extremo 
mínimo con una pena privativa de libertad mayor de seis años. (p.179) 
 
A. Investigación preparatoria 
 
El Instituto de Defensa Legal (2009) da a conocer que la fase de la 
investigación preparatoria puede comenzar con la interposición de la 
denuncia – por parte de un afectado o de un tercero, o de oficio, por 
parte del Ministerio Público o de la PNP-, luego de lo cual se inician 
las diligencias preliminares. El fiscal tiene 20 días para determinar si 
existen o no indicios de la comisión de un delito. Concluido este plazo, 
debe decidir entre formalizar y continuar la investigación preparatoria 
o archivar la denuncia. 
La formalización de la investigación preparatoria da inicio a un período 
de 120 días en los que el fiscal, con apoyo policial, tiene que 
convencerse de la responsabilidad o inocencia de las personas 
denunciadas, para lo cual debe desarrollar todos los actos de 
investigación necesarios. A su vez, en ese lapso, el fiscal puede 
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requerir que el juez de la investigación preparatoria otorgue medidas 
cautelares o aplique procedimientos especiales. (p.40) 
 
Calderón (2011) sobre esta etapa expresa que, esta primera fase del 
proceso penal común está destinada a los actos de investigación, 
es decir, a aquellos actos destinados a reunir información que permita 
sustentar la imputación a efectuar con la acusación. En ella se realiza 
la preparación para el ejercicio de la acción penal a través del 
planteamiento de una pretensión punitiva en la acusación, siendo 
también posible que se reúna información de descargo. 
Existe sólo una etapa de investigación, en la cual es posible encontrar 
dos fases: por un lado, las denominadas diligencias preliminares; y 
por otro, la de investigación preparatoria propiamente dicha. 
Ambas etapas se manejan con sus propios plazos y tienen una razón 
de ser. 
 
Las principales características de esta etapa son: 
 
 Es conducida y dirigida por el Ministerio Público. El poder de 
la investigación recae por mandato constitucional en la Fiscalía, y 
ello incluye a las diligencias preliminares que realiza la Policía 
Nacional, la cual se convierte en un auxilio o apoyo técnico del 
Fiscal. 
 
 Está destinada a suministrar evidencias que permitan resquebrajar 
el principio de presunción de inocencia, labor que recae en el 
Ministerio Público. Sin embargo, no exime a la defensa de realizar 
una labor de recolección de evidencia o elementos de descargo. 
 
 Tiene un plazo de 120 días naturales, y sólo por causas 
justificadas el Fiscal podrá prorrogarla por única vez hasta por un 
máximo de 60 días naturales adicionales. Tratándose de 
investigaciones complejas (en las que se requiera una cantidad 
significativa de actos de investigación, numerosos delitos, cantidad 
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importante de imputados o agraviados, organizaciones criminales 
o bandas, realización de pericias que comportan una nutrida 
documentación o de complicados análisis técnicos, gestiones 
procesales fuera del país, etc.), el plazo de investigación 
preparatoria es de ocho meses. En este último supuesto, la 
prórroga por igual plazo debe ser concedida por el Juez de la 
Investigación Preparatoria.  
Debe quedar establecido que el plazo de veinte días que el Nuevo 
Código Procesal Penal prevé para las diligencias preliminares no 
es parte del plazo indicado para la investigación preparatoria, pues 
constituyen plazos independientes que deben ser sujetos a control 
(Cas. N° 02-2008, La Libertad). 
 
 Es una etapa reservada. Este carácter va de la mano con la idea 
de evitar que se perturbe u obstaculice la labor del investigador, 
pero también con el afán de evitar el prejuzgamiento social y, con 
ello, la estigmatización del procesado. 
 
 Interviene el Juez de la Investigación Preparatoria, que no tiene 
ninguna participación en la actuación de los medios de prueba. Se 
encuentra presente en esta etapa para velar por la legalidad (Juez 
de Garantía) y resolver cuestiones de fondo que se presenten en 
esta fase, tales como: dar por constituidas a las partes, resolver 
medios de defensa, ordenar medidas limitativas de derechos y 
medidas de protección. 
 
 Concluye con un pronunciamiento del Fiscal. Éste podrá 
decidir, en un plazo de 15 días, si formula acusación o requiere el 
sobreseimiento de la causa. En este último caso se basará en que 
el hecho atribuido no se realizó o no se puede atribuir al imputado, 
que el hecho imputado no es típico o concurren causas de 
justificación o exculpación y si la acción penal se ha extinguido por 




B. Fase intermedia 
 
El Instituto de Defensa Legal (2009) nos da a conocer que esta fase 
es la segunda etapa del proceso penal, de acuerdo con el NCPP, es 
la llamada etapa intermedia. Su principal característica consiste en 
que el juez de la investigación preparatoria revisa, en audiencia de 
control preliminar, la decisión final del fiscal, es decir, ya sea el 
requerimiento de sobreseimiento de la causa – si es que el fiscal ha 
considerado que no existen elementos probatorios suficientes para 
demostrar que, en efecto, el presunto delito fue cometido, o en todo 
caso, para demostrar que el presunto imputable es responsable de 
los hechos- o la acusación fiscal –cuando el fiscal considera que, 
efectivamente, el delito se cometió y existen los elementos para creer 
de manera fehaciente que el presunto imputado es el responsable de 
este. (p.44) 
 
Calderón (2011) da a conocer que la fase intermedia comprende la 
denominada «Audiencia preliminar o de control de acusación», 
diseñada para sanear el proceso, controlar los resultados de la 
investigación preparatoria y prepara lo necesario para el juzgamiento. 
Para iniciar el Juzgamiento debe tenerse debidamente establecida la 
imputación, que la acusación no contenga ningún error (nombres que 
no corresponden, el delito difiere de aquel que fue materia de 
investigación, entre otros), que se haya fijado qué está sujeto a 
controversia y, por lo tanto, qué pruebas deben ser actuadas en el 
juzgamiento. (p.182)  
 
Con relación al tema San Martín (como se citó en Calderón, 2011) 
señala que esta Audiencia Preliminar tiene propósitos múltiples:  
 
 Control formal y sustancial de la acusación. 
 Deducir y decidir la interposición de medios de defensa.  
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 Solicitar la imposición, modificación o levantamiento de medidas 
de coerción.  
 Instar un criterio de oportunidad.  
 Ofrecer pruebas, cuya admisión está sujeta a la pertinencia, 
utilidad y conducencia de la misma, así como pedidos de prueba 
anticipada.  
 Cuestionar el monto de la reparación civil pedida por el fiscal.  
 Proponer otra cuestión para una mejor preparación del juicio.  
 
Las características primordiales de esta etapa son las siguientes: 
 
 Es convocada y dirigida por el Juez de la Investigación 
Preparatoria. 
 Se realizará la Audiencia con la participación de las partes 
principales. Es obligatoria la presencia del Fiscal y del abogado 
defensor, pero no la del imputado.  
 Se puede proponer la aceptación de hechos y la dispensa de 
pruebas, así como acuerdos sobre medios de prueba para 
acreditar determinados hechos. Se trata, en este caso, de las 
denominadas convenciones probatorias, que son acuerdos 
relativamente vinculantes, pues el Juez, sólo si resultan 
irracionales, puede desestimarlas.  
 Concluida esta Audiencia, el Juez de la Investigación Preparatoria 
decide si expide el auto de enjuiciamiento o dicta el auto de 
sobreseimiento. El primero no es recurrible, y el segundo puede 
ser cuestionado vía el recurso de apelación. 
 
C. Etapa de juzgamiento 
 
Calderón (2011) considera que esta, es la etapa más importante del 
proceso penal común, puesto que es la etapa para la realización de 
los actos de prueba, es decir, cuando se debe efectuar el análisis y 
discusión a fin de lograr el convencimiento del Juez sobre 
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determinada posición. Esta tercera fase del proceso se realiza sobre 
la base de la acusación.   
 
Las características más saltantes de esta fase son:  
 
 Es conducida o dirigida por el Juez Unipersonal o Juzgado 
Colegiado, según la gravedad del hecho.  
 
 Se requiere la presentación de la teoría o estrategia de caso, 
contenida en los alegatos preliminares o de apertura. 
 
 Se rige por los principios de oralidad, inmediación, publicidad, 
unidad, contradicción e identidad personal. 
 
 Se introduce el interrogatorio directo y el contrainterrogatorio.  
 
 El orden en la actuación de prueba ya no está guiado por el 
principio de preclusión, pues ahora responde a la estrategia o 
teoría del caso. (p.184) 
 
Asimismo el Instituto de Defensa Legal (2009) da a conocer que esta 
etapa, también conocida como de juzgamiento, es la más importante 
del proceso penal. Su objetivo principal es que se dicte sentencia 
sobre la acusación fiscal y sobre los fundamentos y pruebas 
expresados por las partes procesales. 
 
 Funciones del Ministerio Público en el juicio oral  
 
En el juicio oral, el fiscal hará las veces de defensor de los intereses 
de la sociedad. Por ello, en la audiencia sustentará las razones por 
las cuales interpuso la acusación fiscal, las pruebas encontradas para 
demostrar la responsabilidad del imputado y los fundamentos para 





 Funciones del Poder Judicial en el juicio oral 
 
El juicio oral constituye la principal etapa del proceso penal porque es 
el momento en que el juez tomará la decisión sobre la culpabilidad o 
inocencia del imputado. 
Con ese fin, el juez actuará como director del debate que sostendrán 
el imputado, el fiscal, la parte civil y el tercero civilmente responsable, 
de haberse constituido como parte procesal. 
Por ello, y con el fin de encauzar la discusión hacia los temas 
relevantes para esclarecer el caso, el juez está autorizado a 
interrumpir los alegatos o respuestas de las partes o, en todo caso, a 
impedir que los argumentos se desvíen hacia aspectos irrelevantes. 
Finalmente, el juez dictará sentencia sobre la base de los argumentos 
escuchados y de las pruebas oralizadas durante la audiencia. (p.45) 
 
1.3.2 Principios del Proceso Penal en el Nuevo Código Procesal Penal 
 
1.3.2.1 El principio acusatorio 
 
Mixán (como se citó en Cubas, 2009) afirma que está previsto por el inciso 
1 del artículo 356° del CPP "El juicio es la etapa principal del proceso. Se 
realiza sobre la base de la acusación, sin perjuicio de las garantías 
procesales reconocidas por la Constitución y los Tratados de Derecho 
Internacional de Derechos Humanos aprobados y ratificados por el Perú". 
Consiste en la potestad del titular del ejercicio de la acción penal de formular 
acusación ante el órgano jurisdiccional penal, con fundamentos razonados y 
basados en las fuentes de prueba válidas, contra el sujeto agente del delito 
debidamente identificado. La dimensión práctica del acusatorio se concreta 
mediante el acto procesal penal que se denomina acusación. Sin acusación 
previa y válida no hay juicio oral. El órgano jurisdiccional no puede iniciar de 
oficio el juzgamiento. "La acusación válidamente formulada y admitida 
produce eficacia (efecto) vinculante. Su fundamento es la idea rectora de 
que sin previa acusación es imposible jurídicamente el advenimiento del 




En virtud del principio acusatorio se reconoce nítidamente la separación de 
funciones para el desarrollo del proceso penal: al Ministerio Público le 
corresponde la función requirente, la función persecutoria del delito, por ello 
es el titular del ejercicio de la acción penal pública y de la carga de la prueba. 
Es el Ministerio Público quien asume la conducción de la investigación desde 
su inicio y está obligado a actuar con objetividad, indagando los hechos 
constitutivos de delito, los que determinen y acrediten la responsabilidad o 
inocencia del imputado, con esa finalidad conduce y controla jurídicamente 
los actos de investigación que realiza la Policía Nacional. En tanto que al 
órgano jurisdiccional le corresponde la función decisoria, la función de fallo; 
dirige la etapa intermedia y la etapa de juzgamiento; le corresponde resolver 
los conflictos de contenido penal, expidiendo las sentencias y demás 
resoluciones previstas en la ley. Todo esto está previsto por los artículos IV 
y V del Título Preliminar. (Cubas, 2009, p.36) 
 
Bovino (como se citó en Cubas, 2009) sostiene que el principio acusatorio  
es un principio estructural del derecho positivo, de alcance formal en los 
supuestos de persecución penal pública, este principio tiene como finalidad 
principal realizar la garantía de imparcialidad del tribunal, esto es la actuación 
objetiva del tribunal, limitada a las tareas decisorias que no se comprometen 
con la hipótesis persecutoria. 
 
Cubas (2009) nos da ha entender que, el contenido intrínseco al principio 
acusatorio es la necesidad del requerimiento del Ministerio Público para 
iniciar el procedimiento. Se trata de una exigencia que impide que el tribunal 
inicie de oficio la investigación o someta a proceso al imputado de oficio. El 
juez por iniciativa propia no puede investigar o poner en marcha o impulsar 
el proceso. En consecuencia, el principio acusatorio implica la necesaria 
diferencia entre el ejercicio de la acción penal y el ejercicio jurisdiccional, 
aunque estas tienen una finalidad convergente: aplicar la ley penal en forma 
justa y correcta. Hay una diferenciación teórica, normativa y práctica entre la 
potestad persecutoria y la potestad jurisdiccional, por ello el titular de la 
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potestad persecutoria del delito, de la pena y del ejercicio público de la acción 
penal es el Ministerio Público; en tanto que al Poder Judicial le corresponde 
exclusivamente dirigir la etapa intermedia y la etapa procesal del 
juzgamiento. (p.37) 
 
Almagro (como se citó en Frisancho, 2013) nos da a conocer que sin 
acusación por parte del Ministerio Público, titular del ejercicio de la acción 
penal, no hay juicio. De allí que se diferencia nítidamente entre la función 
jurisdiccional y la potestad persecutoria del fiscal. Al poder judicial le 
corresponde exclusivamente la etapa de Juzgamiento. 
 
La plenitud del principio acusatorio se muestra durante la fase del juicio oral. 
Si no hay parte acusadora dispuesta a sostener la acusación, no se puede 
acordar la apertura del juicio. Corresponde, en virtud de este principio, a las 
partes acusadoras, una vez que determinen e individualicen su pretención 
de condena, la carga de prueba de los hechos de la acusación, prueba que 
tiene que ser suficientemente plena, para destruir la presunción de inocencia 
que favorece al acusado. 
 
Confirmada o rectificada, con el conocimiento que proporcionan las pruebas 
practicadas, la propuesta inicial de condena (también cabe que se retire la 
acusación en cuyo caso el juicio no continúa), la petición acusadora 
condiciona la sentencia (que debe resolver sobre todos los puntos que hayan 
sido objeto de la acusación y defensa) y que no puede penar por un delito 
más grave que el que haya sido objeto de la acusación. Este principio nos 
da entender que la acusación corresponde exclusivamente al representante 
del Ministerio Público y que viene a ser un requisito indispensable para dar 
inicio al juzgamiento.   
 
1.3.2.2 El principio de contradicción 
 
Cubas (2009) expresa que, este principio se encuentra reconocido en el 
Título Preliminar y en el artículo 356 del CPP. Consiste en el recíproco 
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control de la actividad procesal y la oposición de argumentos y razones entre 
los contendientes sobre las diversas cuestiones-introducidas que 
constituyen su objeto. Se concreta poniendo en conocimiento de los demás 
sujetos procesales el pedido o medio de prueba presentado por alguno de 
ellos; así el acusado podrá contraponer argumentos técnico-jurídicos a los 
que exponga el acusador. El contradictorio sustenta la razón y conveniencia 
del interrogatorio cruzado en la audiencia y el deber de conceder a cada 
sujeto procesal la potestad de oralizar. Este principio rige el desarrollo de 
todo el proceso-penal, pero el momento culminante del contradictorio 
acontece en la Audiencia en la contraposición de los argumentos formulados 
en la requisitoria oral del fiscal (acusación) y los argumentos de la defensa 
del acusado y ello nos permite conocer la calidad profesional del acusador y 
de los defensores. (p.38) 
 
El Instituto de Defensa Legal (2009) nos da a entender que, según este 
principio, el proceso penal es una controversia entre dos partes 
contrapuestas que pugnan porque el juez les dé la razón: el fiscal y la parte 
civil, por un lado, y el presunto imputado, por el otro. Los primeros buscarán 
demostrar la responsabilidad penal del imputado, mientras que el segundo 
pretenderá que se declare su inocencia o, en todo caso, que se le imponga 
la pena menos grave. Finalmente, el juez, árbitro imparcial de esta 
controversia, tomará una decisión sobre la base de los argumentos 
presentados por cada una de las partes. (p.75) 
 
El principio de contradicción, auditur et altera pars; nemo potest inauditus 
damari, tiene un innegable rango constitucional y se basa en varios de los 
principios del derecho procesal penal: el de la igualdad de las partes en el 
proceso; el de la necesidad de oír a la persona contra la cual va a surtirse la 
decisión; el de la imparcialidad de los funcionarios judiciales; el de la 
contradicción o audiencia bilateral; el de la impugnación y el del respeto a la 




El derecho de contradicción dice Devis (como se citó en Frisancho, 2013) 
está vinculado inseparablemente al principio político del respeto a la libertad 
individual que orienta y fundamenta todo el sistema de la democracia política 
y con el no menos importante de igualdad de las personas ante la ley; porque 
sin él se sometería a los imputados a los efectos de una sentencia, que 
puede afectar su libertad física o jurídica, sin darles la oportunidad de 
defenderse y con marcada desventaja frente al acusador o a la parte civil en 
el proceso penal. Es el derecho a ser oído y a defenderse si así lo desea. Es 
un bien de inapreciable valor, irrenunciable e imprescriptible. 
 
En base al principio de contradición, las partes contendientes en el proceso 
tienen el derecho a ejercer el control recíproco de la actividad procesal 
(actividad probatoria y recursal). Tienen el derecho a ser oídas por el tribunal, 
el derecho a ingresar pruebas, controlar la actividad de los jueces y de la 
parte contendiente y el de refutar los argumentos de la parte contraria. 
(Frisancho, 2013, p.782)  
 
En este sentido, el juicio de Rubianes (como se citó en Frisancho, 2013) es 
esclarecedor:  
La estructura dialéctica del proceso exige que todos los actos realizados por 
una parte sean llevados a conocimiento de la parte contraria, a fin de que 
ésta pueda reaccionar oportunamente en defensa propia. El principio de 
contradicción es la expresión fundamental de esta exigencia, porque el juez 
no puede recibir informaciones privadas sobre las causas que se desarrollan 
ante él. Al respecto manifestamos que este principio garantiza a que las 
partes puedan oponerse a los argumentos planteados por la parte contraria 
durante el desarrollo del proceso penal, tratando de hacer prevalecer cada 
quien el argumento expuesto ante el juez o juzgado colegiado.  
 
1.3.2.3 El principio de igualdad de armas 
 
San Martín (como se citó en Cubas, 2009) sostiene: es fundamental para la 
efectividad de la contradicción y "garantiza que ambas partes procesales 
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gocen de los mismos medios de ataque de defensa": es decir, idénticas 
posibilidades y cargas de alegación, prueba e impugnación. En el sistema 
mixto, en el mejor de los casos, es decir, en el proceso ordinario con etapa 
de juzgamiento, el imputado está en una situación de frente al fiscal y a los 
jueces que pueden interrogar directamente y disponer de oficio la actuación 
de pruebas, en tanto la defensa lo hace a través o por intermedio del tribunal; 
mientras que en el proceso sumario el imputado es procesado y sentenciado 
sin haber tenido contacto con un defensor, es decir, en total estado de 
indefensión.  
 
1.3.2.4 El principio de inviolabilidad del derecho de defensa 
 
Cubas (2009) señala que, es uno de los principios consagrados por el 
artículo 139° inciso 14 de la Constitución y está formulado en los siguientes 
términos: no ser privado del derecho de defensa en ningún estado del 
proceso. Toda persona será informada inmediatamente y por escrito de las 
causas o razones de su detención. Tiene derecho a comunicarse 
personalmente con un defensor de su elección y a ser asesorada por éste 
desde que es citada o detenida por cualquier autoridad". El artículo IX del 
Título Preliminar del CPP, establece que "Toda persona: tiene derecho 
inviolable e irrestricto a que se le informe de sus derechos, a que se le 
comunique de inmediato y detalladamente la imputación formulada en su 
contra y a ser asistida por un abogado defensor de su elección o, en su caso 
por un abogado de oficio, desde que es citada o detenida por la autoridad", 
es decir que garantiza el derecho a contar con un abogado defensor, un 
profesional en Derecho que ejerza la defensa técnica. Así lo ha confirmado 
la jurisprudencia del Tribunal Constitucional. (p.40) 
 
Este principio se encuentra regulado en nuestra Constitución Política y el 
Código Procesal Penal, que gozan todas las personas desde el primer 





1.3.2.5 El principio de presunción de inocencia 
  
Constituye una de las conquistas esenciales del movimiento liberal que 
consistió en elevar al rango constitucional el derecho de todo ciudadano 
sometido a un proceso penal a ser considerado inocente (artículo 2.24.e). Es 
uno de los pilares del proceso penal acusatorio, reconocido como el derecho 
de toda persona a que se presuma su inocencia en tanto no recaiga sobre 
ella una sentencia condenatoria. Este principio está vigente a lo largo de 
todas las etapas del proceso y en todas las instancias. (Cubas, 2009. p.41) 
 
Gimenu (como se citó en Cubas, 2009) señala: “la presunción de inocencia 
ha de desplegar, pues, sus efectos en la fase instructora, impidiendo que los 
actos limitativos de los derechos fundamentales, en general, y la prisión 
provisional, en particular, no puedan ser adoptados sin la existencia previa 
de fundados motivos de participación en el hecho punible del imputado y tras 
una resolución motivada en la que se cumplan todas las exigencias del 
principio de proporcionalidad" 
 
Es otro de los principios fundamentales que ampara a todas aquellas 
personas que se encuentran sindicados como autores de algún hecho 
delictivo, considerándolos como inocentes en cualquier estado del proceso 
hasta que exista una sentencia debidamente motivada.  
 
1.3.2.6 El principio de publicidad de juicio 
  
La publicidad es considerada como una garantía del ciudadano sometido a 
juicio y a la vez como un derecho político del cualquier ciudadano a controlar 
la actividad judicial. El Tribunal Europeo de Derechos Humanos (S, 8-12-83) 
ha señalado que, "la función política de control del poder judicial que cumplen 
los particulares, a través de su presencia en un acto judicial público, consiste, 
precisamente, en la verificación del cumplimiento de las condiciones, 
requisitos y presupuestos jurídicos por parte de quienes desempeñan la 
tarea de administrar justicia". La finalidad de la publicidad es que el 
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procesado y la comunidad tengan conocimiento sobre la imputación, la 
actividad probatoria y la manera como se juzga, así la comunidad podrá 
formarse un criterio propio sobre la manera como se administra justicia y la 
calidad de la misma. 
La regla general es que los juicios deben ser públicos, cuando sea necesario 
para preservar los intereses de la justicia, de este modo ha sido recogido en 
la Convención Americana sobre Derechos Humanos (CADH -artículo 8 
inciso 5- ). Nuestra ley señala la excepción al principio de publicidad cuando 
se trate de tutelar intereses superiores, tal es el caso del derecho al honor 
de una persona y en los casos de delitos contra la libertad sexual. Sin 
embargo, los juicios por responsabilidad de los funcionarios públicos por los 
delitos cometidos por medio de la prensa y por la afectación de derechos 
fundamentales, siempre serán públicos, (artículo 357) La publicidad de los 
juicios está también referida a la facultad de los medios de comunicación de 
poder informar sobre el desenvolvimiento de un juzgamiento y hacer efectivo 
el derecho de control ciudadano; pero la información propalada debe ser 
objetiva e imparcial, el medio de comunicación no debe convertirse en medio 
de presión o de sensacionalismo. Sin embargo, la difusión por estos medios 
no deja de presentar algunos problemas, por lo que algunas legislaciones 
han previsto restricciones para la prensa cuando se colisiona con otros 
intereses que deben ser igualmente protegidos. La norma antes citada ha 
previsto esta restricción autorizando al juez para que mediante auto 
especialmente motivado, pueda disponer que el acto oral se realice total o 
parcialmente en privado en los casos expresamente previstos en dicha 
norma. (Cubas, 2009, p.43) 
 
Con relación a este principio diremos que es una garantía para todos los 
ciudadanos que afrontan un juicio y a la vez una forma de controlar y 
presenciar el desarrollo de un proceso judicial por cualquier ciudadano, con 





Ya Beccaria (como se citó en Frisancho, 2013) hacía mención del carácter 
de freno a la arbitrariedad del poder que implica la vigencia del principio de 
publicidad. Así, dice: Sean públicos los juicios y públicas las pruebas del 
delito para que la opinión, que acaso es el sólo cimiento de la sociedad, 
imponga un freno a la fuerza y a las pasiones, para que el pueblo diga: 
nosotros no somos esclavos, sino defendidos. 
 
Cubas (como se citó en Frisancho, 2013) nos da a conocer que la finalidad 
de la publicidad es que el procesado y la comunidad tengan conocimiento 
sobre la imputación, la actividad probatoria y la manera como se juzga, así 
la comunidad podrá formarse un criterio propio sobre la manera como se 
administra justicia y la calidad de la misma. 
 
En forma más detallada, Horvitz (como se citó en Frisancho, 2013) precisa 
los alcances y funciones del principio de publicidad: La publicidad satisface 
tres órdenes de interéses. Primero, el interés del imputado, en tanto asegura 
un proceso equitativo y la posibilidad cierta de ejercer su derecho de 
defensa; y al mismo tiempo, porque previene la arbitrariedad del juzgador. 
En segundo lugar, satisface el interés del Estado en el ámbito de la política 
criminal, pues la publicidad constituye uno de los instrumentos más idóneos 
para cumplir los efectos de prevención general atribuidos al derecho penal y 
la pena, fundamentalmente, transmitir mensajes sociales sobre la efectiva 
vigencia de los valores que fundan la convivencia. Ademas, la publicidad 
profundiza la legitimidad del propio sistema de administración de justicia, en 
cuanto aumenta la confianza del público en sus funcionarios al ver la forma 
en que éstos se desempeñan. Y en tercer lugar, pero no por ello menos 
importante, cumple con el objetivo de permitir el control ciudadano sobre la 
actuación conforme a la ley de los funcionarios públicos que intervienen en 
el procedimiento penal. La publicidad es la principal herramienta, en una 
sociedad democrática, para vigilar que los funcionarios no falten a la ley tanto 
en contra como a favor del imputado y hacer efectiva su responsabilidad 




Sin embargo, como advierte Londoño (como se citó en Frisancho, 2013), la 
publicidad, además de las ventajas ya señaladas, no deja de tener también 
sus reparos. Uno de ellos referente a la persona del procesado. La publicidad 
de su proceso descubre ante la opinión pública intimidades de su vida que 
deberián permanecer custodiadas por el secreto. La presencia misma del 
reo en el banquillo de los acusados divide a la sociedad, y los medios de 
comunicación toman partido dentro de la causa a favor o en contra del 
justiciable. En veces los medios de comunicación ejercen una presión 
indebida en procura de inclinar el fallo de la justicia en el sentido del concepto 
que se hayan formado sobre el caso (se producen los denominados “juicios 
paralelos”). Ante este peligro, y en procura de resguardar el principio de 
publicidad, se debe regular la actividad de los medios de comunicación. Esta 
regulación, claro está, no significa que postulemos una severa restricción de 
la libertad de prensa y opinión. Se debe apuntar a reafirmar el principio de 
veracidad y objetividad que habrán de respetar los medios de opinión 
pública. Asimismo, que la prensa que difunde los juicios orales sea lo más 
especializada posible, para evitar las distorsiones de la información.    
 
1.3.2.7 El principio de oralidad 
 
Mixán (como se citó en Cubas, 2009) señala que está plenamente 
garantizado por el CPP en las normas antes citadas. 
Quienes intervienen en la audiencia deben expresar a viva voz sus 
pensamientos. Todo lo que se pida, pregunte, argumente, ordene, permita, 
resuelva será concretado oralmente, pero lo más importante de las 
intervenciones será documentado en el acta de audiencia aplicándose un 
criterio selectivo. La oralidad es una característica inherente al juicio oral e 
"impone que los actos jurídicos procesales constitutivos del inicio, desarrollo 
y finalización del juicio se realicen utilizando como medio de comunicación 
la palabra proferida oralmente; esto es, el medio de comunicación durante el 
juzgamiento viene a ser por excelencia, la expresión oral, el debate 
contradictorio durante las sesiones de la audiencia es protagonizado 




Schmidt (como se citó en Cubas, 2009) ha señalado con acierto que la 
aplicación de estos principios" es la única forma por medio de la cual se 
puede obtener una sentencia justa (...) que el debate oral como 
procedimiento principal, permita que la totalidad de los miembros del tribunal 
cognitivo puedan obtener una comprensión inmediata de todas las 
declaraciones y demás medios de prueba" 
 
Con relación a este principio el Instituto de Defensa Legal (2009) expresa 
que el NCPP instaura al principio de oralidad como un elemento esencial de 
todo proceso penal, razón por la cual este principio debe estar garantizado 
en toda etapa y actuación procesal. 
¿Pero qué significa exactamente que se aplique el principio de oralidad en 
toda etapa del proceso penal? 
Significa que los papeles escritos utilizados como vía para discutir la 
responsabilidad del imputado, interponer alegatos, presentar pruebas y 
demás actuaciones procesales han sido dejados de lado, y más bien se 
exige que estas actuaciones se realicen en audiencias en las que estén 
presentes todas las partes: el juez, el fiscal, el imputado y la parte civil, es 
decir, el afectado. Bajo la dirección del juez correspondiente, estos actores 
debatirán los temas de agenda, y sobre la base de los argumentos 
presentados oralmente y de las actitudes de las partes, el juez llegará a las 
conclusiones que le permitan dictar sentencia. (p.75) 
 
Los sujetos procesales que intervienen en el juzgamiento deben oralizar sus 
pretensiones de imputación y defensa. Tanto la acusación como la defensa 
tienen la facultad de exponer sus argumentos, debatir y actuar los medios 
probatorios oral y documentalmente. 
Todo lo expuesto de manera oral debe constar en el acta de la audiencia. 
(Frisancho, 2013, p.779) 
 
Refiriéndose al principio de oralidad, el profesor Mixan (como se citó en 
Frisancho, 2013) señala que éste impone que los actos jurídicos procesales 
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constitutivos del inicio, desarrollo y finalización del juicio oral se realicen 
utilizando como medio de comunicación la palabra proferida oralmente; esto 
es, el medio de comunicación durante la segunda etapa del proceso, viene 
a ser por excelencia, la expresión oral, el debate contradictorio durante las 
sesiones de la audiencia es protagonizado mediante la palabra hablada. 
 
Almagro (como se citó en Frisancho, 2013) nos da ha conocer que la 
principal virtud de la oralidad, desde la perspectiva técnica del juicio, es la 
observancia rigurosa del principio de inmediación, pues es durante su 
celebración donde ha desarrollarse con amplitud la prueba, donde las partes 
deben hacer valer en igualdad de condiciones los elementos de cargo y de 
descargo y donde los Magistrados han de formar su convicción para formar 
su veredicto. Este principio hace una invitación a las partes a expresarse a 
viva voz mediante la palabra hablada durante el desarrollo de las distintas 
etapas del proceso penal.   
 
1.3.2.8 El principio de inmediación 
 
Al respecto el Instituto de Defensa Legal (2009) manifiesta que el principio 
de inmediación es entendida como la necesaria percepción de la prueba por 
parte del juez, así como su participación personal y directa en la producción 
del medio probatorio. Es decir, el principio de inmediación supone que el juez 
necesariamente esté presente en el momento en que el fiscal y la parte civil 
expongan en forma oral las pruebas con las que cuentan para demostrar la 
responsabilidad penal del imputado -medios probatorios de cargo-, y en el 
que él intente demostrar su inocencia-medios probatorios de descargo-. 
 
La razón principal de esta exigencia es que la participación del juez 
contribuye a la eficiencia de las resoluciones, en tanto estas se construyen 
sobre la base de los medios probatorios presentados ante él, luego del 
debate acerca de su importancia y veracidad. Así, el juez se beneficiará con 
información de suma importancia -conformada no solo por argumentos, sino 
también por las reacciones y actitudes de las partes-, que le servirá para 
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otorgar un valor a los medios probatorios y, por ende, para emitir la 
sentencia. (p.76) 
 
Bacigalupo (como se citó en Frisancho, 2013) expresa que el origen del 
principio de inmediación se encuentra en la negación del sistema de justicia 
secreta, que solo se exteriorizaba en la ejecución pública de penas, 
frecuente crueles. La publicidad de la ejecución penal y el secreto del 
proceso fueron elementos característicos del sistema penal del antiguo 
régimen. El Estado liberal invirtió esta situación como una condición del 
principio democrático: sólo cabe un gobierno del pueblo, si el pueblo puede 
saber cómo gobiernan y administran sus representantes. 
 
Horvitz (como se citó en Frisancho, 2013) da a conocer que este principio 
está vinculado con el principio de oralidad, la inmediación impone el derecho 
del justiciable a ser juzgado por el mismo tribunal desde el comienzo hasta 
el final. 
 
En base a la inmediación, el juzgador está en relación inmediata con todos 
los elementos probatorios, los argumentos de defensa y acusación y, 
principalmente, con el acusado. Todo ello le permitirá emitir una sentencia 
objetiva e imparcial, en pleno uso del criterio de conciencia.  
Carocca (como se citó en Frisancho, 2013) manifiesta que la inmediación del 
tribunal con las pruebas constituye un pilar fundamental de la legitimidad del 
juicio; la prueba “allegada” al juicio, sin que sea percibida personal y 
directamente por el tribunal, no sólo carece de confiabilidad, sino que no 
satisface los mínimos estándares de un modelo garantista de proceso penal 
de carácter cocnoscitivo.  
 
Asimismo Roxin (como se citó en Frisancho, 2013), diferencia entre 
inmediación formal y material. La primera se presenta cuando el tribunal que 
dicta sentencia percibe por sí mismo y la segunda cuando el Tribunal extrae 
los hechos por sí mismo de las fuentes, es decir, no utiliza ninguna prueba 
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subrogada. Conforme a éste último aspecto del principio de inmediación, el 
Juez sólo debe dictar sentencia de acuerdo con la prueba del juicio oral. 
 
1.3.2.9 El principio de identidad personal 
 
Sobre este principio Cubas (2009) expresa: Según este principio, ni el 
acusado, ni el juzgador pueden ser reemplazados por otra persona durante 
el juzgamiento. El acusado y el juzgador deben concurrir personalmente a la 
audiencia desde el inicio hasta la conclusión. El juzgador viendo, oyendo, 
preguntando, contrastando, analizando la actitud y el comportamiento del 
acusado, agraviado, testigo y perito, podrá adquirir un conocimiento integral 
sobre el caso. Este conocimiento directo e integral no sería posible si durante 
el juicio oral se cambiara al juzgador, pues el reemplazante no tendrá idea 
sobre la parte ya realizada y su conocimiento será fragmentario e incompleto. 
Por eso, los integrantes de la sala penal deben ser los mismos desde el inicio 
hasta el final del juicio oral. (p.45) 
 
El presente principio nos da a entender que la presencia del imputado y el 
juzgador es indispensable para dar inicio y desarrollo al juzgamiento, así 
como en otras etapas del proceso penal, los cuales deben asistir de manera 
personal.  
 
Con relación a este principio Frisancho (2013) nos da a conocer que según 
este principio, ni el acusado, ni el juzgador pueden ser sustituidos por otra 
persona durante el juzgamiento, salvo el reemplazo de integrante de la Sala 
Penal. El acusado y el juzgador deben concurrir personalmente a la 
audiencia desde el inicio hasta la conclusión. (p.783)  
 
1.3.2.10 El principio de unidad y concentración 
  
Cubas (como se citó en Frisancho, 2013) afirma que la audiencia tiene 
carácter unitario. Si bien puede realizarse en diferentes sesiones, éstas son 
partes de una sola unidad. 
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El principio de concentración está referido, primero, a que en la etapa de 
juicio oral serán materia de juzgamiento sólo los delitos objeto de la 
acusación fiscal. Todos los debates estarán orientados a establecer si el 
acusado es culpable de esos hechos. 
En segundo lugar, el principio de concentración requiere y la sentencia exista 
la mayor aproximación posible.  
Horvitz (como se citó en Frisancho, 2013) da a conocer: Tal máxima o regla 
determina la concentración de los actos del debate y una valoración integral 
de las probanzas, alejando la posibilidad de que el Tribunal olvide lo 
acontecido y percibido en el juicio o interprete sus resultados de modo 
equivocado. 
 
1.3.3 Principio de  Simplificación Procesal 
 
El Diccionario de la Real Academia Española de la Lengua, define 
simplificación como la acción o efecto de simplificar. Por ello, simplificar es 
hacer más sencillo, más fácil o menos complicado algo. Jurídicamente 
hablando, el principio de simplificación tiene como propósito que el proceso 
se desarrolle sin tantas ritualidades y formalismos, haciéndolo más ágil y 
eficiente, lográndose así la eficacia del sistema de administración de justicia. 
La simplificación del proceso está  relacionado con el derecho que toda 
persona tiene a una decisión judicial definitiva en un tiempo razonable, que 
se encuentra reconocido por el artículo 8.1º de la Convención Americana 
sobre Derechos Humanos, asimismo el Código Procesal Penal (2004) 
establece en el artículo 1º de su Título Preliminar que “la justicia penal (…) 
se imparte (…) en un plazo razonable”. En este sentido, el nuevo sistema de 
enjuiciamiento penal está fundamentado en la reducción de los tiempos en 
cada actividad procesal, lo que hace que el proceso sea menos extenuante 
y finalice en un tiempo prudencial (Daud, 2013) 
 




El principio de celeridad, viene a ser la expresión concreta de la economía 
por razón de tiempo. Los plazos deben cumplirse y las dilaciones 
innecesarias deben ser sancionadas. Entendiendo que una justicia tardía no 
es justicia. La eficaz aplicación del principio de celeridad procesal, significa 
que el proceso se desenvuelva en condiciones de normalidad dentro del 
tiempo requerido, es decir una razonable duración temporal del 
procedimiento necesario para resolver y ejecutar lo resuelto, lográndose así 
el derecho a una tutela judicial efectiva a quienes pretenden hacer valer sus 
intereses (Sernaqué, 2014). 
 
El Instituto de Defensa Legal (2009) señala que, sin lugar a dudas, el NCPP 
regula un modelo de proceso penal que difiere del anterior en un rasgo 
fundamental: logra culminar los procesos penales en los plazos establecidos 
por la norma. 
La posibiliad de aplicar los procesos especiales durante el proceso penal – 
ya sea para detenerlo y lograr una sentencia inmediata o para apresurarlo- 
facilita que este termine con mayor celeridad que en el modelo anterior.  
Asimismo, esta posibilidad ayuda a que los expedientes no se acumulen al 
punto de que la sobrecarga procesal termine por hacer colapsar el sistema 
penal. Al respecto, hay que recordar que en el proceso penal regido por el 
anterior código, los juicios podían durar hasta ocho años antes de que se 
dictara la sentencia final. 
Finalmente, la celeridad se logra también porque la oralidad evita que las 
partes procesales presenten argumentos o pruebas falsas o inexistentes, así 
como otros recursos destinados a dilatar el tiempo y entorpecer la 
culminación del proceso penal. Como bien se señala coloquialmente, "el 
papel aguanta todo"; es decir, por escrito se puede argumentar hasta lo 
inargumentable. Por el contrario, la obligación de sustentar en forma oral 
todos los argumentos, tanto ante el fiscal como ante el propio juez, determina 
que no sea una buena estrategia presentar argumentos poco serios, pruebas 
débiles ni recursos sin fundamento, puesto que todos estos serán rebatidos 




(…) Almagro (como se citó en Frisancho, 2013) afirma que el proceso penal 
puede calificarse, con razón, como un mal necesario, pero al cabo un mal, 
por estar reñido con la instantaneidad de la decisión. Donde con mayor 
resalte se perciben las molestias y perjuicios de la duración del proceso 
pendiente es en los de naturaleza penal, en atención al valor superior de los 
bienes jurídicos (libertad, honor, fama, restitución y resarcimiento de la 
víctima, satisfacción del interés social, en suma) involucrados en su justa 
decisión. 
 
Bacigalupo (como se citó en Frisancho, 2013) da a conocer: Por este motivo, 
en virtud del derecho constitucional a un “proceso sin dilaciones indebidas”. 
Sobre éste principio (Frisancho, 2013) agrega dando a conocer que la 
audiencia debe llevarse a cabo en el tiempo razonable como para que se 
observen todos los principios que rigen el proceso penal, pero, a la vez, 
procurando que la dilación de éste no enerve los intereses reparatorios de la 




PROCESO INMEDIATO EN EL PERÚ 
 
1.3.5 Antecedentes Jurídicos del Proceso Inmediato en Perú 
 
En cuanto a la génesis o fuente de donde se concibe la idea del proceso 
inmediato, a decir de Neyra (como se citó en Gaceta Jurídica S.A., 2018), se 
llega a precisar, que este tendría su origen en el ordenamiento jurídico 
italiano. Es en este sentido que elabora el siguiente esquema basado en el 
ordenamiento procesal italiano: 
 
 El juicio directo (giudizzio direttismo) 
 
Este proceso consiste en la directa presencia del delincuente ante 




El juicio directo italiano, procede ante dos supuestos. El primero 
de ellos, se da cuando la persona ha sido detenida en flagrante 
delito, entonces el Ministerio Fiscal, tiene la posibilidad de llevarla 
ante el juez, para que convalide la medida en cuarenta y ocho 
horas. Si el juez no acordara la convalidación, entonces devuelve 
las actuaciones al Ministerio Público; puede, sin embargo, 
proceder al juicio directo si el acusado y el Ministerio de Fiscal así 
lo consienten. Si convalida la medida, entonces dicta sentencia. 
En segundo lugar, si la persona ha confesado los hechos durante 
el interrogatorio, entonces el Ministerio Público, podrá llevarla 
directamente a juicio oral dentro de los quince días siguientes a la 
confesión.  
 
 El juicio inmediato (giudizzio inmediato) 
 
Este juicio se dirige, de igual manera, a eliminar la vista preliminar 
para anticipar la del juicio. En este caso, el Ministerio Fiscal puede 
solicitar directamente al juez de la investigación preliminar que 
tenga lugar el juicio inmediato cuando el acusado haya sido 
interrogado sobre hechos cuya prueba es evidente después de la 
investigación preliminar. El acusado puede, por su parte, renunciar 
a la vista preliminar pidiendo el juicio inmediato en los actos 
preparatorios de aquella. Estos dos últimos antecedentes del 
proceso inmediato sólo eliminan la vista preliminar, sin embargo, 
el proceso inmediato que regula el NCPP, elimina también las 
fases de investigación preparatoria propiamente dicha y la fase 
inmediata. 
  
Cubas (como se citó en Gaceta Jurídica S.A., 2018) nos señala que este 
procedimiento fue introducido a nuestra legislación por la Ley N° 28122 
denominada de eficacia y celeridad procesal que fue promulgada el 16 de 
diciembre de 2003, los cuatro primeros artículos regulan la conclusión 
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anticipada de la instrucción. Su ámbito de aplicación se circunscribe a los 
siguientes delitos: 
 
Contra la vida el cuerpo y la salud:  
a) Lesiones graves, artículo 121.  
b) Lesiones simples, artículo 122 
 
Contra el patrimonio:  
a) Hurto, artículo 185.  
b) Hurto agravado, artículo 186.  
c) Robo, artículo 188.  
d) Robo agravado, artículo 189.  
 
Contra la salud pública:  
a) Posesión de pequeña cantidad de droga, micro producción o micro 
comercialización de droga, artículo 298.  
 
Además la ley establece que se promoverá este procedimiento cuando se 
dan los siguientes supuestos de hecho:  
 
a) Cuando el imputado hubiese sido descubierto en flagrancia, conforme a 
la definición establecida en el artículo 4 de la Ley N° 27934. 
b) Si las pruebas recogidas por la autoridad policial, y presentadas con la 
denuncia fiscal fueren suficientes para promover el juzgamiento sin 
necesidad de otras diligencias, siempre que en ellas haya intervenido el 
Ministerio Público o hayan sido recogidas por el mismo.  
c) Si el imputado hubiese formulado confesión sincera ante el juez conforme 
al artículo 136° del Código de Procedimientos Penales.  
  
Encontramos semejanzas entre el proceso inmediato peruano y el 
denominado procedimiento acelerado alemán (Roxin, 2000). Los 
presupuestos del procedimiento acelerado son que la fiscalía lo solicite al 
juez penal, que la causa pueda ser enjuiciada inmediatamente debido a su 
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sencillez o por la evidencia probatoria y que la pena impuesta no supere el 
año de privación de la libertad (Sernaqué, 2014). 
 
El proceso inmediato como resulta del texto del presente numeral, comparte 
los dos primeros presupuestos del procedimiento acelerado alemán, aun 
cuando a diferencia de este, la pena a imponerse no constituye límite alguno  
(Gálvez, 2008) 
 
En nuestro ordenamiento el proceso inmediato tiene en cierto modo su 
antecedente más directo en la Ley N° 28122 de 16 de diciembre de 2003, la 
misma que regula la conclusión anticipada de la instrucción para ciertos 
delitos. Dicha Ley, establece la realización de una instrucción judicial breve, 
similar a la instrucción de los juicios rápidos del sistema procesal español.  
Sin embargo  resulta una diferencia entre ambos y es que en el Proceso 
Inmediato del Nuevo Código Procesal Penal, no es precisa la existencia de 
una, siquiera breve, fase de investigación formal, sino que en base a lo 
actuado preliminarmente el fiscal formula su requerimiento para pasar a 
juicio oral (Neyra, 2010). 
 
Por otro lado, el proceso penal inmediato o también llamado juicio inmediato, 
tiene como fuente a los juicios directísimos (flagrancia o confesión) e 
inmediato (prueba evidente) del Código de procedimiento penal italiano de 
1989. Este proceso consiste en la directa presencia del delincuente ante el 
juez enjuiciador sin pasar por el filtro de la audiencia preliminar. El juicio 
italiano procede ante dos supuestos. El primero de ellos, se da cuando la 
persona ha sido detenida en flagrante delito, entonces el Ministerio Fiscal, 
tiene la posibilidad de llevarla ante el juez, para que convalide la medida en 
cuarenta y ocho horas (Sernaqué, 2014). 
 
Si el juez no acordara la convalidación, entonces devuelve las actuaciones 
al Ministerio Público; puede sin embargo, proceder al juicio directo si el 
Ministerio Público y el acusado así lo consienten. Si convalida la medida 
entonces dicta sentencia. En segundo lugar, si la persona ha confesado los 
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hechos durante el interrogatorio, entonces el Ministerio Público, podrá 
llevarla directamente a juicio oral dentro de los quince días siguientes a la 
confesión (Sernaqué, 2014). 
 
1.3.6 El decreto legislativo N° 1194: El proceso inmediato reformado 
 
El Poder Ejecutivo (como se citó en Gaceta Jurídica S.A., 2018) nos da a 
conocer que, el proceso inmediato se encontró regulado desde un primer 
momento en el CPP, en los artículos 446°, 447° y 448°, donde se indicaba 
que el fiscal tiene la dirección de la investigación penal y cuando lo considere 
idóneo, la probabilidad de solicitar la aplicación del proceso inmediato, 
solamente, en los supuestos de flagrancia, confesión y suficiencia de los 
evidentes elementos de convicción previa declaración del imputado.  
 
Después de nueve años de haberse mantenido la anterior regulación, el 
legislador decidió reformar este proceso especial, teniendo en cuenta que la 
intención por la cual había sido creado –la descongestión de la carga 
procesal-, no estaba siendo cumplida, ya que este proceso inmediato había 
sido el mecanismo procesal que menos se había aplicado, a diferencia del 
principio de oportunidad, el acuerdo reparatorio, terminación anticipada del 
proceso e inclusive la acusación directa; siendo que su uso solamente se 
había realizado en 338 casos. Gaceta Jurídica S.A. (2018) expresa que, “en 
tales términos y con el propósito de dotarle de mayor eficacia a este proceso 
especial, se expidió el Decreto Legislativo N° 1194” (p.125). 
 
Zafra (como se citó en Gaceta Jurídica S.A., 2018) expresa que, con la nueva 
regulación brindada por el decreto legislativo en mención, se cambia aquella 
facultad para solicitar incoación de proceso inmediato, estableciendo que el 
fiscal está obligado, bajo responsabilidad funcional, a solicitar la 
incoación del proceso inmediato. Esto llevado a la práctica ha generado que 
los juzgados penales se encuentren llenos de solicitudes de incoación de 
proceso inmediato, no implicando que cuente con los elementos suficientes, 
sino que siendo un mandato de este decreto, los fiscales no desean incurrir 
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en responsabilidad funcional. Al respecto Gaceta Jurídica S.A. (2018) hace 
comentario sobre el particular de la siguiente forma: “en vista de lo señalado, 
podemos indicar que este cambio realizado ha promulgado la eficiencia de 
la utilización de este proceso, sin prever –o tal vez previendo- las 
consecuencias que acarrearía la obligación de su incoación” (p.125). 
 
El Poder Ejecutivo (como se citó en Gaceta Jurídica S.A., 2018) expresa: 
Asimismo, dentro de las modificaciones realizadas encontramos la 
implementación de un cuarto presupuesto para la petición de incoación de 
un proceso inmediato, este es, que su aplicación se realizará en delitos 
específicos: la omisión de asistencia familiar y la conducción en estado de 
ebriedad o drogadicción, esto con base en que el legislador ha denotado que 
en cuanto a estos delitos, en específico, no hay necesidad de una validación 
especial para demostrarlos, debido a su evidencia o por el estado de 
flagrancia permanente de su comisión y su autor, careciendo de sustento 
que los procesos penales en dichos delitos se prolonguen más de lo 
necesario.  
 
San Martín (como se citó en Gaceta Jurídica S.A., 2018) indica que, lo antes 
descrito son los cambios significativos que ha tenido la norma, no obstante 
también se puede observar que con la nueva regulación se ha 
complementado la configuración especial que el proceso inmediato debía 
tener, especificándose el modo de enjuiciamiento, así como haciendo 
hincapié en la oralidad del procedimiento penal al afirmar la necesidad de 
contar con la audiencia. 
 
Por otra parte, ya teniendo reformado este proceso especial, las críticas en 
cuanto a su utilización no se hicieron esperar, siendo el argumento particular 
el excesivo recorte de los plazos Zafra (como se citó en Gaceta Jurídica S.A., 
2018), ya que con este decreto en 24 horas el fiscal debe reunir todos los 
elementos de convicción de la realización de un delito, y luego, en el plazo 
de 48 horas, el juez debe dar inicio a la audiencia de proceso inmediato, la 
cual no debe suspenderse por ningún motivo. En tal sentrido se considera, 
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válidamente, que se afecta el derecho a la defensa del imputado, no solo por 
el poco tiempo con el que contará para realizar una defensa eficaz, sino 
también porque el Ministerio Público no podrá realizar una debida 
investigación sobre el presunto delito, por tanto, se infiere que con todo esto 
lo que se hace en realidad es vulnerar en concreto al debido proceso. 
 
Gaceta Jurídica S.A. (2018) explica que, no obstante a las críticas que 
puedan existir, la Corte Suprema ha respaldado la legitimidad constitucional 
del proceso inmediato en el Acuerdo Plenario Extraordinario N° 02-2016/CIJ-
116, en su fundamento jurídico 13 al señalar lo siguiente: 
 
El proceso inmediato reformado, en tanto se circunscriba a los delitos 
evidentes y a los supuestos de investigación simple o sencilla en modo 
alguno, afectan el debido proceso, la tutela jurisdiccional y la defensa 
procesal. No es un proceso configurado legalmente para condenar a los 
impuatdos. Precisamente la realización de las audiencias de incoación y de 
juicio permite esclarecer probatoriamente el hecho punible con pleno 
cumplimiento de los principios de contradicción, igualdad, publicidad, 
inmediación y oralidad. No es, pues, un proceso “ofensivo” tendiente a 
condenar irremediablemente al imputado. (p.126) 
Gaceta Jurídica S.A. (2018) expresa que, desde nuestra perspectiva, no 
entendemos la justificación que se le ha pretendido dar, por parte de la Corte 
Suprema, a la doctrina legal anteriormente mencionada, por ello 
consideramos que, el verdadero fundamento de este proceso es aquel 
señalado, justamente, en un acuerdo plenario anterior, nos referimos al N° 
06-2010/CJ-116, que en su fundamento juridico siete menciona que este 
proceso especial tendrá razón en “la facultad del Estado para organizar la 
respuesta del sistema penal con criterios de racionalidad y eficiencia (…)”, 
en otras palabras. El Estado debe basarse en nociones de simplificación 
procesal, siguiendo una orientación político-criminal que apueste por una 
decisión y condena rápida, ya que a la población no le suele importar el 
garantismo y los derechos, sino simplemente la obtención de justicia, sea de 
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la manera que sea. Basta observar la coyuntura actual para dar razón a estas 
líneas. (p.125)   
      
1.3.7 Definición de Proceso Inmediato 
 
Al respecto el (Ministerio de Justicia y Derechos Humanos) define al proceso 
inmediato de la siguiente forma: 
Es un proceso especial y además una forma de simplificación procesal que 
se fundamenta en la facultad del Estado de organizar la respuesta del 
Sistema Penal con criterios de racionalidad y eficiencia, sobre todo en 
aquellos casos en los que, por sus propias características, son innecesarios 
mayores actos de investigación.  
El proceso inmediato es un proceso especial que en el Código de 
Procedimientos Penales de 1940 no estaba regulado, tiene su origen en Italia 
(Buitrón, 1998), que tiene como característica el obviar la etapa de la 
investigación formalizada, además de la etapa intermedia y llegar al juicio 
oral, lo que origina un proceso más célere que respeta tanto el plazo 
razonable del proceso y la presunción de inocencia (Sánchez, 2009). 
El proceso inmediato se encuentra regulado en el código penal peruano en 
el libro V como procesos especiales dentro de la sección I. Avalos (2014) al 
respecto afirma: 
Este mecanismo de simplificación produce la posibilidad de pasar por alto, 
dependiendo el momento en que se solicita su incoación, las etapas de 
investigación preparatoria formalizada e intermedia, ambas en su totalidad; 
o una parte de la primera y la totalidad de la segunda. 
Es que los momentos para solicitar esta vía son dos, finalizada las diligencias 
preliminares de investigación y sin haber siquiera emitido disposición de 
formalización y continuación de investigación preparatoria; o dentro de los 
primeros treinta días de haberse formalizado la misma. (p.246)    
Para Gaceta Jurídica (2010) el proceso inmediato es un proceso especial 
que se lleva a cabo cuando concurre una circunstancia extraordinaria que 
50 
 
permite abreviar el proceso penal, en este caso no desarrollando las fases 
de investigación preparatoria e intermedia. 
 
Ya sea por una situación de flagrancia delictiva, por la confesión del 
imputado o porque, producto de las diligencias de investigación iniciales o 
preliminares se han obtenido los elementos de convicción necesarias, el 
fiscal podrá requerir al juez de la investigación preparatoria el inicio del 
proceso inmediato, el que, si es concedido, permitirá la formulación de la 
acusación. 
Luego, al ser remitidos los autos al juez penal (unipersonal o colegiado), este 
dictará, acumulativamente, los autos de enjuiciamiento y de citación a juicio, 
con lo cual los autos estarán listos para ser pasados a la audiencia de juicio 
oral. 
Como se puede apreciar, en el proceso inmediato, el fiscal de la 
investigación preliminar, en forma unilateral y sin afectar el derecho a la 
defensa, y cuando aparezcan suficientes elementos que le permitan formular 
acusación, requerirá el inicio de este proceso especial en tanto es 
innecesaria la investigación preparatoria. 
En ese sentido, el proceso inmediato tiene por finalidad la simplificación y 
celeridad del proceso en aquellos casos en los que el fiscal no requiera de 
mayor investigación para concretar los cargos. Además de ello, busca evitar 
que la investigación preparatoria se convierta en un procedimiento 
burocrático, rutinario e innecesario cuando están dadas las condiciones para 
formular acusación. (p.11) 
 
El Instituto de Defensa Legal (2009) expresa que, este proceso especial 
supone la eliminación de la etapa intermedia del proceso penal, para pasar 
directamente de la investigación preliminar a la etapa del juicio oral. La razón 
fundamental para que el fiscal presente este requerimiento ante el juez de la 
investigación preparatoria es que considera que hay suficientes elementos 





Situaciones que le demuestran al fiscal la existencia de suficientes 
elementos de convicción 
 
El fiscal considerará que tiene suficientes elementos de convicción para 
creer fielmente que el imputado es quien cometió el delito si este último fue 
encontrado en flagrante delito o si confesó haberlo cometido. Otra posibilidad 
es que el resultado de las diligencias preliminares haya sido tan contundente 
como para convencer al fiscal de la culpabilidad del imputado. (p.53) 
 
1.3.8 Naturaleza Jurídica del Proceso Inmediato 
 
Gaceta Jurídica (2010) da a conocer que, con este nuevo proceso penal se 
podrá emitir sentencia en un plazo más breve en caso de delitos flagrantes 
y en los demás supuestos que ha establecido el Código Procesal Penal de 
2004 (CPP de 2004), cuyo trámite se reduce los siguientes pasos:  
 
a) Recepción del informe policial o realización de las diligencias de 
investigación iniciales. 
 
b) El requerimiento fiscal de inicio del proceso inmediato. 
 
c) La decisión del juez de la investigación preparatoria sobre la aplicación 
del proceso inmediato. 
 
d) La acusación fiscal. 
 
e) Auto de enjuiciamiento y de citación a juicio. 
 
f) El juicio oral. 
 




Todo esto de una manera oral y, por lo tanto, mucho más rápida. 
Con ello se busca también que el sistema esté en la capacidad de dar pronta 
solución a los conflictos que surgen del delito, así como racionalizar la carga 
de trabajo de las unidades fiscales y jurisdiccionales, de modo que solo 
ingrese a juicio aquello que sea estrictamente necesario en función de su 
gravedad, importancia y relevancia social. 
 
En efecto, se busca hacer más eficiente el servicio de fiscalías y órganos 
jurisdiccionales en la medida que estos filtros o salidas tienen el propósito 
final de ofrecer una solución al conflicto que surge del delito sin que sea 
necesario recorrer todas las etapas del proceso penal común.  
 
El proceso inmediato no solo tiene una inspiración utilitaria, es decir, no solo 
se persigue el ahorro de tiempo y de recursos humanos, materiales y 
financieros de las instituciones del sistema penal, sino que está inspirado 
principalmente en la necesidad de fortalecer la posición de las personas 
agraviadas por el delito a través de fórmulas expeditas de solución del 




Rodríguez (como se citó en Gaceta Jurídica S.A., 2018) manifiesta que, el 
proceso inmediato tiene su propia naturaleza, pues no resuelve procesos 
complejos sino que se caracteriza por tratar casos simples y de fácil 
resolución en los que no se necesiten mayores actos de investigación. En 
este sentido, si bien no es la vía procedimental adecuada para la resolución 
de la gama de delitos regulados en el Código Penal, sí es una forma eficiente 
de descarga procesal, lo que va a permitir a los órganos formales o 
jurisdiccionales; por un lado, la resolución rápida y eficaz de casos sencillos; 
por el otro, una menor carga procesal, lo que permitirá enfocarse en aquellos 
casos de difícil resolución. Al igual que otros procedimientos procesales debe 
respetar las garantías constitucionales, tales como la presunción de 
inocencia, el plazo razonable, el derecho de defensa, proporcionalidad de 
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las penas, imparcialidad judicial, entre otros; el respeto por ellos asegura el 
adecuado equilibrio entre garantías y eficiencia.  
 
Así también, el maestro San Martín (como se citó en Gaceta Jurídica S.A., 
2018) explica que, expedido el auto que dispone la incoación del proceso 
inmediato, el fiscal formulará acusación, la que será remitida por el juez de 
la Investigación Preparatoria al juez penal, quien a su vez dictará 
acumulativamente el auto de enjuiciamiento y el de citación a juicio, una vez 
–como no podía ser de otro modo- que se asegure del cumplimiento de las 
exigencias previstas en el artículo 349° del CPP. 
 
Ello significa que se está ante un procedimiento especial que, ante el 
requerimiento fiscal y el cumplimiento de los presupuestos vinculados a la 
evidencia delictiva, obvia tanto la investigación preparatoria –o lo que resta 
de ella si el trámite se instó antes de los treinta días luego de su instauración-
,  como la etapa intermedia, con sus trámites de control de la acusación y 
todos los actos procesales que ella entraña. Es muy claro que el auto de 
enjuiciamiento, en esas condiciones, es inimpugnable, porque deriva 
directamente del auto de incoación del proceso inmediato. No hay como 
recurrirlo, pues ningún motivo de procedencia es aplicable. 
 
La simplificación del procedimiento solo se expresa en la eliminación de 
parte de la investigación preparatoria y de la totalidad de la etapa intermedia. 
Es decir, el trámite “salta” del artículo 336° al 355° del CPP. Constituye una 
celebración anticipada del juicio oral. Se produce una alteración de la 
competencia funcional, pues el juez de la investigación preparatoria ya no 
dicta el auto de enjuiciamiento, sino que lo hace el juez penal unipersonal o 
colegiado, según el caso; y, el auto de enjuiciamiento, regulado en el artículo 
353° del CPP, se adapta a las exigencias del proceso inmediato. 
 
Por otro lado, es de aplicación el artículo 136° del CPP, pues dictado el auto 
de enjuiciamiento el juez penal debe ordenar la formación del expediente 
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judicial. Rigen lo dispuesto en dicho artículo y los subsiguientes (artículos 
137° y 138° del CPP). 
 
Es importante aclarar que, según el artículo 337° del CPP, en el acto oral, 
las partes ofrecerán la prueba que corresponda, pero la interpretación de los 
alcances de esta norma debe adaptarse a las exigencias del juicio que saltó 
la etapa intermedia. Siendo así, no rige la limitación que prevé el extremo 
final del apartado 1 de dicho artículo: “sólo se admiten aquellas pruebas que 
las partes han tenido conocimiento con posteridad a la audiencia de control 
de la acusación”, dado que esta última no ha tenido lugar. Prima, en 
consecuencia, el derecho instrumental de formular de solicitudes probatorias  
y de que estas se acepten en tanto se trate de proposiciones pertinentes y 
necesarias. Este derecho, como es sabido, integra la garantía constitucional 
de defensa procesal, cuya plena operatividad debe ser afirmada por el 
órgano jurisdiccional. 
 
Por último, es por entero factible, en atención a la independencia funcional 
del proceso de protección o de coerción que el fiscal inste, paralela o 
sucesivamente, el dictado de medidas de coerción personales o reales.  
        
1.3.10 Presupuestos 
 
1.3.10.1 Flagrancia delictiva 
 
Como ha puesto de manifiesto el profesor Oré (como se citó en Gaceta 
Jurídica S.A., 2018), en su redacción originaria este supuesto de 
procedencia del proceso inmediato solo establecía que: “el imputado ha 
sido sorprendido y detenido en flagrancia”. 
 
Con la modificación se ha incorporado la siguiente expresión: “en 
cualquiera de los supuestos del artículo 259°”. Esta modificación, a 
nuestro juicio, no es válida, puesto que tiene serias implicancias de cara 
a la procedencia del proceso inmediato. Efectivamente, se advierte, 
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pues, que el artículo 259° del CPP de 2004 –que regula los supuestos de 
detención policial, que ha sufrido varias modificaciones- presenta 
cuestionamientos porque establece casos de flagrancia que no son 
compatibles con la Constitución. 
Para sostener lo afirmado, es necesario recurrir a las múltiples sentencias 
del Tribunal Constitucional en las que ha cuestionado a determinados 
supuestos de flagrancia. Así, en el caso Chipulina, estableció que para 
que exista flagrancia es necesario que concurran dos elementos: 
a) La inmediatez temporal, es decir, que el delito se esté cometiendo o 
que se haya cometido momentos antes; y, b) la inmediatez personal, es 
decir, que el presunto delincuente se encuentre en el lugar de los hechos, 
en el momento de la comisión del delito y esté relacionado con el objeto 
o los instrumentos del delito.  
 
Siendo ello así, resulta difícil afirmar que en el supuesto de flagrancia 
regulado en el artículo 259°, inciso 3, del CPP –el agente ha huido y ha 
sido identificado durante o inmediatamente después de la perpetración 
del hecho punible, sea por el agraviado o por otra persona que haya 
presenciado el hecho, o por medio audiovisual, dispositivos o equipos 
con cuya tecnología se haya registrado su imagen, y es encontrado 
dentro de las veinticuatro horas de producido el hecho punible- se cumpla 
con los elementos de la inmediatez temporal y personal, que, por tratarse 
la restricción del derecho fundamental a la libertad, deben ser evaluadas 
con suma rigurosidad, puesto que la posibilidad de error es muy alta si 
se confía en la memoria de las personas, así como el riesgo de la posible 
manipulación de los equipos audiovisuales u otros. En estos casos, lo 
más recomendable sería que se solicite, de ser el caso y en tanto se 
cumplan con los presupuestos, una medida de coerción personal contra 
el presunto responsable del hecho delictivo.  
 




San Martín (como se citó en Gaceta Jurídica S.A., 2018) nos enseña que 
la confesión está definida legalmente por el artículo 160°, inciso 1, del 
CPP. Desde el punto de vista de la política criminal, es provocar que el 
encausado realice una pronta confesión del hecho, que permita la 
identificación del autor del delito desde un primer momento y de esta 
manera se facilite el esclarecimiento de las circunstancias más relevantes 
del hecho delictivo (STSE 118/2002, del 4 de febrero). Desde una 
perspectiva funcional debe entenderse como el reconocimiento de la 
participación del imputado en el hecho objeto de imputación.  
 
El procesado debe admitir los cargos o imputación formulada en su 
contra, es decir, reconocer la comisión de los hechos incriminados. Es la 
declaración en la que el imputado reconoce su participación en el ilícito 
que se le incrimina (STSE 43/2000, del 25 de enero). 
 
Por lo demás, ese testimonio debe ser intrínsecamente válido, es decir, 
prestado libremente (STSE 1408/1997, del 24 de noviembre) y en estado 
normal de las facultades psíquicas del declarante ante el fiscal, en 
presencia de su abogado. En efecto, la confesión es el acto procesal que 
consiste en la declaración personal, libre, consciente, sincera, verosímil 
y circunstanciada que hace el procesado durante la investigación o 
durante el juicio oral, aceptando los cargos que se le atribuye. Es la 
intención del imputado de auxiliar a la justicia, facilitar la investigación de 
los hechos que se le incrimina y colaborar  con la reparación del daño 
(SSTSE 1408/97, del 24 de noviembre, y 5901/2004, del 06 de mayo). 
 
Por las características del enjuiciamiento no hace falta la presencia de 
una prueba corroborante categórica aunque sí de mínimos elementos 
que le concedan cierta verosimilitud o solvencia probatoria-, pues, para 
ello está el debate oral, que no se elimina con este procedimiento; por 
tanto, es plenamente factible la posibilidad de una absolución. En efecto, 
el juez, pese a la confesión, debe practicar todas las diligencias que crea 
conveniente de acuerdo a la naturaleza del delito (STSE 394/2002, del 8 
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de marzo) para convencerse de la veracidad de la confesión y la 
existencia del delito. 
 
Así también, Oré (como se citó en Gaceta Jurídica S.A., 2018) sostiene 
que, para que tenga valor probatorio y pueda, en consecuencia, 
fundamentar la aplicación del proceso inmediato, la confesión debe 
cumplir con determinados requisitos legalmente previstos en el artículo 
160°, inciso 2, del CPP de 2004, los cuales son que: “a) Esté 
debidamente corroborada por otro u otros elementos de convicción; b) 
sea prestada libremente y en estado normal de las facultades psíquicas; 
c) sea prestada ante el juez o el fiscal en presencia de su abogado; y d) 
sea sincera y espontánea”. 
 
1.3.10.3     Evidencia delictiva   
 
Uno de los temas debatidos dentro de la dogmática procesal penal, ha 
sido el tema referido a la definición de la evidencia delictiva, elemento 
base para la procedencia del proceso penal inmediato; así  Celis (como 
se citó en Gaceta Jurídica S.A., 2018) analizando el fundamento 8 del 
Acuerdo plenario N° 2-2016, afirma que la “prueba evidente” o “evidencia 
delictiva” se define a partir de tres instituciones: i) delito flagrante; ii) 
confesión del imputado; y, iii) delito evidente. Sin embargo, las 
nominaciones de esas tres instituciones reconducen al concepto 
epistémico de “causa probable”. Por mero purismo no es razonable 
cuestionar la utilización del término “causa probable”, pues, está previsto 
en el artículo 8 del Código Procesal Constitucional. Siendo así, lo 
importante es comprender el alcance conceptual que encierra los 
términos “causa probable” o “elementos de convicción evidentes”; de 
cara a su operatividad como criterio para decidir el inicio del proceso 
inmediato.  
Para entender este concepto es importante tener de manera previa y 
precisa los conceptos de las instituciones del delito flagrante, confesión 




La determinación de causa probable exige la verificación de la existencia 
de elementos de convicción suficientes que conduzcan a un juicio de 
probabilidad positiva. Esta determinación se realiza en función de los 
elementos de convicción que emergen en el momento de la flagrancia. 
Puede resultar que solo se alcance el estándar de “sospecha razonable”, 
en ese sentido se tiene que evaluar y precisar la necesidad de practicar 
determinados actos de investigación para obtener elementos de 
convicción que permitan afirmar la concurrencia de elementos de 
convicción suficientes que hagan causa probable, y no apresurar el 
proceso inmediato, el cual requeriría de elementos de convicción 
suficientes -causa probable; siendo este el estándar probatorio que 
tendría que ser evaluado por el juez para efectos del inicio de un proceso 
inmediato. 
 
La sospecha razonable habilitaría unicamente la formalización de la 
investigación preparatoria, sobre la base de indicios reveladores de la 
existencia de un delito, conforme a lo dispuesto por el artículo 336°, inciso 
1, del CPP. 
 
Para dar inicio al proceso inmediato no basta que los elementos de 
convicción obtenidos nos conduzcan a la sospecha razonable.  
 
Como apunta bien Salas (como se citó en Gaceta Jurídica S.A., 2018), 
no se trata, por lo tanto, de la constación de la responsabilidad del 
imputado (prueba suficiente de su responsabilidad en el suceso), dado 
que podría convertir en inútil el juzgamieno y con ello afectar la 
presunción de inocencia. Por lo que debe constatarse que los elementos 
de convicción adquiridos durante las diligencias, hagan presumir 
válidamente que el proceso no requiera el filtro de la etapa intermedia y, 
por consiguiente, que no se dan los supuestos del sobreseimeinto o 
posibilidad de cuestionamiento a la obtención de los elementos de 
convicción, ni tampoco la prueba suficiente de su responsabilidad. 
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1.3.11 Supuestos para su aplicación del proceso inmediato 
 
Al respecto Jurista Editores (2017) nos ilustra sobre los supuestos para la 
aplicación del proceso inmediato de la siguiente manera:  
 
Artículo 446° del Código Procesal Penal.-  Supuestos de aplicación  
 
1. El Fiscal debe solicitar la incoación del proceso inmediato, bajo 
responsabilidad, cuando se presente alguno de los siguientes supuestos: 
 
a. El imputado ha sido sorprendido y detenido en flagrante delito, en 
cualquiera de los supuestos del artículo 259°; 
 
b.  El imputado ha confesado la comisión del delito, en los términos del 
artículo 160°; o 
 
c. Los elementos de convicción acumulados durante las diligencias 






4. Independientemente de lo señalado en los numerales anteriores, el Fiscal 
también deberá solicitar la incoación del proceso inmediato para los 
delitos de omisión de asistencia familiar y los de conducción en estado 
de ebriedad o drogadicción, sin perjuicio de lo señalado en el numeral 3 




1.3.12 Protocolo de actuación interinstitucional para el proceso inmediato 
 
El (Ministerio de Justicia y Derechos Humanos) señala de manera explícita 
sobre los procedimientos a seguir para la incoación del proceso inmediato 
en los casos de flagrancia y otros supuestos bajo el Decreto Legislativo N° 
1194 de la siguiente forma: 
  
 Paso 01: Supuestos de aplicación y decisión de procedencia 
1.1. Flagrancia 
1.1.1. Intervención  
1.1.2. Calificación 
 
1.2. Confesión sincera 
1.2.1. Calificación 
 
1.3. Evidentes elementos de convicción acumulados 
1.3.1. Calificación 
1.4. Delito de incumplimiento de obligación alimentaria (omisión de 
asistencia familiar) 
1.4.1. Calificación 
1.5. Delito de conducción en estado de ebriedad o drogadicción. 
1.5.1. Calificación 
 
Paso 02: Incoación del proceso inmediato 
 
Paso 03: Audiencia de incoación del proceso inmediato. 
 
Paso 04: Acusación y preparación para la audiencia de juicio inmediato. 
 





Nombre del procedimiento: Proceso inmediato en casos de flagrancia y 
otros supuestos bajo el D. Leg. N° 1194  
Base legal:  
Constitución Política 
Código Procesal Penal del 2004 
Código de Procedimientos Penales de 1940 
Código Procesal Penal de 1940  
Decreto Legislativo N° 124 
Código Penal  
Decreto Legislativo N° 1194 
Decreto Legislativo N° 1206  
Decreto Legislativo N° 1216 
Decreto Legislativo N° 1219 
Decreto Legislativo N° 1148 y modificatoria (D. Leg. N° 1230).  
Ley N° 30076. 
PASO 01: SUPUESTOS DE APLICACIÓN Y DECISIÓN DE PROCEDENCIA  
1.4. CALIFICACIÓN DEL DELITO DE INCUMPLIMIENTO DE OBLIGACIÓN 
ALIMENTARIA 
Ministerio Público 29 
Recibida la denuncia de parte o la noticia 
criminal remitida por el Juzgado, que haya 
conocido la demanda de alimentos, el Fiscal 
deberá calificar la documentación remitida.  
Ministerio Público 30 
Una vez calificadas la denuncia o noticia 
criminal, el Fiscal dispondrá abrir diligencias 
preliminares.  
Ministerio Público 31 
Si durante las diligencias preliminares 
desarrolladas, determina que se encuentra 
ante la omisión de un delito de obligación 





Durante el desarrollo de las diligencias 
preliminares, el Fiscal puede celebrar con el 
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imputado, principio de oportunidad de ser el 
caso.  
PASO 02: INCOACIÓN DEL PROCESO INMEDIATO  
Ministerio Público 41 
Si el imputado se encontrare bajo detención 
policial (detención en flagrancia) el Fiscal 
debe solicitar al Juez de la Investigación 
Preparatoria la incoación del proceso 






Cuando se incoe el proceso inmediato, por el 
supuesto de flagrancia, el Fiscal pondrá al 
detenido a disposición del Juez de la 
Investigación Preparatoria. Su detención se 
mantendrá hasta el momento en que se 
realice la audiencia de incoación del proceso 
inmediato.  
Poder Judicial 43 
Para efectos de la Programación, de la 
audiencia de incoación del proceso inmediato 
(dentro de las 48 horas), el coordinador 
responsable del agendamiento de audiencias 
del Poder Judicial, en cada distrito judicial, 
deberá coordinar previamente con el 
funcionario de enlace del Ministerio Público y 
de la defensa técnica.  
Poder Judicial 44 
El personal responsable del Poder Judicial 
dará trámite al requerimiento, corriendo 
traslado a los sujetos procesales que 
corresponda, así como de los requerimientos 
adicionales que sean notificables; debiendo 




Se deberá priorizar el empleo de 
notificaciones electrónicas y/o telefónicas 
garantizando la asistencia de las partes a la 
audiencia.  
Poder Judicial 45 
Tratándose de casos complejos, bajo los 
alcances del artículo 342. 3 del CPP, que 
requieran ulteriores actos de investigación, no 
procederá la incoación del proceso inmediato. 
Poder Judicial 46 
Tampoco procederá incoar proceso 
inmediato, cuando se trate de una causa 
seguida contra varios imputados y los mismos 
no se encuentren bajo los alcances de los 
supuestos de procedencia de incoación. 
Ministerio Público 47 
El Ministerio Público deberá coadyuvar con la 
ubicación con fines de notificación de los 
sujetos procesales citados a la audiencia.   
Ministerio Público 48 
El requerimiento de audiencia de incoación de 
proceso inmediato principal y sus adicionales 
serán presentados en documento único y 
debe contener:  
I. REQUERIMIENTO PRINCIPAL 
(incoación de proceso inmediato) 
1. Datos del imputado 
2. Supuesto de aplicación 
3. Fundamentos fácticos 
4. Fundamentos jurídicos 
5. Elementos de convicción 
II. REQUERIMIENTOS ADICIONALES, 
(SI FUERA EL CASO): 
a. Requerimiento de medida coercitiva  
b. Requerimiento de principio de 
oportunidad, acuerdo reparatorio o 
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terminación anticipada (cuando 
corresponda) u otros. 
Ministerio Público 49 
Cuando exista detenido, el Ministerio Público, 
junto con la remisión del requerimiento fiscal, 
lo pondrá a disposición del órgano 
jurisdiccional competente.  
PASO 03: AUDIENCIA DE INCOACIÓN DE PROCESO INMDEIATO 
Poder Judicial 50 
La audiencia única de incoación del proceso 
inmediato, tendrá lugar dentro de las 48 horas 
siguientes de recibido el requerimiento fiscal; 
luego de haber sido programada y notificada 
debidamente por el personal judicial 
encargado, se lleva a cabo de manera 
inaplazable en la fecha y hora previamente 
coordinadas. 
Poder Judicial  51 
La audiencia se instala necesariamente con 
presencia obligatoria del Fiscal y del abogado 
defensor; siendo facultativa la presencia del 
imputado no detenido, del agraviado u otro 
sujeto procesal. Dado que el desarrollo de 
esta audiencia es improrrogable, frente a la 
inasistencia del abogado defensor, éste debe 
ser reemplazado inmediatamente por otro de 
elección del imputado o por abogado defensor 





Al inicio del desarrollo de la audiencia, los 
sujetos procesales deberán identificarse 
debidamente, señalando números telefónicos, 
correos electrónicos, casillas electrónicas, 
domicilios reales, domicilios laborales, 
domicilios procesales (con referencias para su 
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mejor ubicación), indicando la vía de 
notificación más rápida en cada caso. 
Poder Judicial 53 
Cuando al requerimiento principal de 
incoación de proceso inmediato, se acompañe 
algún requerimiento adicional, la audiencia se 
desarrollará de la siguiente manera: 
1. Se debatirá y resolverá la incoación del 
proceso inmediato. 
2. Se debatirá y resolverá la aplicación de 
algún criterio de oportunidad o 
terminación anticipada. 
3. Se debatirá y resolverá imposición de 
alguna medida coercitiva solicitada 
(personal o real). 
Ministerio Público 54 
Instalada la audiencia, el Fiscal debe 
fundamentar fáctica y jurídicamente su 
requerimiento, sustentando el supuesto de 
procedencia con el que se determinó a incoar 
el proceso inmediato. 
Poder Judicial 55 
Habiendo apreciado los fundamentos 
expuestos por el Fiscal, y escuchado a los 
sujetos procesales, el Juez de Investigación 
Preparatoria deberá pronunciarse sobre la 
procedencia o no de la incoación del proceso 
inmediato, emitiendo la resolución 
correspondiente.  
Poder Judicial 56 
En caso de proceder, debe emitir, de manera 
impostergable en la audiencia, el auto de 
proceso inmediato. Esta decisión es apelable 







Si el órgano jurisdiccional considera que no se 
cumplen los presupuestos establecidos para 
su incoación, declarará la improcedencia de la 
solicitud y, como consecuencia de ello, el 
Fiscal continuará con las diligencias 
preliminares, de ser el caso, o disponer la 
formalización de la investigación preparatoria 
o continuar con la misma si existiese 
disposición previa, realizando el acto 
correspondiente.  
Poder Judicial 58 
En segundo lugar, si el Fiscal o el imputado, 
hubieren requerido adicionalmente la 
celebración de un acuerdo reparatorio, 
principio de oportunidad, o terminación 
anticipada, deberá negociar en audiencia, con 
el imputado y agraviado de ser el caso, la 
pena a imponer, el pago de la reparación civil 
(monto, forma de pago, el o los obligados, 
etc.) 
Poder Judicial 59 
En caso no lo hubieren requerido los sujetos 
procesales, el Juez de la Investigación 
Preparatoria, atendiendo a la naturaleza de 
los hechos y circunstancias del caso que se le 
presente, preguntará a las partes si existe 
intención de celebrar principio de oportunidad, 
acuerdo reparatorio o terminación anticipada.  
Poder Judicial 60 
Escuchados a los sujetos procesales, y 
habiendo apreciado el acuerdo reparatorio, 
principio de oportunidad o terminación 
anticipada, al que hayan arribado los mismos 
en la audiencia, el Juez de la Investigación 
Preparatoria deberá de evaluar la legalidad y 
procedencia de dicho acuerdo. 
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Poder Judicial 61 
Si el Juez aprueba el principio de oportunidad 
o acuerdo reparatorio, emitirá la resolución 
correspondiente. El imputado deberá 
inmediatamente cumplir con el acuerdo, en 
caso contrario, el Fiscal deberá formular su 
requerimiento acusatorio dentro de las 24 
horas, de conformidad con el inciso 6 del 





Tratándose de terminación anticipada del 
proceso y verificada la procedencia del 
acuerdo, el Juez emitirá la sentencia 
anticipada, poniéndose fin al proceso incoado. 
Sujetos Procesales 





Aun cuando no hubiere sido solicitado por el 
Fiscal en el requerimiento escrito presentado 
al Juez de la Investigación Preparatoria, 
cualquiera de los sujetos procesales podrá 
instar en la misma audiencia la aplicación del 
principio de oportunidad, de un acuerdo 
reparatorio o de la terminación anticipada, 
según corresponda. 
Ministerio Público 64 
Si la fiscalía hubiera solicitado la imposición 
de alguna medida coercitiva de naturaleza 
personal o real (cuando corresponda) contra 
el imputado, deberá sustentar oralmente este 
requerimiento adicional en la audiencia, 
expresando los fundamentos de hecho y de 
derecho (configuración de los supuestos de 
procedencia de la medida solicitada) que 
justifican su pedido.  
Poder Judicial 65 
Una vez finalizado el debate, el Juez deberá 
decidir la procedencia del requerimiento 
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Los aspectos que establece el artículo 29 del 
CPP, en lo que sea pertinente, serán resueltos 
por el Juez de la Investigación Preparatoria, 
en la misma audiencia de incoación del 
proceso inmediato, sin posibilidad de 
postergación, interrupción o suspensión.  
PASO 04: ACUSACIÓN Y PREPARACIÓN PARA LA AUDIENCIA DE JUICIO 
INMEDIATO  
Ministerio Público 67 
Emitido el auto de procedencia de incoación 
del proceso inmediato, el fiscal tendrá un 
plazo no mayor de 24 horas para emitir el 
requerimiento acusatorio, bajo 
responsabilidad. 
Poder Judicial 68 
Recibido el requerimiento fiscal de acusación, 
el Juez de la Investigación Preparatoria lo 
remite en el día, al Juez Penal competente. 
Poder Judicial 69 
El personal encargado del Juzgado Penal 
competente, una vez recibido el auto de 
incoación remitido por el Juez de la 
Investigación Preparatoria así como el 
requerimiento fiscal, deberá programar la 
audiencia única de juicio inmediato para su 
realización en el mismo día de haber recibido 
los documentos referidos; excepcionalmente 
la realización de la audiencia podrá llevarse a 
cabo dentro de las (72) setenta y dos horas de 
recibido el cuaderno, bajo responsabilidad 
funcional.  
PASO 05: AUDIENCIA ÚNICA DE JUICIO INMEDIATO 
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Poder Judicial 70 
La audiencia única de juicio inmediato es oral, 
pública e inaplazable. Rige lo establecido en 
el artículo 85 del CPP para su desarrollo. 
Ministerio Público y 
Defensa Técnica 
71 
Los sujetos procesales se encargan de 
preparar y convocar a sus órganos de prueba, 
garantizando su presencia en la audiencia, 
bajo apercibimiento de prescindirse de ellos. 
Poder Judicial 72 
La audiencia de juzgamiento se lleva a cabo 
en dos fases: 
En la primera, el fiscal expone resumidamente 
los hechos objeto de la acusación, la 
calificación jurídica y las pruebas que ofrecerá 
para su admisión, de conformidad con lo 
establecido en el artículo 349° del CPP.  
Actor civil 73 
En caso no se hubiere constituido el agraviado 
en actor civil en la audiencia de incoación del 
proceso inmediato, podrá hacerlo en esta 
primera etapa de la audiencia de juicio 
inmediato. 
Poder Judicial 74 
Si el Juez Penal determina que los defectos 
formales de la acusación requiere un nuevo 
análisis, dispone su subsanación en la misma 
audiencia.  
Poder Judicial 75 
Seguidamente, las partes pueden plantear 
cualquiera de las cuestiones previstas en el 
artículo 350° del CPP, en lo que corresponda. 
El juez debe instar a las partes a realizar 
convenciones probatorias.  
Poder Judicial 76 
Cumplidos los requisitos de validez de la 
acusación, de conformidad con el artículo 349 
y resueltas las cuestiones planteadas, 
conforme al artículo 350, el Juez penal dicta 
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acumulativamente el auto de enjuiciamiento y 
citación a juicio, de manera inmediata y oral. 
Con ello se da inicio a la segunda fase de la 
audiencia de juicio inmediato. 
Poder Judicial 77 
En esta segunda fase, las partes pueden 
acogerse a la conclusión anticipada del 
proceso, caso contrario se inicia el debate 
probatorio actuándose los medios de prueba 
ofrecidos por los sujetos procesales. La 
audiencia se realizará de manera 
ininterrumpida hasta su conclusión con la 
sentencia respectiva. 
Poder Judicial 78 
El juez penal que instale el juicio, no puede 
conocer otros juicios o causas, hasta que 
culmine el ya iniciado. 
 
1.3.13 Excepción de su aplicación del proceso inmediato 
 
Con relación al tema el jurista Neyra (como se citó en Gaceta Penal N° 79, 
2016) manifiesta que, empero, tratándose de un procedimiento con 
pluralidad de imputados se requiere, conforme al artículo 446.1 del NCPP, 
que todos ellos se encuentren en una de las situaciones previstas 
anteriormente: flagrancia común, confesión o evidencia delictiva; todos los 
encausados pueden estar incursos en uno de los tres supuestos o, 
indistintamente, en alguno de ellos. Además, se exige que los encausados 
estén implicados en el mismo delito o, con mayor amplitud, hecho punible: 
unidad procesal de hecho. Esta permisión tiene la misma justificación del 
propio proceso inmediato: está reservado para ser aplicado a hechos 
delictivos de índole sencilla y de fácil solución, por lo que no sería funcional 
aplicarlo a causas con pluralidad de imputados en diversa situación jurídica 




El extremo final del apartado segundo del artículo 446° del NCPP contiene, 
en puridad, una regla de acumulación para delitos conexos (artículo 31 del 
NCPP) o, mejor dicho, una regla de prohibición de acumulación por conexión 
procesal de cara a la incoación de este procedimiento. Esa es la regla 
general, pero que puede excepcionarse en dos supuestos, cuando: a) no 
hacerlo perjudique el debido esclarecimiento de los hechos; y b) la 
acumulación resulte indispensable. 
El citado apartado  2 del artículo 446° del NCPP, sin duda, pudo incorporarse 
en el artículo 50 del NCPP porque introduce un supuesto adicional de 
improcedencia de la acumulación. En todo caso, rige el artículo 51° del 
NCPP que prescribe, para estos casos, la separación de imputaciones 
conexas. Un criterio de corrección, incluido para evitar perjuicios efectivos al 
entorno procesal del imputado, a la meta del esclarecimiento que es el norte 
de esta institución, sería que la separación pueda entrañar un peligro para el 
esclarecimiento del hecho delictivo objeto del proceso penal. (Gaceta Penal 








1.3.14.1   Concepto de familia  
 
El código Civil pese a destinar un libro exclusivo dedicado a la familia no 
llega a definirlo, ello debido, al parecer, por tener un concepto 
problemático, esquivo, difícil de ser precisado. Sin embargo de modo 
alguno es un espejismo o una mera ilusión, pues la familia existe en la 
realidad concreta. Dentro de la conceptualización de este hacho social lo 
que existen son en concreto relaciones intersubjetivas, tales como el 
matrimonio, el parentesco, la filiación, etc., y son precisamente esas 
relaciones las que son objeto de regulación por el derecho de familia. 
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La familia como fenómeno natural, tiene su base en la unión de los sexos 
y como institución jurídica encuentra su base en el matrimonio, unión de 
un hombre y una mujer, reconocida y regulada por la norma jurídica. 
Asimismo, tiene su origen en las denominadas uniones de hecho 
reconocidas a nivel constitucional en nuestro sistema jurídico. En tal 
sentido, la familia viene a ser una asociación natural y espontánea de 
personas que, unidas por intereses comunes, cumplen fines naturales, 
materiales y espirituales que impone la vida. 
 
En cuanto al concepto de familia, la doctrina ha distinguido dos 
acepciones: una en sentido amplio, que corresponde a la perspectiva 
jurídica, la misma que define a la familia como el conjunto de personas 
unidas por los vínculos de matrimonio, parentesco o afinidad hasta límites 
que la legislación positiva ha establecido para una serie de institutos 
civiles, como los impedimentos por razón del matrimonio, las 
obligaciones alimentarias, la sucesión intestada, etc., que llegan hasta el 
cuarto grado de consanguinidad y segundo de afinidad en la línea 
colateral, más allá de los cuales ya no hay vínculos familiares, ya no 
tienen relevancia jurídica, no surten efectos civiles. 
 
En sentido restringido que interesa mayormente a la sociología, se 
conceptualiza a la familia como el conjunto de personas que se hallan 
unidas por el matrimonio o la filiación, o como el conjunto de personas 
que viven en el mismo techo, bajo la dirección y con los recursos del jefe 
de familia. En otras palabras, se considera a la familia como el núcleo 
paterno filial, constituida por el padre, la madre y los hijos no 
emancipados que se encuentran bajo su patria potestad, concepto que 
entiende a la familia como sinónimo de hogar. (Salinas, 2013, p.373) 
 
Para nosotros la familia viene a ser el conjunto de personas unidos por 




1.3.14.2   Importancia de la familia en nuestro sistema jurídico 
 
Con relación a la importancia de la familia Salinas (2013) expresa que, 
todos sabemos que desde la óptica social, la familia es la célula básica 
de la sociedad, incluso así viene estipulado en nuestra normatividad 
jurídica. En efecto, el artículo 4° de nuestra Constitución señala que: “el 
Estado protege a la familia y promueve al matrimonio” y los reconoce 
como “institutos naturales y fundamentales de la sociedad”. Ello viene a 
ser la premisa para que la mayoría de normas que regulan la familia 
tengan carácter imperativo, es decir, de orden público o de cumplimiento 
necesario, pues la organización y desenvolvimiento de las familias 
interesa de sobremanera a la comunidad y al Estado. 
 
El legislador no puede soslayar tal situación toda vez que para la persona 
natural en particular, la familia cumple una función de protección, de 
defensa frente a las innumerables contingencias del medio social. La 
familia viene a ser refugio de la persona natural. Esta sin el respaldo ni la 
protección de una familia, tiene mínimas posibilidades de sobrevivir, y si 
logra hacerlo, será de escaso valor para el Estado, pues la mayor de las 
veces se vuelve gregaria y antisocial. (p.374) 
 
Roy (como se citó en Salinas, 2013) indica certeramente: es un hecho 
natural que el hombre aislado no puede dar satisfacción normal al imperio 
de su sexo, ni atender a los cuidados personales en una edad muy tierna 
o muy madura, ni procurarse su propia formación natural. Por tales 
motivos la familia, al mismo tiempo que es la colectividad natural más 
antigua, es también la célula social por excelencia, la más importante, 
porque sin ella no se concibe la posibilidad de una vida en sociedad.  
 
Asimismo el jurista y abogado peruano Villa (como se citó en Salinas, 
2013) comenta que, en tal sentido, es insoslayable la importancia de la 
familia para la organización y desenvolvimiento del Estado, en 
consecuencia, el legislador no ha tenido otra alternativa que darle su real 
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dimensión al momento de legislar y regularle a fin de no distorcionar los 
lazos nacidos del matrimonio, parentesco o afinidad. En esta línea del 
razonamiento, no resulta raro  ni causal que el Estado haga uso del 
derecho punitivo para proteger a la familia y sancionar conductas que 
puedan afectarlo. 
 
En doctrina del dercho penal, no pocos entendidos han señalado que la 
intervención del Estado en las relaciones familiares vía el derecho 
punitivo, en lugar de resultar beneficioso puede ser contraproducente, 
más no dañina. No contribuye de manera alguna a mejorar la situación 
económica ni lograr su unidad. Se concluye que el Estado debe 
abstenerse de intervenir por aquel medio. Sin embargo, pensamos que 
tal intervención se justifica por el hecho concreto de garantizar el efectivo 
cumplimiento de las obligaciones y deberes familiares, cuando los 
ciudadanos dolosamente pretenden sustraerse. 
 
No obstante, de modo alguno podemos pensar que el derecho penal 
interviene en todas las relaciones familiares que regula el derecho de 
familia. El derecho punitivo se concreta a proteger relaciones familiares 
que tienen que ver con los cónyuges y con los parientes consanguíneos 
en línea recta. Como desarrollaremos más adelante, al legislador de la 
normativa penal solo le interesa tutelar cuatro aspectos fundamentales 
para la subsistencia normal y desenvolvimiento regular de la familia. 
Pretende proteger la estabilidad matrimonial dentro del sistema 
monogámico, el derecho a la certeza de la filiación de los hijos respecto 
de los padres (lesión al estado civil de las personas), el derecho de 
custodia que corresponde a los padres respecto de los hijos (atentados 
contra la patria potestad) y tutelar las obligaciones alimenticias (omisión 
de asistencia familiar). 
 
Adiferencia del Código Penal derogado, el legislador peruano ha 
suprimido la figura delictiva del adulterio. La razón es una moderna 
política criminal. Sin ser pacífica esta posición debido a que desde hace 
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tiempo atrás el adulterio ha suscitado la máxima repulsa de las 
sociedades que llegaron ha sancionarlo con la muerte, hoy se acepta 
como poco saludable su criminalización para un Estado social y 
democrático de derecho, no obstante, el argumento de los justificadores 
que arguyen la gravedad que supone introducir hijos extraños en el seno 
familiar en perjuicio de los hijos matrimoniales y unido a ello, la ofensa al 
cónyuge engañado. 
 
Sin embargo, que no constituya delito el adulterio en nuestro sistema 
jurídico no equivale a que esté permitido o que no tenga castgo alguno, 
por el contrario, tal como aparece en el inciso 1 del artículo 333° del 
Código Civil, constituye causal de divorcio con pérdida de los bienes 
gananciales para el cónyuge adúltero. Así es como este pierde el derecho  
a heredar los bienes del cónyuge engañado. (Salinas, 2013, p.375)  
   
1.3.14.3   Concepto de alimentos 
 
En nuestra legislación extrapenal, especialmente en el artículo 472° del 
Código Civil vigente encontramos el concepto de alimentos. Así, 
conforme a dicha norma se entiende por alimentos lo que es 
indispensable para el sustento, habitación, vestido, educación, 
instrucción y capacitación para el trabajo, asistencia médica y psicológica 
y recreación, según la situación y posibilidades de la familia. También los 
gastos del embarazo de la madre desde la concepción hasta la etapa de 
postparto. Por su parte, abarcando aspectos más amplios e importantes, 
el Código de los Niños y Adolescentes en el artículo 92° dispone que se 
considera alimentos lo necesario para el sustento, habitación, vestido, 
educación, instrucción y capacitación para el trabajo, asistencia médica 
y psicología y recreación del niño o del adolescente. También se 
considera alimentos los gastos del embarazo de la madre desde la 




Haciendo una interpretación-resumen de las normas citadas podemos 
concluir que para efectos del presente trabajo, se considera por alimentos 
todo aquello que es indispensable para el sustento, habitación, vestido, 
asistencia médica, recreación, formación integral y educación o 
instrucción del menor, considerando también los gastos del embarazo y 
parto de la madre. (Salinas, 2013, p.451)  
 
En el Expediente N° 2158-98 (como se citó en Salinas, 2013) se da ha 
conocer lo siguiente: en tal sentido lo entiende la jurisprudencia cuando, 
por ejemplo, en resolución del 16 de julio de 1998, la Sala Penal de 
Apelaciones de la Corte Superior de Lima, asevera: “que, el encausado 
no solo ha incumplido sus más elementales obligaciones como padre 
impuestos por la naturaleza y así mismo por nuestra ley vigente, en este 
caso el artículo ochenta y dos del Código de los Niños y Adolescentes, 
ya que es obligación de los padres el cumplir con los alimentos, los 
mismos que deben entenderse como los alimentos propiamente dichos, 
vivienda, vestido, educación, instrucción, recreo, atención médica y los 
demás factores externos que requieren tanto los niños como los 
adolescentes para su normal desarrollo psicobiológico, conforme a lo 
normado por el artículo ciento uno del cuerpo de leyes ya citado” 
 
Cornejo (como se citó en Salinas, 2013) indicaba en forma certera que el 
concepto de alimentos excepcionalmente puede restringirse a lo 
estrictamente requerido para la subsistencia (alimentos necesarios) o, a 
la inversa, extenderse a lo que demanden la educación o instrucción 
profesional del alimentista (como ocurre cuando se trata de menores). 
 
Se constituye en un deber impuesto jurídicamente a una persona o 
personas de asegurar la subsistencia de otra u otras personas. 
 




El artículo 475° del corpus juris civilis dispone que los alimentos se 
prestan entre sí por los cónyuges, por los descendientes, por los 
ascendientes y por los hermanos. En cambio, desde la óptica del menor, 
el Código de los Niños y Adolescentes en el artículo 93° prevé que es 
obligación de los padres prestar alimentos a sus hijos. Por ausencia de 
los padres o desconocimiento de su paradero, prestan alimentos en el 
orden de prelación siguiente: los hermanos mayores de edad, los 
abuelos, los parientes colaterales hasta el tercer grado; y otros 
responsables del niño o del adolescente.  
 
Disposiciones legales a tenerse en cuenta para efectos de la aplicación 
del derecho punitivo ante el incumplimiento de las obligaciones 
alimenticias lo constituyen los artículos 478° y 479° del Código Civil. Allí, 
se dispone imperativamente que cuando el cónyuge deudor de los 
alimentos no se halla en condiciones de prestarlos sin poner en peligro 
su propia subsistencia, según su situación, están obligados los parientes. 
En el caso de la obligación alimenticia entre ascendientes y 
descendientes, la obligación de darse alimentos pasa por causa de 
pobreza del que debe prestarlos al obligado que le sigue según lo 
prescrito por la ley (artículos 475° y 476° del C.C.). 
 
Debe entenderse que el deber de pasar alimentos no es absoluto, sino 
relativo. En efecto, ante la imposibilidad material del obligado a prestar  
los alimentos, el legislador nacional ha previsto que pueden ser 
sustituidos por los parientes que siguen en el orden prescrito por la ley. 
Lo que se busca, en definitiva, es evitar la indefensión de aquel que tiene 
derecho a los alimentos. (Salinas, 2013, p.452)  
 
1.3.14.5   Sujetos que tienen derecho a los alimentos 
 
De las normas de nuestro sistema jurídico vigente se evidencia que 
tienen derecho a los alimentos, los menores de dieciocho años. Si se 
trata de una persona de más edad a la citada, solo tienen derecho a los 
78 
 
alimentos cuando no se encuentre en aptitud de atender su subsistencia 
(artículo 473° C.C.) o, en su caso, siga estudios superiores con éxito 
(artículo 483° C.C). Asimismo, tienen derecho a los alimentos los 
cónyuges entre sí, los ascendientes y descendientes y los hermanos 
(artículo 474° C.C.). (Salinas, 2013, p.453)  
 
1.3.14.6 Principio de interés superior del niño 
 
Sobre este principio Gaceta Jurídica S.A. Tomo 292 (2018) expresa lo 
siguiente:  
¿Cuál es el concepto de interés superior según el Tribunal Constitucional 
Peruano? 
El principio de interés superior del niño debe ser interpretado en el 
sentido de que la finalidad del sistema es la plena satisfacción de sus 
derechos. El contenido del principio, son los propios derechos; interés y 
derechos, en este caso se identifican. Todo interés superior pasa a estar 
mediado por referirse estrictamente a lo “declarado derecho”; por su 
parte, solo lo que es considerado derecho puede ser “interés superior”. 
Una vez reconocido un amplio catálogo de derechos, no es posible seguir 
sosteniendo una noción vaga del interés superior del niño. 
 
El Tribunal Constitucional ya ha tenido oportunidad de pronunciarse 
sobre la protección integral del niño, mediante una lectura prospectiva del 
artículo 4° de la Constitución. Así, ha referido que la tutela permanente 
que con esta disposición se reconoce tiene una base justa en lo que se 
ha señalado como interés superior del niño y del adolescente, doctrina 
que se ha admitido en el ámbito jurídico como parte del bloque de 
constitucionalidad del mencionado artículo 4°, a través del artículo IX del 
Título Preliminar del Código de los Niños y Adolescentes y, en el espectro 
internacional, gracias al principio 2 de la Declaración de los Derechos del 





1.3.15 Delito de omisión de asistencia familiar 
 
1.3.15.1 Incumplimiento de obligación alimentaria 
 
1. Tipo penal 
  
Con relación  a este tipo de delito Salinas (2013) expresa que, la figura 
delictiva de incumplimiento doloso de obligación alimentaria aparece 
tipificada en el artículo 149° del código sustantivo que ad litterae indica: 
 
El que omite cumplir su obligación de prestar los alimentos que establece 
una resolución judicial, será reprimido con pena privativa de libertad no 
mayor de tres años, o con prestación de servicio comunitario de veinte a 
cincuenta y dos jornadas, sin perjuicio de cumplir el mandato judicial. 
 
Si el agente ha simulado otra obligación de alimentos en connivencia con 
otra persona o renuncia o abandona maliciosamente su trabajo la pena será 
no menor de uno ni mayor de cuatro años. 
 
Si resulta lesión grave o muerte y estas pudieron ser previstas, la pena será 
no menor de dos ni mayor de cuatro años en caso de lesión grave, y no 
menor de tres ni mayor de seis años en caso de muerte. 
 
2. Tipicidad objetiva 
 
De la lectura del primer párrafo del tipo base, se advierte que el ilícito penal 
más conocido como “omisión de asistencia familiar” se configura cuando el 
agente dolosamente omite cumplir su obligación de prestar alimentos, 
establecido previamente en una resolución judicial como pensión alimenticia 
después de agotado un proceso sumarísimo sobre alimentos. Esto es, 
realiza el hecho típico aquella persona que teniendo conocimiento que por 
resolución judicial consentida tiene la obligación de pasar una pensión 




El legislador, al elaborar el tipo penal, ha utilizado el término “resolución” para 
dar a entender que comprende tanto una sentencia como un auto de 
asignación provisional de alimentos que se fija en el inicio del proceso o 
inmediatamente de iniciado, en favor del beneficiario. En efecto, basta que 
se omita cumplir la resolución judicial debidamente emitida y puesta en su 
conocimiento al agente, para estar ante una conducta delictiva. Es un delito 
de peligro. La víctima no requiere probar haber sufrido algún daño con la 
conducta omisiva del agente. Es suficiente que se constate que el obligado 
viene omitiendo dolosamente su obligación de asistencia establecida por 
resolución judicial, para perfeccionarse el ilícito. (Salinas, 2013, p.454) 
 
En este caso no existe mayor controversia para los especialistas peruanos. 
En este sentido, Bramont-Arias Torres y García Cantizano (como se citó en 
Salinas, 2013) enseñan que “para la ejecución del tipo no se requiere la 
causación de un perjuicio efectivo, ya que es suficiente con la puesta en 
peligro del bien jurídico protegido. Por eso, se dice que es un delito de 
peligro. Es decir, basta con dejar de cumplir la obligación para realizar el tipo, 
sin que sea necesario que debido a tal incumplimiento se cause un perjuicio 
a la salud del sujeto pasivo”. Por su parte, Villa (como se citó en Salinas, 
2013) afirma que “la conducta que exige el tipo es la omisiva de no prestar 
los alimentos conforme lo ordena una resolución judicial, poniendo en peligro 
la satisfacción de necesidades básicas. Es pues un delito de peligro”. 
 
El Expediente N° 5425-98-Lambayeque (como se citó en Salinas, 2013) 
expresa que Incluso, la jurisprudencia nacional así lo ha entendido, Como 
ejemplos tenemos la Ejecutora Suprema del 1 de julio de 1999, donde se 
enseña: “que, conforme a la redacción del artículo ciento cuarenta y nueve 
del Código Penal el delito de omisión de asistencia familiar se configura 
cuando el agente omite cumplir con la prestación de alimentos establecida 
por una resolución judicial, razón por la que se dice que es un delito de 
peligro, en la medida que basta con dejar de cumplir con la obligación para 
realizar el tipo, sin que sea necesario que debido a tal incumplimiento se 
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cause un perjuicio a la salud del sujeto pasivo, requeriéndose que dicho 
comportamiento se realice necesariamente a título de dolo”.  
 
También aparece como precedente jurisprudencial la Resolución del 9 de 
enero de 1998 de la Corte Superior de Lima donde se apunta: “además que 
se configura el delito de Asistencia Familiar cuando cuando el obligado a 
prestar alimentos (sujeto activo) de acuerdo a una resolución judicial deja de 
cumplir su obligación, sin que sea necesario que debido a tal incumplimiento 
se cause un perjuicio a la salud de los alimentistas (sujetos pasivos)”. 
Expediente N° 5711-97 (como se citó en Salinas, 2013) 
   
La misma posición se traduce en la Resolución del 21 de mayo de 1998  
cuando la Sala Penal de Apelaciones de la Corte Superior de Lima, sostiene: 
“que, el comportamiento en el ilícito instruido consiste en omitir el 
cumplimiento de la prestación de alimentos establecida, por una resolución 
judicial. Es decir, basta con dejar de cumplir la obligación para realizar el tipo, 
teniendo en consideración que el bien jurídico protegido es la familia y 
específicamente los deberes de tipo asistencial”. Expediente N° 600-98 
(como se citó en Salinas, 2013) 
 
El gran juristica Salinas (2013) contribuye afirmando: también para la 
configuración del delito en hermenéutica resulta indispensable la pre-
existencia de un proceso civil sobre alimentos, en el cual un juez natural ha 
precisado el deber de asistencia inherente a la institución familiar; de este 
modo, la obligación de asistencia tiene que ser precisada mediante 
resolución judicial consentida. Sin previo proceso sobre alimentos es 
imposible la comisión del ilícito penal de omisión de asistencia familiar. 
 
Asimismo, el obligado tiene que tener pleno conocimiento de aquel proceso 
sobre alimentos, es más, este debe tener conocimiento, por medio del acto 
procesal de la notificación, del monto de la pensión alimenticia mensual y el 




Si el obligado nunca conoció la existencia del proceso sobre alimentos, o en 
su caso, nunca se le notificó el auto que le ordena pagar la pensión 
alimenticia, no aparecerán los elementos constitutivos del hecho punible de 
omisión de asistencia familiar. Ello se constituye en lo que en Derecho 
Procesal Penal se denomina requisito objetivo de procedibilidad. (p.456) 
 
Hay unanimidad en la doctrina jurisprudencial respecto de esta cuestión. 
Como ejemplos gráficos basta citar tres precedentes jurisprudenciales 
emitido por la Sala Penal de Apelaciones de la Corte Superior de Lima. Así, 
en la Resolución de fecha 1 de junio de 1998, por la cual se declara fundada 
la cuestión previa deducida, se indica: “que, la omisión de asistencia familiar 
prevista y penada por el artículo ciento cuarente y nueve del Código Penal 
se configura siempre que el agente desatendiendo una resolución judicial no 
cumple con pagar las pensiones alimenticias, por consiguiente es necesario 
que, antes de proceder a la denuncia penal se acredite la notificación con el 
apercibimiento expreso de acudir a la vía penal, pues este hecho acreditará 
su renuencia consciente de cumplir con sus obligaciones alimentarias, 
situación que no se produce en al caso materia de autos”. Expediente N° 
4697-97 (como se citó en Salinas, 2013). También en la Resolución de fecha 
18 de noviembre de 1998, confirmando el auto de no ha lugar a instrucción, 
se sostiene: “que de lo actuado en ese proceso de alimentos se advierte que 
al denunciado se le sigue el juicio en rebeldía, no pareciendo actuado alguno 
con el que podamos establecer que aquel se hubiese apersonado señalando 
domicilio procesal, que en consecuencia no habiéndose acreditado a 
plenitud habérsele notificado con arreglo a ley con la resolución de fojas 
veintiuno, la venida en grado se encuentra arreglada a ley”. Expediente N° 
4009-98 (como se citó en Salinas, 2013). Finalmente se tiene la Resolución 
Superior del 21 de setiembre de 2000, por la cual revocando la resolución 
recurrida y reformándola declaró fundada la cuestión previa deducida por el 
procesado. Aquí se expresa: “que, reiterada ejecutoria inciden en que 
previamente a la formalización de la denuncia penal por delito de omisión de 
asistencia familiar, se debe verificar que el demendado fue debidamente 
notificado de las resoluciones que lo requerían para que cumpla con sus 
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obligaciones, bajo apercibimiento de ser denunciado penalmente (…) que, 
en consecuencia, del estudio de autos se advierte que el procesado varió su 
domicilio legal en el Pasaje ciento diez – Barranco, tal como puede 
apreciarse a fojas (…); por lo que, al haberse notificado en domicilio diferente 
al anotado (…) se infiere que el procesado no ha tomado conocimiento 
efectivo del requerimiento anotado, lo cual importa la no concurrencia de uno 
de los requisitos de procedibilidad de la presente acción penal”. Expediente 
N° 2399-00 (como se citó en Salinas, 2013) 
 
Asimismo, no se configura el delito de omisión de asistencia familiar si la 
resolución judicial que ordenaba el pago de una pensión alimenticia mensual 
fue revocada o dejada sin efecto. Así, nuestra Suprema Corte, por Ejecutoria 
Suprema del 30 de enero de 1998, ha establecido el sigiente precedente 
jurisprudencial: “que, en efecto, mediante resolución que en fotocopia corre 
a fojas setenta y siete, la Sala Civil de la Corte Superior de Piura revocó la 
Sentencia de Primera Instancia que disponía que los procesados abonen 
una pensión alimenticia, en favor de la menor agraviada; que, 
consecuentemente al no subsistir mandato judicial que obligue el pago de 
dicho concepto a los acusados, no habrían incurrido en la comisión del delito 
instruido siendo del caso absolverlos (…)”. Expediente N° 5458-97 (como se 
citó en Salinas, 2013) 
 
Asimismo Salinas (2013) expresa que la renuencia al pago de la pensiones 
devengadas (aquellas que tomando como referencia la pensión definitiva se 
genera desde el momento de la notificación de la demanda al obligado hasta 
que inicia su pago), de modo alguno, constituye elemento constitutivo del 
delito. La interpretación coherente del tipo penal indica que solo aparecen 
como presupuestos indispensables del presente delito la omisión o 
renuencia  a cumplir con lo que ordena una sentencia o una resolución de 
asignación provisional de alimentos. La resolución por la cual se requiere 
que el obligado las pensiones devengadas queda excluida como elemento 
del delito. A lo más puede constituirse en una prueba con eficacia positiva 
para evidenciar que aquel está incurso en el delito de omisión de asistencia 
84 
 
familiar o en todo caso, la renuencia al pago de los devengados puede 
constituir circunstancia a tener en cuenta para el momento de individualizar 
la pena e imponerle el máximo de ser el caso. En tal sentido, no se configura 
el delito cuando el obliagdo pese a ser renuente al pago de las pensiones 
devengadas viene cumpliendo con pasar su pensión alimenticia mensual tal 
como ordena la sentencia en el proceso sobre alimentos. Sostener lo 
contrario devendría en abonar terreno para el resurgimiento de la proscrita 
figura denominada “prisión por deudas”. 
 
En suma, será autor del delito de omisión de asistencia familiar aquel 
ciudadano que una vez notificado de una asignación provisional o la 
sentencia por la cual se le obliga pagar determinada suma de dinero por 
concepto de pensión alimenticia, no lo hace. Caso contrario, no cometerá 
delito si una vez notificado con la resolución de asignación provisional o la 
sentencia, el obligado cumple devotamente con el pago de la pensión 
establecida en la forma indicada. 
 
La spensiones devengadas, al constituirse automáticamente en una deuda, 
en aplicación coherente de nuestro sistema jurídico imperante, de manera 
eficaz y positiva debe hacerse efectiva en el mismo proceso civil haciendo 
uso, para ello, de la institución del embargo debidamente regulado en el 
artículo 642° y siguientes del Código Procesal Civil. Nada justifica que se 
utilice al derecho punitivo para cobrar pensiones dejadas de pagar cuando 
el obligado cumple al pie de la letra la resolución final del proceso de 
alimentos. No debe olvidarse que el derecho penal es un medio de control 
social de ultima ratio, al cual solo debe recurrirse cuando los otros 
mecanismos de control han fracasdo. (p.457)   
 
2.1 Bien jurídico protegido 
 
Normalmente se piensa que el ilícito penal de omisión de asistencia familiar 
protege la familia. Creencia desde todo punto de vista discutible. En muchos 
casos, antes que la conducta del agente se torne en delictiva, la familia está 
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seriamente lesionada, cuando no disuelta. Situación que no corresponde 
resolver al derecho penal. En efecto, el bien jurídico que se pretende tutelar 
al tipificar ese ilícito, es el deber de asistencia, auxilio o socorro que tienen 
los componentes de una familia entre sí. Aquel deber se entiende como la 
obligación que se tiene que cumplir con los requerimientos económicos que 
sirvan para satisfacer las necesidades básicas de supervivencia de 
determinados miembros de su familia. (Salinas, 2013, p.458) 
 
Bramont-Arias Torres y García Cantizano, citando a Muñoz Conde, Bustos 
Ramires, Cobo del Rosal y Soler (como se citó en Salinas, 2013), afirman 
que el bien jurídico que se protege es la familia, pero no todo la familia sino, 
específicamente deberes de tipo asistencial, donde prevalece aún más la 
idea de seguridad de las personas afectadas que la propia concepción de la 
familia. 
 
Este aspecto lo tiene claro la jurisprudencia. Así en la Ejecución Superior del 
27 de setiembre de 2000 se establece que: “el bien jurídico protegido es la 
familia y específicamente los deberes del tipo asistencial como obligación de 
los padres con sus descendientes, de acuerdo a lo previsto en el artículo 
ciento dos del Código de los Niños y Adolescentes”. Expediente N° 2612-00 
(como se citó en Salinas, 2013) 
 
2.2 Sujeto activo 
 
Salinas (como se citó en Reyna, 2016) advierte que, “el autor de este delito 
es la persona natural sobre la cual recae la obligación de origen judicial de 
prestar alimentos; constituye, en puridad, un delito consistente en la 
infracción de un deber”. Pero, cabe aquí plantearse la interrogante: ¿Quiénes 
están obligados a prestar alimentos? 
 
Pues bien, es evidente, como ha dicho Cornejo (como se citó en Reyna, 
2016), que el “ámbito de las relaciones alimentarias es más amplio que el de 
las conyugales y las paterno-filiales”, por lo que no se limita a los padres o 
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los hijos, sino que incluye un catálogo mucho más amplio de sujetos activos 
de la obligación. 
 
El agente de la conducta delictiva puede ser cualquier persona que tenga 
obligación de prestar una pensión alimenticia fijada previamente por 
resolución judicial. De ese modo, se convierte en un delito especial, pues 
nadie que tenga obligación de prestar alimentos como consecuencia de una 
resolución judicial consentida, puede ser sujeto activo. Si no existe 
resolución judicial previa, no aparece el delito. 
 
El agente de este delito tiene relación de parentesco con el agraviado. En 
efecto, el sujeto activo puede ser el abuelo, el padre, el hijo, el hermano, el 
tío, respecto de la víctima; asimismo, puede ser el cónyuge respecto del otro 
o, finalmente, cualquier persona que ejerce por mandato legal, una función 
de tutela, curatela o custodia, pero siempre con la condición de estar 
obligado a pasar pensión alimenticia en mérito a resolución judicial. (Salinas, 
2013, p.459) 
 
2.3 Sujeto pasivo 
 
Para Bramont Arias (como se citó en Reyna, 2016), el sujeto pasivo de la 
conducta es el alimentista, declarado como tal a través de una resolución 
judicial. Esto supone que puede ser sujeto pasivo de la conducta tanto 
descendientes (hijos, nietos, etc.), como ascendientes (padres, abuelos, 
etc.), siendo irrelevante si se trata de personas menores o mayores de edad.  
 
Agraviado, víctima o sujeto pasivo de la conducta punible es aquella persona 
beneficiaria de una pensión alimenticia mensual por mandato de resolución 
judicial. La edad cronológica no interesa a los efectos del perfeccionamiento 
del delito, puede ser mayor o menor de edad. Basta que en la resolución 
judicial de un proceso sobre alimentos aparezca como el beneficiado a recibir 
una pensión de parte del obligado, para constituirse automáticamente en 
agraviado ante la omisión dolosa de aquel. Igual como el sujeto activo, puede 
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ser sujeto pasivo el abuelo, el padre o madre, el hermano, el hijo, el tío 
respecto del obligado, el cónyuge respecto del otro y aquel que está 
amparado por la tutela, curatela o custodia. (Salinas, 2013, p.459) 
 
2.4 Delito de omisión propia 
 
Al revisar el Código Penal encontramos tipos penales que describen 
conductas positivas (comisión). El agente debe hacer algo. 
Excepcionalmente, el legislador ha previsto actos negativos (omisión). El 
agente debe dejar de hacer algo para cumplir las exigencias del tipo y, así, 
lesionar una norma preceptiva que le obliga a ejecutar algo (artículo 13 C.P.). 
Lo común en una conducta de omisión y otra comisión es que el autor o 
agente siempre tenga el dominio de la causa del resultado dañoso. 
 
La omisión de la conducta esperada generalmente se la vincula a un 
resultado socialmente dañino, más la sanción al agente no depende de la 
producción de aquel resultado, sino de la simple constatación de la “no 
realización de la acción legalmente ordenada”. Es importante tener en cuenta 
que, en los delitos de omisión, el agente se encuentra en la posibilidad de 
accionar. Lo que es imposible de evitar no puede ser omitido. 
 
La responsabilidad del agente de una conducta omisiva se resuelve 
aplicando la teoría de “la acción esperada”, es decir, se deduce la 
responsabilidad del autor por haber omitido la realización de “algo exigido”. 
 
En ese orden de ideas, se concluye que el delito de omisión de asistencia 
familiar se constituye en un ejemplo representativo de los delitos de omisión 
propia. El agente omite cumplir sus deberes legales de asistencia alimenticia, 
pese a que existe una resolución judicial que así lo ordena. El autor omite 
realizar lo que se le exige a través de una orden judicial, esto es, prestar los 




Es un delito de omisión propia, donde la norma de mandato consiste en la 
obligación que pesa sobre el sujeto activo de cumplir con sus deberes 
legales de asistencia. Bramont-Arias Torres y García Cantizano (como se 
citó en Salinas, 2013) 
 
Así lo tiene aceptado nuestra Suprema Corte. En efecto, en la Ejecutoria 
Suprema del 12 de enero de 1998, reproduciendo, incluso, lo esgrimido por 
los autores citados, nuestro máximo tribunal sostiene: “que, el 
comportamiento del sujeto activo en este tipo de delito consiste en omitir el 
cumplimiento de la prestación de alimentos establecida por una resolución 
judicial, siendo un delito de omisión propia donde la norma de mandato 
consiste en la obligación que pesa sobre el sujeto activo de cumplir con sus 
deberes legales de asistencia”. Expediente N° 7304-97 (como se citó en 
Salinas, 2013)  
 
2.5 Delito permanente 
 
Roy (como se citó en Salinas, 2013) afirma que: existe delito permanente 
cuando la acción antijurídica y el efecto necesario para su consumación se 
mantienen en el tiempo sin intervalo por la voluntad del agente. Este tiene el 
dominio de la permanencia. Cada momento de su duración se reputa como 
una prórroga del estado de consumación. La prolongación de la conducta 
antijurídica y su efecto consiguiente viene a determinar el tiempo que dura la 
consumación. La finalización de este dinamismo prorrogado puede 
producirse ya sea por voluntad del agente o por causas extrañas como por 
intervención de la autoridad. 
 
Villa (como se citó en Salinas, 2013) expresa que, “el delito de omisión de 
auxilio familiar constituye un delito permanente”. La omisión de cumplir con 
la resolución judicial que obliga a pasar una pensión alimenticia mensual y 
por adelantado se produce y permanece en el tiempo, sin intervalo, siendo 
el caso que tal estado de permanencia concluye cuando el obligado, quien 
tiene el dominio de la permanencia, voluntariamente decide acatar la orden 
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judicial o por la intervención de la autoridad judicial que coactivamente le 
obliga a cumplir su deber asistencial. No obstante, el delito se ha 
perfeccionado. El cese de la permanencia tiene efectos para el plazo de la 
prescripción que de acuerdo al inciso 4 del artículo 82° del código sustantivo 
comienza a partir del día en que cesó la permanencia. (Salinas, 2013, p.461) 
 
En tal sentido en el Expediente N° 1202-98 (como se citó en Salinas, 2013) 
se pronunció la Sala Penal de Apelaciones de la Corte Superior de Lima por 
Resolución del 1 de julio de 1998 en la que se afirma: “Que en los delitos de 
Omisión de Asistencia Familiar, el bien jurídico protegido es la familia, 
específicamente los deberes de tipo asistencial, prevaleciendo la seguridad 
de las personas afectadas por el incumplimiento de las obligaciones 
alimentarias, cuyo normal desarrollo psicofísico es puesto en peligro, por lo 
que es un delito de Omisión y de naturaleza permanente, cuyos efectos 
duran mientras exista la situación de inasistencia, esto es, mientras el agente 
no cumple con la obligación alimentaria el delito subsiste”. 
 
No le falta razón al profesor Roy Freyre (como se citó en Salinas, 2013), 
cuando afirma que casi todos los delitos de omisión propia son de carácter 
permanente, siendo que la permanencia desaparece en el mismo momento 
en que, por cualquier motivo, no exista más la posibilidad que el agente 
cumpla con el deber de prestación esperado o cuando se decida a proceder 
de conformidad con su deber. 
 
En esta misma línea doctrinal, 50 Vocales Superiores integrantes de Salas 
Especializadas en lo Penal con la presencia de algunos Vocales Supremos, 
en el Pleno Jurisdiccional penal realizado en la ciudad de Ica, en noviembre 
de 1998, acordaron “por unanimidad, declarar que solo debe estimarse el 
hecho como un delito permanente si, producida la consumación, esta se 
mantiene en el tiempo durante un periodo cuya duración está puesta bajo la 
esfera de dominio del agente”. Conclusiones de Plenos Jurisdiccionales 




Aquí, siguiendo las tendencias modernas del derecho penal, el pleno 
jurisdiccional adoptó el concepto de delito permanente de acuerdo con la 
teoría del dominio del hecho. En consecuencia, como volvemos a insistir, la 
prolongación del estado consumativo del delito está bajo el dominio o esfera 
del agente, es decir, el autor tiene todas las posibilidades de poner fin a la 
permanencia. Del autor depende que la permanencia subsista o en su caso, 
se le ponga fin. Sin mayor discusión, doctrinariamente se pone como ejemplo 
representativo del delito permanente al delito de secuestro. (Salinas, 2013, 
p.462) 
 
No obstante tener claro el concepto del delito permanente, el Pleno 
Jurisdiccional citado incurrió en un despropósito al acordar por mayoría que 
“los delitos de resistencia a la autoridad y los delitos de omisión de asistencia 
familiar deben ser reputados como instantáneos de efectos permanentes”. 
Conclusiones de Plenos Jurisdiccionales (como se citó en Salinas, 2013) . 
Tal acuerdo confunde los conceptos y ha originado la emisión de 
resoluciones judiciales que lesionan el valor justicia, toda vez que los 
procesos judiciales de omisión de asistencia familiar iniciados están 
finalizando con la declaración de la prescripción de la acción penal sin que 
el obligado haya llegado a cumplir realmente su obligación alimenticia. 
(Salinas, 2013, p.462) 
En efecto, actualmente en la jurisprudencia peruana Expediente N° 2414-
2000 (como se citó en Salinas, 2013) es común advertir el siguiente 
razonamiento: “a efectos de establecer la naturaleza del delito en cuanto al 
aspecto consumativo, debe tenerse en cuenta la concepción del verbo rector 
omitir, de lo que se colige que nos encontramos frente a un delito de 
consumación instantánea, toda vez que la acción omisiva, también ostenta 
dicho carácter, máxime si en el tipo penal anotado, no se describe ninguna 
acción complementaria al verbo citado que implique la permanencia de la 
conducta, como en el delito de extorsión por ejemplo (uno de los supuestos 
previstos en el artículo doscientos del Código Penal consistente en mantener 
de rehén a una persona); que, desde el momento consumativo del delito, a 
la fecha, al haber transcurrido más de cinco años, la acción penal que generó 
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la conducta omisiva incriminada al encausado, se ha visto afectada 
extintivamente, pues según la pena máxima de tres años prevista en el 
numeral citado, concordante con los artículos ochenta y ochenta y tres del 
Código Penal, la vigencia de la acción penal quedó limitada al plazo de 
cuatro años y seis meses, situación fáctica de la que emerge el imperativo 
de amparar la excepción de prescripción acorde a lo establecido en el último 
párrafo del artículo quinto del Código de Procedimientos Penales”.     
No constituye un delito continuado, como afirman algunos tratadistas 
Bramont-Arias Torres y García Cantizano (como se citó en Salinas, 2013), 
puesto que este aparece cuando varias violaciones de la misma ley penal 
son cometidas en el momento de la acción o en momentos diversos con 
actos ejecutivos de una misma resolución criminal (artículo 49° C.P.). “En 
otros términos más concretos, el delito es continuado, cuando el consiste en 
varias infracciones a la ley que responden a una única resolución criminal 
fraccionada en su realización o ejecución”. Conclusiones de Plenos 
Jurisdiccionales (como se citó en Salinas, 2013). Situación que no se 
evidencia en el delito de omisión de asistencia familiar desde que el estado 
de consumación en ningún momento se fracciona. 
El delito continuado se caracteriza porque cada una de las acciones que lo 
constituyen representa ya de por sí un delito consumado o intentado, pero 
todas ellas se valoran juntas como un solo delito. El clásico ejemplo del 
cajero grafica en toda su magnitud el concepto del delito continuado. En 
efecto, el cajero de un establecimiento comercial que durante largo tiempo 
se apodera diariamente de una pequeña cantidad de dinero no comete 
cientos de hurto, aunque cada acto aislado por él realizado sea un hurto, sino 
un solo delito continuado de hurto por el importe total. (Salinas, 2013, p.463) 
  
2.6 Circunstancias agravantes 
 
En los dos últimos párrafos del tipo penal del artículo 149° del código 
sustantivo, se prevén las circunstancias que agravan la responsabilidad 




a. Simular otra obligación de alimentos. Esta agravante se confugura 
cuando el obligado a prestar la pensión alimenticia, en connivencia con 
una tercera persona, inicia un proceso sobre alimentos simulado o 
aparente con la única finalidad de disminuir el monto de su ingreso 
mensual disponible y, de ese modo, hacer que el monto de la pensión 
sea mínimo en perjuicio del real beneficiario. La simulación puede ser 
antes que el real beneficiario inicie su proceso sobre alimentos, o esté en 
trámite tal proceso, o cuando aquel haya concluido y el obligado malicioso 
inicie un prorrateo de pensión alimenticia. 
 
b. Renuncia maliciosa al trabajo. Ocurre cuando el obligado con la única 
finalidad perversa de no tener un ingreso mensual y, de ese modo, hacer 
imposible el cumplimiento de la resolución judicial, renuncia al trabajo 
permanente que se le conocía. Puede tomar tal actitud en pleno trámite 
del proceso de alimentos, o aquel haya concluido y se presente ante la 
autoridad jurisdiccional como insolvente y solicite una disminución de 
pensión. 
 
c. Abandono malicioso del trabajo. Igual que en la anterior hipótesis, se 
evidencia cuando el obligado, en forma maliciosa y perversa y con la 
única finalidad de presentarse como insolvente en perjuicio del 
beneficiario, abandona su centro de trabajo, originando que sea 
despedido y de esa manera no tener un ingreso para un cálculo real del 
monto de la pensión alimenticia a que está obligado. 
d. Lesión grave previsible. Se evidencia esta circunstancia agravante 
cuando el obligado con su conducta omisiva de prestar el auxilio 
alimenticio al beneficiario, origina o genera una lesión grave en el sujeto 
pasivo, la misma que para ser imputable o atribuible al agente, debe ser 
previsible. Si llega a determinarse que aquella lesión era imposible de 




e. Muerte previsible del sujeto pasivo. Se presentará esta circunstancia 
agravante cuando el agente con su conducta omisa a cumplir con la 
pensión alimenticia a favor del beneficiario origina u ocasiona de modo 
previsible la muerte de aquel. Caso contrario, si llega a determinarse que 
la muerte del sujeto pasivo no era previsible, no será atribuible al obligado 
renuente. Ocurrirá, por ejemplo, cuando el obligado omite pasar la 
pensión alimenticia a su cónyuge que sabe se encuentra sola, enferma e 
incapaz de trabajar y generarse su sustento, originando su muerte por 
inanición. 
Incluso, concurre la agravante cuando el autor de la conducta omisiva es 
renuente a pasar la pensión alimenticia a la mujer que sabe que 
embarazó y, como consecuencia de ello origina la interrupción del 
embarazo. (Salinas, 2013, p.463) 
    
3. Tipicidad subjetiva 
 
El tipo penal exige la presencia del elemento subjetivo dolo para la 
configuración del injusto penal. No es posible la omisión por imprudencia o 
culpa. 
En efecto el autor debe tener pleno conocimiento de su obligación 
alimentaria impuesta por medio de resolución judicial firme y voluntariamente 
decide no cumplirla. (Salinas, 2013, p.465). De esta forma, la Resolución 
Superior del 21 de setiembre de 2000 en el Expediente N° 2241-2000 (como 
se citó en Salinas, 2013) expresa que: “el delito de omisión de asistencia 
familiar se produce, cuando el infractor incurre en la conducta descrita en el 
artículo ciento cuarenta y nueve del Código Penal, mediando dolo en su 
accionar, esto es, con la conciencia y voluntad de que se está incumpliendo 
una obligación alimentaria declarada judicialmente”. 
 
Asimismo Salinas (2013) sobre el particular, manifiesta que no habrá delito 
por la falta de elemento subjetivo, cuando el obligado por desconocimiento 
de la resolución judicial que así lo ordena no cumple con prestar la pensión 
alimenticia al beneficiario, o cuando conociendo aquella resolución judicial le 
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es imposible materialmente prestar los alimentos exigidos. De modo alguno, 
podremos decir que un enfermo postrado en cama muchos meses ha 
cometido el delito de omisión de asistencia familiar al no acudir al beneficiario 
con la pensión a la que está obligado. Puede tener toda la voluntad de 
cumplir con su obligación alimentaria, sin embargo, su imposibilidad de 
generarse ingresos y no tener bienes que le genera renta, le hace imposible 
cumplir con lo ordenado. El derecho penal no obliga a lo imposible ni exige 
conductas heroicas de los ciudadanos. 
 
Es más, ello es el sentir del legislador nacional cuando en nuestro Código 
Civil vigente ha previsto en los artículos 478° y 479° que ante la imposibilidad 
material del obligado a prestar los alimentos, puede ser sustituido por aquel 




Una vez verificado los elementos objetivos y subjetivos en la conducta de 
omisión de asistencia familiar, corresponde al operador jurídico verificar si 
en aquella conducta concurre alguna causa de justificación de las previstas 
en el artículo 20° del Código Penal. En este delito, no hay mayor 




Luego de verificar que en la conducta típica no concurre alguna causa de 
justificación, en seguida el operador jurídico deberá determinar si el autor es 
mayor de edad y no sufre de alguna anomalía psíquica que le haga 
inimputable. Una vez que se verifique que el agente es imputable, el 
operador jurídico analizará si al momento de omitir cumplir con su obligación 
alimenticia dispuesta por resolución judicial, el autor actuó conociendo la 





Si llega a verificarse que el agente actuó en la creencia que su conducta no 
estaba prohibida, es posible invocar un error de prohibición. Por ejemplo, se 
configura un error de prohibición cuando un padre religiosamente venía 
cumpliendo con pagar la pensión alimenticia ordenada por resolución judicial 
en favor de su hija, sin embargo, al cumplir la alimentista sus 18 años de 
edad y seguir estudios universitarios, deja de consignar la pensión en la 
creencia firme que al ser su hija mayor de edad ha desaparecido su 
obligación de prestarle asistencia alimenticia. 
 
Caso contrario, de verificarse que el agente actuó conociendo la 
antijuridicidad de su conducta, al operador jurídico le corresponderá analizar 
si el agente al momento de actuar pudo hacerlo de diferente manera a la de 
exteriorizar la conducta punible. Aquí, muy bien, puede invocarse un estado 
de necesidad exculpante. Este se presentará por ejemplo, cuando un padre 
por más intenciones que tiene de cumplir con la obligación alimenticia en 
favor de sus hijos, no puede hacerlo debido a que consecuencia de un 
lamentable accidente de tránsito quedó con invalidez permanente que le 
dificulta generarse los recursos económicos, incluso, para su propia 
subsistencia. De presentarse este supuesto, de modo alguno significa que 
los alimentistas quedan sin amparo, pues como ya hemos referido, la ley 
extrapenal ha previsto otros obligados. (Salinas, 2013, p.466) 
     
3. Consumación y tentativa 
 
Respecto de este punto observamos que existe confusión entre los 
entendidos de la materia. En efecto, Bramont-Arias Torres y García 
Cantizano, y Villa Stein (como se citó en Salinas, 2013) enseñan que el delito 
se consuma en el momento de vencerse el plazo de requerimiento que fuera 
formulado al sujeto activo, bajo apercibimiento. 
 
Para salir de la confusión creemos que, en primer lugar, debe hacerse una 
distinción entre consumación de un hecho punible y acción penal. Hay 
consumación de un delito cuando el sujeto activo de cumplimiento a todos 
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los elementos objetivos y subjetivos que exige el tipo penal correspondiente. 
En tanto, que acción penal es la potestad o facultad del Estado de poner en 
marcha la maquinaria de la administración de justicia para sancionar a 
aquellos ciudadanos que vulneran o ponen en peligro un bien jurídico 
debidamente protegido. 
 
El ilícito penal de omisión de asistencia familiar se perfecciona o consuma, 
cuando el sujeto activo teniendo pleno y cabal conocimiento de la resolución 
judicial que le ordena pasar determinada pensión alimenticia mensual al 
beneficiario, dolosamente omite cumplir tal mandato. Basta que se verifique 
o constate que el obligado no cumple con la resolución judicial que le ordena 
prestar los alimentos al necesitado, para estar ante el delito consumado. No 
se necesita, por ejemplo, acreditar la concurrencia de algún peligro como 
resultado de la omisión. 
 
Cuestión diferente es el requerimiento que debe hacerse al obligado con la 
finalidad que cumpla con lo ordenado por la resolución judicial. Ello 
simplemente es una formalidad que se exige y debe cumplirse para hacer 
viable la acción penal respecto de este delito. El requerimiento que se hace 
al obligado para que dé cumplimiento a lo ordenado en resolución judicial, 
bajo apercibimiento de ser denunciado penalmente, se constituye en un 
requisito de procedibilidad. 
 
Si no aparece tal requerimiento es imposible formalizar positivamente la 
acción penal, pese a que el hecho punible aparece debidamente consumado. 
Sin requerimiento previo no prospera la acción penal respecto del delito de 
omisión de asistencia familiar. Respecto de esta situación, si bien no existe 
norma positiva que así lo exija, ha sido establecido por la reiterada 
jurisprudencia tal como hemos advertido al analizar la tipicidad objetiva.   
 
En cuanto a la categoría de la tentativa, hay unanimidad en la doctrina en 
considerar que es imposible su verificación en la realidad toda vez que se 






Después del debido proceso, el agente de la conducta prevista en el tipo 
base será sancionado con pena privativa de libertad no mayor de tres años 
o con prestación de servicio comunitario de veinte a cincuenta y dos 
jornadas, sin perjuicio de cumplir el mandato judicial. En el caso de 
simulación de otra obligación, renuncia o abandono de trabajo, la pena oscila 
entre no menor de uno ni mayor de cuatro años. De presentarse la 
circunstancia agravante de lesión grave en el sujeto activo, la pena será no 
menor de dos ni mayor de cuatro años; en caso de muerte, la pena será no 
menor de tres ni mayor de seis años. (Salinas, 2013, p.468) 
 
1.3.16 Cuestiones procesales del delito de omisión de asistencia familiar 
 
Conviene analizar, en este último apartado, una cuestión de carácter 
procesal relevantes en el ámbito de los delitos de omisión de asistencia 
familiar. Me refiero a la aplicación de la cuestión previa en casos de procesos 
por delitos de omisión de asistencia familiar.  
 
La denominada “cuestión previa” se encuentra descrita en el artículo 4° del 
Código Procesal. Para su procedencia se requiere que exista un requisito de 
procedibilidad que no haya sido satisfecho al tomar el Fiscal la decisión de 
formalizar investigación preparatoria. (Reyna, 2016, p. 177) 
 
Los requisitos de procedibilidad se tratan, como bien indica San Martín 
(como se citó en Reyna, 2016), de elementos que: “condicionan el ejercicio 
de la acción penal y sin cuya presencia no es posible promoverla. Si se inicia 
el proceso penal obviando la presencia de las condiciones de procedibilidad, 
este devendrá nulo de pleno derecho al imposibilitar al juez examinar el 




“Pues bien, en el Expediente N° 492-91 (como se citó en Reyna, 2016) 
expresa que es requisito de procedibilidad solo aquel expresamente 
requerido en el texto del tipo penal; si la condición no se encuentra 
expresamente establecida en la ley no es posible afirmar la concurrencia de 
requisito de procedibilidad”, El expediente N° 4813-98 (como se citó en 
Reyna, 2016) expresa; “no obstante la existencia de algunas decisiones 
jurisdiccionales que se han decantado en sentido contrario”. 
 
De la revisión del tenor del artículo 149° del Código Penal se observa que el 
legislador nacional ha omitido hacer cualquier referencia a cuestiones que 
condicionen la intervención punitiva a su previa satisfacción, de modo tal que 
en los delitos de omisión a la asistencia familiar no se requiere más que el 
incumplimiento de la obligación alimenticia para que el afectado pueda incoar 
la respectiva acción penal. Este parece ser la posición de nuestro TC en la 
Sentencia del 06 de abril de 2006 recaída en el Expediente N° 174-2009-
HC/TC: “el artículo 149° del Código Penal establece como único requisito 
para el inicio del proceso penal el incumplimiento de la obligación de prestar 
alimentos que fuera determinada en una resolución judicial; lo que en el caso 
de autos ha ocurrido con la sentencia de fecha 8 de setiembre de 1994 
(Expediente N° 382-93), por virtud de la cual el demandante debía pasar por 
concepto de pensión de alimentos, a favor de sus 4 menores hijos, la 
cantidad de S/. 600.00 nuevos soles”. (Reyna, 2016, p.178) 
 
Al respecto Salinas (como se citó en Reyna, 2016) expresa: la práctica 
jurisdiccional nos muestra, sin embargo, que los operadores de justicia penal 
y cierta doctrina vinculada funcionalmente al sistema de administración de 
justicia vienen exigiendo el cumplimiento de requisitos no comprendidos en 
el tipo penal como requisitos de procedibilidad; así, no es extraño observar 
que ciertos Tribunales viene exigan la existencia de requerimiento previo al 
demandado, su estricto apercibimiento de ser denunciado por el delito de 
omisión de asistncia familiar para dar inicio al proceso penal, o la debida 




Dichas exigencias (requerimiento previo, estricto apercibimiento de ser 
denunciado, o la debida notificación del requerimiento y/o apercibimiento 
judicial) pueden servir para mostrar, todo lo más, la existencia en el caso 
concreto del elemento subjetivo correspondiente al delito que se comenta, 
esto es, del dolo, lo que supone que el procesado en la medida en que las 
circunstancias concretas del caso así lo permitan debería ser absuelto de los 
cargos formulados en su contra, pero nunca puede recurrirse a ellos para 
amparar y fundar una “cuestión previa”. (Reyna, 2016, p.179) 
 
Cornejo (como se citó en Reyna, 2016) señala que, el origen de esta práctica 
guarda relación con la literalidad de la antigua Ley N° 13906 que establecía 
como condición para el ejercicio de la acción penal en el delito de abandono 
de familia que el imputado haya sido requerido previamente bajo 
apercibimiento de remitirse copias al Ministerio Público. A partir de esta 
exigencia, el Supremo Tribunal desarrolló su doctrina de cara a establecer 
las condiciones del apercibimiento idóneo para articular el ejercicio de la 
acción penal por este delito.      
 
1.3.17 La vía procedimental. El proceso inmediato (Decreto Legislativo N° 
1194) 
 
1.3.17.1 El carácter “obligatorio” de la incoación del proceso penal 
inmediato 
   
 Reyna (2016) señala: la promulgación del Decreto Legislativo N° 1194 
(Decreto Legislativo que regula el proceso inmediato en casos de 
flagrancia), en vigencia desde el 28 de noviembre de 2015, y a través 
del cual se modifican los términos de los artículos 446° a 448° del 
Código procesal penal y se dispone el adelanto de la vigencia de la 
Sección I del Libro Quinto del CPP a nivel nacional, es una buena 
muestra del uso político de la justicia penal que se extiende no solo al 
ámbito del Derecho Penal sino que afecta también al procedimiento 
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penal al introducir pretendidas soluciones procesales rápidas y por 
ello especulativamente más eficaces. Nada más lejos de la realidad. 
Es que, a diferencia del texto original, la nueva versión del artículo 
446° del CPP que identifica las causales que habilitan la incoación del 
proceso inmediato- encorseta al Fiscal y somete a las partes a un 
proceso ultra célere que puede implicar serias limitaciones para la 
finalidad común de un proceso justo. Me explico. 
Y digo que se encorseta al Fiscal en la medida que la incoación del 
proceso inmediato no es más una facultad del Ministerio público sino 
que se transforma en una obligación (se reemplaza la expresión 
“podrá” por “deberá”) cuya infracción acarrea responsabilidad 
funcional (el artículo 446° dice expresamente “bajo responsabilidad 
funcional”). Siendo un proceso que se incoa por imperio de la Ley, el 
Fiscal pierde la posibilidad de responder a los matices que se derivan 
de la práctica forense y que se relacionan con los ámbitos 
incorporados en el artículo 446° del CPP (el nuevo inciso 4). (p.180)  
 
Desde la entrada en vigencia del Decreto Legislativo 1194 que 
reforma el proceso inmediato, debe ser incoado por el representante 
del Ministerio Público en los procesos de delitos de omisión de 
asistencia familiar.   
 
1.3.17.2 Implicancias forenses de la amplificación del proceso inmediato 
a los delitos de omisión de asistencia familiar y conducción en 
estado de ebriedad  
   
 El delito de omisión de asistencia familiar en tanto delito de omisión 
requiere se acredite no solo la situación generadora del deber de 
actuar constituida por la existencia de una resolución judicial firme que 
determine la existencia de una obligación alimentaria por parte del 
imputado, sino que existe la verificación de la no realización de la 
acción esperada y la capacidad de realización de la misma por parte 
del imputado. Estos elementos sobre todo el último de los indicados 
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suelen ser soslayados en la práctica judicial y fiscal al punto que solo 
parece bastar la verificación de la obligación alimenticia impaga para 
dar por acreditado el delito de omisión de asistencia familiar. Este 
modus operandi no solo resulta dogmáticamente incorrecto sino que 
linda con la inconstitucionalidad en la medida que supone la infracción 
de prohibición de prisión por deudas. (Reyna, 2016, p.182).      
 
Caro (como se citó en Reyna, 2016) expresa que respecto al delito de 
conducción en estado de ebriedad, otra “mala praxis judicial” está 
asociada a su incorrecta calificación como delito de peligro abstracto 
en el que la verificación judicial de la peligrosidad de la conducta 
resulta innecesaria asumiéndose ex ante que la superación del límite 
de intoxicación alcohólica previsto en la ley determina necesariamente 
una situación de peligro sobre la seguridad pública. Reyna (2016) 
expresa: queda claro sin embargo, que en sentido dogmátco, la 
acreditación de estos delitos no opera tan “en automático”. Su 
probanza judicial requiere mayores cargas probatorias que las que 
parece reconocer el legislador y que tienen su origen en malas praxis 
provenientes de la fiscalía y el poder judicial.   
El efecto forense de todo esto es la severa restricción del derecho de 
defensa que sufrirán los imputados en esta clase de delitos en la 
medida que no podrán articular defensas legales de índole probatorio  
dada las limitaciones que sufriran como consecuencia de los 
reducción de los términos procesales propias de la activación del 
proceso inmediato. (Reyna, 2016, p.183) 
 
Asimismo Reyna (2016) expresa: pero no es solo que la 
“obligatoriedad” del proceso inmediato juega una pésima pasada al 
sistema penal sino que termina reflejando inconsistencia que tendrán 
efectos prácticos significativos y que pueden reconocerse con claridad 
en relación a los suspuestos bastante comunes de desobediencia al 
mandato de someterse al dosaje etílico (prueba esencial en los delitos 
de conducción en estado de ebriedad según se ha visto). Cuando esto 
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ocurra, en la medida que el delito de desobediencia y resistencia a la 
autoridad no se encuentra comprendido en el artículo 446° del CPP, 
el proceso inmediato no será de aplicación, mientras que en los casos 
en los que el imputado haya sido intervenido, se haya sometido a la 
autoridad y haya contribuido al esclarecimiento de los hechos si será 
aplicable el proceso inmediato. La diferencia en el trato no solo resulta 
inexplicable sino que tendrá seguramente efectos criminológicos pues 
provocará un incremento de los delitos de desobediencia y resistencia 
a la autoridad. (p.184)                    
 
1.4 Formulación del problema 
 
1.4.1 Problema General 
 
¿En qué medida la aplicación del proceso inmediato es un mecanismo de 
simplicidad y celeridad en la descarga procesal en el delito de omisión de 
asistencia familiar en la fiscalía penal corporativa de Cusco 2017? 
 
1.4.2 Problemas Específicos 
 
 ¿En qué medida la aplicación del proceso inmediato reformado 
contribuye al cumplimiento del principio de celeridad en el delito de 
omisión de asistencia familiar? 
 
 ¿En qué medida la aplicación del proceso inmediato reformado 
contribuye al cumplimiento del principio de simplicidad en el delito de 
omisión de asistencia familiar? 
 
 ¿En qué medida la aplicación del proceso inmediato reformado 





1.5  Justificación del estudio 
 




Es conveniente realizar el presente trabajo de investigación por ser 
una problemática que afecta a la administración de justicia y por 
ende a  las familias peruanas, en cuanto al análisis de la figura 
jurídica  actual en el proceso inmediato en materia del delito de 
omisión de asistencia familiar que se incorporó en el 2015. 
Asimismo analizaremos el proceso inmediato según su antes y 
después de la vigencia del D.L. 1194, su naturaleza jurídica y su 
incorporación en el proceso penal, de  igual manera si cumplen los 
principios de celeridad y simplicidad procesal en la Fiscalía Penal 
Corporativa de Cusco, por lo que amerita interés por los jueces, 
legisladores, abogados libres y estudiantes de derecho. 
 
b) Relevancia Social 
 
Tiene relevancia de carácter social porque afecta a las relaciones 
interpersonales entre miembros de una familia, especialmente los 
derechos de los  hijos. Asimismo El tipo penal del artículo 149° del 
C.P. tendría como objeto la integridad y bienestar de la familia, 
cuando el sujeto obligado no satisface por entero, las necesidades 
más elementales de sus miembros, en otras palabras el deber de 
asistencia familiar. La ley exige que este incumplimiento esté 
referido no sólo a la falta de asistencia material o económica, sino 
también a la de carácter moral, como son las obligaciones de 
auxilio mutuo, educación, cuidado de la prole, etc.  
 




Lo que buscamos con la presente investigación es demostrar la 
aplicación del proceso inmediato como mecanismo de simplicidad 
y celeridad en la descarga procesal en el delito de omisión de 
asistencia familiar en la Fiscalía Penal Corporativa de Cusco 2017. 
 
d) Valor teórico 
 
Se pretende abordar de manera eficaz el proceso inmediato de 
acuerdo a los principios de celeridad y simplicidad, asimismo su 
aplicación en el delito de omisión de asistencia familiar en la 
Fiscalía Penal Corporativa de Cusco, con el fin de probar su 
aplicación, evolución durante los años 2013 al 2017 y sus efectos 
jurídicos. De igual manera comprender y facilitar dicha información 
para criterios pedagógicos, prácticos y unificar criterios 
jurisprudenciales. 
 
e) Utilidad Metodológica 
 
Considero que los resultados de la presente investigación pueden 
motivar y aportar mayor información para estudios jurídicos 
posteriores, los cuales pueden ser abordados desde diversos 
puntos de vista que complementen a la presente indagación. 
 
f) Viabilidad del estudio  
 
La presente tesis ha sido desarrollada teniendo como punto de 
flexión la recolección de un grupo de trabajos de investigación 
allegadas al tema, que han coadyuvado al mejor desempeño de 
conocimientos y solución de problemas planteados líneas arriba en 








1.6.1 Hipótesis general 
 
La aplicación del proceso inmediato es un mecanismo de simplicidad y 
celeridad en la descarga procesal en el delito de omisión de asistencia 
familiar en la Fiscalía Penal Corporativa de Cusco 2017. 
 
1.6.2 Hipótesis alterna 
 
La aplicación del proceso inmediato no es un mecanismo de simplicidad y 
celeridad en la descarga procesal en el delito de omisión de asistencia 
familiar en la Fiscalía Penal Corporativa de Cusco 2017. 
 
1.6.3 Hipótesis específicas 
 
 La aplicación del proceso inmediato reformado contribuye al 
cumplimiento del principio de celeridad en el delito de omisión de 
asistencia familiar. 
 
 La aplicación del Proceso Inmediato reformado contribuye al 
cumplimiento del principio de simplicidad en el delito de omisión de 
asistencia familiar. 
 
 La aplicación del proceso inmediato reformado contribuye en la 




1.7.1 Objetivo General 
 
Determinar en qué medida la aplicación del proceso inmediato es un 
mecanismo de simplicidad y celeridad  en la descarga procesal en el 
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delito de omisión de asistencia familiar en la fiscalía penal corporativa de 
Cusco 2017. 
 
1.7.2 Objetivos Específicos 
 
 Determinar en qué medida la aplicación del proceso inmediato 
reformado contribuye al cumplimiento del principio de celeridad en el 
delito de omisión de asistencia familiar. 
 
 Determinar en qué medida la aplicación del proceso inmediato 
reformado contribuye al cumplimiento del principio de simplicidad en el 
delito de omisión de asistencia familiar. 
 
 Determinar en qué medida la aplicación del proceso inmediato 
reformado contribuye en la descarga procesal en el delito de omisión 




2.1 Diseño de investigación 
 
 
Enfoque de investigación 
Cuantitativo: Porque tiene como 
objetivo la medición estadística de las 
variables.  
Diseño de Investigación  
Diseño de análisis evolutivo de 
grupos: Puesto que permitirá verificar 
los cambios ocurridos en las variables 
dependientes ( Celeridad, Simplicidad 
y Descarga Procesal de la Omisión de 
Asistencia Familiar) en función a la 




No experimental de corte 
longitudinal: Ya que el proceso 
inmediato y el delito de omisión de 
asistencia familiar se encuentra 
regulado en el Código Penal y Procesal 
Penal. Asimismo es de corte 
longitudinal porque en el transcurso de 
los años 2013-2017 se ha observado 
cómo ha ido evolucionando mediante el 
número de casos y los datos 
proporcionados por el sistema de 
gestión Fiscal. De igual forma se ha 
realizado encuestas de opinión de 
manera que nos ayuda a afirmar las 
observaciones realizadas durante el 
tiempo de la implementación del 
proceso inmediato y el cumplimiento de 
los principios orientadores del derecho.  
 



























- Percepción de 
eficiencia. 
- Tiempo razonable. 

















- Percepción de 
calidad de justicia. 
- Liberación de 
procesos penales. 



















- Relaciones de 
padres a hijos. 
- Relaciones de hijos 
a padres. 
- Derecho a la vida. 
- Derecho a percibir 
alimentos. 
- Derecho al vestido. 
- Derecho a la 
dignidad humana. 
- Derecho a la 
educación. 


















VARIABLE N° 01: PROCESO INMEDIATO 
DEFINICIÓN CONCEPTUAL DEFINICIÓN OPERACIONAL DIMENSIONES INDICADORES 
 
PROCESO INMEDIATO 
El proceso inmediato es una 
figura, por medio del cual el fiscal 
penal, en forma unilateral y sin 
afectar el derecho a la defensa, de 
la investigación preliminar, y 
cuando aparezcan suficientes 
elementos que permitan al fiscal 
formular acusación, haciendo 
innecesaria la Investigación 
Preparatoria o su continuación.  
 
El proceso inmediato, tiene por 
finalidad la simplificación y 
celeridad del proceso, en los que el 
fiscal, no requiera de mayor 
investigación para concretar los 
cargos, y busca evitar la 
investigación preparatoria se 
convierta en un procedimiento 
burocrático, rutinario e 
innecesario, cuando están dadas 
las condiciones para formular 
acusación. (Pilco, s.f., p.1) 
 
El proceso inmediato es un 
proceso especial distinto al 
proceso común, tiene por 
finalidad la simplificación y 
celeridad de las etapas del proceso 
común y está previsto para 
aquellos casos en los que no se 
requiere mayor investigación para 
que el Fiscal logre su convicción 
respecto de un caso concreto y 
formule acusación. 
Reyna Alfaro, Luis Miguel (2016), 
Manual de Derecho Procesal 
Penal. 
 
- Principio de simplicidad 
El Diccionario de la Real Academia Española de la Lengua, define 
simplificación como la acción o efecto de simplificar. Por ello, 
simplificar es hacer más sencillo, más fácil o menos complicado 
algo. Jurídicamente hablando, el principio de simplificación tiene 
como propósito que el proceso se desarrolle sin tantas 
ritualidades y formalismos, haciéndolo más ágil y eficiente, 
lográndose así la eficacia del sistema de administración de 
justicia. La simplificación del proceso está  relacionado con el 
derecho que toda persona tiene a una decisión judicial definitiva 
en un tiempo razonable, que se encuentra reconocido por el 
artículo 8.1º de la Convención Americana sobre Derechos 
Humanos, asimismo el Código Penal (2004) establece en el 
artículo 1º de su Título Preliminar que “la justicia penal (…) se 
imparte (…) en un plazo razonable”. En este sentido, el nuevo 
sistema de enjuiciamiento penal está fundamentado en la 
reducción de los tiempos en cada actividad procesal, lo que hace 
que el proceso sea menos extenuante y finalice en un tiempo 
prudencial. (DAUT, 2013) 
 
- Formalismos innecesarios 
- Percepción de eficiencia 
- Tiempo razonable 
 
 
- Principio de Celeridad 
Por su parte, la celeridad obliga a las administraciones públicas 
cumplir con sus objetivos y fines de satisfacción de los intereses 
públicos, a través de los diversos mecanismos, de la forma más 
expedita, rápida y acertada posible para evitar retardos 
indebidos. La celeridad procesal absorbe a la economía procesal. 
La celeridad enarbola un sistema eficiente de justicia, el que es 
entregar justicia rápida y con calidad (MPNF, 2017). 
- Percepción de justicia acertada. 
- Percepción de justicia oportuna. 
- Retardos indebidos. 
- Percepción de calidad de   
justicia. 
- Descarga procesal 
La idea de descarga refiere al acto y la consecuencia de 
descargar: aliviar, extraer o eliminar una carga. Por lo que la 
descarga procesal se entiende como la liberación de procesos 
pendientes en su ejecución y culminación (PEREZ, 2017). 
- Liberación de procesos penales. 
- Procesos en trámite. 




VARIABLE N° 02: OMISIÓN DE ASISTENCIA FAMILIAR 




OMISIÓN DE ASISTENCIA FAMILIAR 
 
La omisión de asistencia familiar, en 
Perú, es un delito contra la familia 
tipificada en los artículos 149 ° y 
150° del Código Penal de 1991. 
 
Estos artículos castigan con penas de 
privación de libertad, servicio 
comunitario y/o multa: 
 
La omisión en el deber de prestación 
alimenticia cuando esta haya sido 
establecida por resolución judicial, 
agravada en caso de lesión o 
muerte. 
El abandono de la mujer gestante en 
situación crítica por el padre del 
nasciturus. (MINJUS, 1991) 
 
Bernel del Castillo Jesús en su 
obra “El Delito de Pago de 
Pensiones” (2011) , al sustentar 
que la criminalización de la 
Omisión a la Asistencia Familiar 
se da a partir de la presencia de 
un bien jurídico de gran 
relevancia, como es la familia, 
que debe ser protegido por el 
orden público, porque su 
asistencia familiar depende del 
pago alimentario por conceptos 
de alimentos, vestido, vivienda, 
salud, educación, capacitación 
para el trabajo, recreación, es 
decir, está relacionada con los 
elementos básicos de 
supervivencia y siendo la familia 
el elemento más trascendente 
del Estado, entonces existen 
fundamentos sólidos para 




Según la Real Academia Española (2009): La filiación está 
definida como la “procedencia de los hijos respecto a los 
padres”. Jurídicamente la filiación es la relación paterno-filial 
existente entre el progenitor (ya sea el padre o la madre) y su 
hijo(a). Ese vínculo o relación familiar puede provenir de una 
realidad natural (biológica) o puede provenir de un acto 
jurídico como la adopción. Si es biológica (es decir, la 
generación del hijo proviene del acto sexual), sus padres 
biológicos pueden estar casados (filiación matrimonial) o no 
estarlo (filiación extramatrimonial). También puede ser 
biológica, pero la fecundación no se origina en el acto sexual 
natural, sino en una fecundación médicamente asistida a 
través de las técnicas de reproducción permitidas legalmente. 
- Relaciones de padres a hijos 
 
- Relaciones de hijos a padres 
 
Derechos Constitucionales 
El Derecho, definido como ordenamiento, se convierte, así, en 
un sistema abierto y dinámico, cuya resolución de los 
problemas de la unidad, la coherencia y la plenitud, sólo 
puede replantearse, de dos formas: hacia dentro, desde la 
Constitución; y hacia fuera, en las relaciones del orden jurídico 
estatal con los nuevos caminos emprendidos por el derecho 
internacional y/o transnacional. Sin embargo, tanto desde un 
punto de vista interno como a partir de una perspectiva 
supraestatal, la teoría tradicional del ordenamiento jurídico, 
encerrada en la óptica del Estado, debe buscar nuevos 
enfoques en un sistema en continua transformación en el que 
es imposible negar la existencia de incoherencias y 
contradicciones internormativas, lagunas y vacíos, prestos a 
ser colmados, por unos operadores cada vez más conscientes 
de la quimera del principio de seguridad jurídica (SANZ, 2013). 
- Derecho a la vida 
- Derecho de percibir alimentos 
- Derecho al vestido 
- Derecho a la dignidad humana 
- Derecho a la educación  









En la presente investigación la población lo constituyen los casos del         
proceso inmediato en los delitos de omisión de asistencia familiar en la 




Dada la naturaleza del presente estudio, utilizaremos una muestra de la 
resolución del número de casos en el transcurso del año 2013 al 2017 en la 
Segunda Fiscalía Provincial Penal Corporativa de Santiago. 
Asimismo utilizaremos una muestra no probabilística en la que realizaremos 
entrevistas a 10 fiscales y 20 abogados litigantes. 
 




         Para el presente estudio se utilizará la técnica: 
a. Tabla de análisis de datos comparativo   
b. Entrevista 
 
2.4.2  Instrumentos  
 
          Se utilizarán: 
a. Fichas de Trabajo 






2.5 Métodos de análisis de datos 
 
Según Hernández et al. (2014, p. 200) "la confiabilidad de un instrumento de 
medición se refiere al grado en que su aplicación repetida al mismo individuo u 
objeto produce resultados iguales”.  
El procedimiento para determinar la confiabilidad de instrumentos consiste en 
realizar una prueba piloto para determinar el grado de confiabilidad, de la siguiente 
manera:  
1. Seleccionar una muestra diferente, pero con características similares a la 
muestra de estudio. (Se recomienda que dicha muestra sea 10% al 15%).  
2. Aplicación del instrumento  
3. Recojo y tabulación de datos en Excel  
4. Determinación de la confiabilidad: (a) Para el caso de respuestas politómicas, la 
cual se adoptan más de dos valores y con escala de medición ordinal, sus 
resultados se llevarán al SPSS para determinar el Alfa de Cronbach, empleando la 




α: Alfa de Cronbach 
K: Número de ítem 
Si: Varianza del instrumentos 
St2: Varianza de la suma de los ítems 
  
Tabla 1 Niveles de confiabilidad 
Niveles de confiabilidad 
 




De -1 a 0  
De 0.01 a 0.49  
De 0.50 a 0.75  
De 0.76 a 0.89  
De 0.90 a 1.00  
No es confiable  
Baja confiabilidad  
Moderada confiabilidad  
Fuerte confiabilidad  
Alta confiabilidad  
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Tabla 2 Niveles de confiabilidad 
Resultados de confiabilidad de las variables 







El resultado 0,825 obtenido para la escala nos indica fuerte confiabilidad.  
 
Para el procesamiento y análisis de datos se utilizó el software estadístico SPSS 
versión 21, con ello, se determinaron estadísticas como: la prueba no paramétrica 
coeficiente de correlación Rho de Spearman para evaluar la relación entre las 
variables de tipo cuantitativas. Los resultados que se obtuvieron después del 
procesamiento estadístico de los datos se representaron mediante gráficos de 
columnas y tablas para facilitar su interpretación, para la interpretación de los 
resultados obtenidos se realizó en base a la siguiente formula y tabla de valores. 





𝜌: Coeficiente de correlación. 
D: diferencia entre los correspondientes estadísticos de orden de x – y. 
N: Número de parejas de datos. 
 
Tabla 3 Valores de la correlación Rho de  
Valores de la correlación Rho de Spearman  
 
Puntuación Denominación del grado 
-0.91 a -
1.00 
Correlación negativa perfecta (a mayor X menor Y) 
-0.76 a -
0.90 
Correlación negativa muy fuerte 
-0.51 a -
0.75 





Correlación negativa media 
-0.11 a -
0.25 
Correlación negativa debil 
-0.01 a -
0.10 
Correlación negativa muy debil 
0.00 No existe correlación alguna entre las Dimensións 
+0.01 a 
+0.10 
Correlación positiva muy debil 
+0.11 a 
+0.25 
Correlación positiva  debil 
+0.26 a 
+0.50 
Correlación positiva media 
+0.51 a 
+0.75 
Correlación positiva considerable 
+0.76 a + 
0.90 
Correlación positiva muy fuerte 
+0.91 a 
+1.00 
Correlación positiva perfecta  (A mayor X mayor Y) 
Nota: Tomado de Hernández, Fernández y Baptista (2014, p. 305). Metodología de 
la investigación científica.  
 
2.6 Aspectos éticos 
 
Se presentó una solicitud al Presidente de la Junta de Fiscales Superiores del 
Distrito Fiscal de Cusco, con el fin de obtener datos estadísticos sobre el 
proceso inmediato en el delito de omisión de asistencia familiar entre los años 
2013 al 2017, lo que fue aceptada y proporcionado por parte  de la unidad de 
estadística. 
Asimismo como parte de los criterios éticos se informará  a los abogados y 
fiscales sobre el propósito de la entrevista que se realizará para efectos de la 





En el presente capítulo se presenta los resultados obtenidos luego de la aplicación 
y tabulación de los datos conseguidos al aplicar ambos instrumentos, en el caso de 
la primera variable denominada proceso inmediato se empleó un instrumento de 10 
ítems, distribuidos en tres dimensiones con sus respectivos indicadores. Por otro 
lado para la segunda variable llamada omisión de asistencia familiar, se utilizó un 
instrumento de 10 ítems, distribuidos en dos dimensiones con los respectivos 
indicadores. Los datos obtenidos fueron procesados, con el apoyo del software 
estadístico SPSS, versión 21.0 
 
3.1 Resultados descriptivos 
Resultados de la variable: Proceso inmediato 
 
Tabla 1  
Resultados Descriptivos de la variable Proceso inmediato 
Proceso inmediato 
 Frecuencia Porcentaje 
 
Nunca 0 0,0% 
Casi nunca 2 6,7% 
Algunas veces 6 20,0% 
Casi siempre 18 60,0% 
Siempre 4 13,3% 





El 60% de los encuestados afirma que casi siempre la aplicación del proceso 
inmediato es un mecanismo de simplicidad y celeridad en la descarga procesal, el 











Podemos observar que el 60% de los encuestados afirman que casi siempre la 
aplicación del proceso inmediato es un mecanismo de simplicidad y celeridad en la 
descarga procesal.      
 




Resultados por dimensiones de la variable Proceso inmediato 
 Principio de simplicidad Principio de celeridad Descarga procesal 
 Frecuencia Porcentaje Frecuencia Porcentaje Frecuencia Porcentaje 
 
Nunca 2 6,7% 












19 63,3% 8 26,7% 
Siempre 3 10,0% 
3 10,0% 12 40,0% 
Total 30 100,0% 























Se aprecia que el 43.3% de los encuestados afirmó que casi siempre se da 
cumplimiento al principio de simplicidad en el Proceso Inmediato, mientras que el 
36.7% afirmó que algunas veces, el 10% sostuvo que siempre, el 6.7% que nunca 
y el 3.3% casi nunca. 
 
Se observa que el 63.3% de los encuestados afirmó que casi siempre se da 
cumplimiento al principio de celeridad en el proceso inmediato, el 20% algunas 
veces, el 10% siempre y el 6.7% que nunca. 
 
Finalmente se aprecia que el 40% de los encuestados afirmó que el proceso 
inmediato  contribuye siempre con la descarga procesal, el 26.7% casi siempre, el 










En el gráfico, se observa que la respuesta mayoritaria de la población encuestada 
es positiva, toda vez que se cumple con el principio de simplicidad, celeridad y 























Principio de simplicidad Principio de celeridad Descarga procesal
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3.2 Resultados descriptivos 
 
Resultados de la variable: Omisión de asistencia familiar 
 
Tabla 5  
Resultados Descriptivos de la Variable Omisión de Asistencia Familiar. 
Omisión de asistencia familiar 
 Frecuencia Porcentaje 
 
Nunca 0 0,0% 
Casi nunca 0 0,0% 
Algunas veces 5 16,7% 
Casi siempre 16 53,3% 
Siempre 9 30,0% 






Se aprecia que el 53,3% de los encuestados indica que casi siempre se vulnera los 
derechos de las víctimas en el delito de Omisión de Asistencia Familiar, el 30% que 
























Se tiene que la opinión mayoritaria de los encuestados es que casi siempre se 

















Omisión de asistencia familiar
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Resultados Descriptivos de las Dimensiones de la variable de Omisión de 
Asistencia Familiar 
   
 Relaciones paterno filiales Derechos constitucionales 
 Frecuencia Porcentaje Frecuencia Porcentaje 
 
Nunca 0 0,0% 0 0,0% 
Casi nunca 1 3,3% 
2 6,7 
Algunas veces 10 33,3% 
5 16,7 
Casi siempre 18 60,0% 
8 26,7 
Siempre 1 3,3% 
15 50,0 







En las relaciones paterno filiales el 60% de los encuestados afirma que casi siempre 
los obligados a prestar alimentos no cumplen con la prestación, el 33.3% algunas 
veces, el 3.3% siempre y el 3.3% casi nunca. 
 
El 50% de los encuestados afirma que siempre se da la vulneración a los derechos 




Tabla 8  
 









En cuanto a la dimensión de las relaciones paternas filiales, se tiene que la opinión 
mayoritaria de los encuestados es que los obligados a prestar alimentos casi 
siempre no cumplen con la prestación.  
 
En cuanto a los derechos constitucionales, se tiene que la opinión mayoritaria de 



















Relaciones paterno filiales Derechos constitucionales
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Tabla 9  
 









Del presente gráfico de barras podemos destacar que el 2014 hubo alza 
considerable de procesos por omisión de asistencia familiar debido que durante ese 
año aún no se implementó el proceso inmediato reformado para estos delitos, pero 
sin embargo en el 2015 al estar vigente el Decreto Legislativo 1194, Ley que regula 
este proceso, se dieron pocos casos y posteriormente de manera paulatina se ha 

















2013 2014 2015 2016 2017
Delitos de Omision de Asistencia Familiar sometidos 
a proceso inmediato en la primera y segunda Fiscalia 
Provincial Penal de Santiago 2013-2017





Se tiene que en total ingresaron 6168 expedientes a los juzgados de investigación 
preparatoria de Cusco en el año 2017, de los cuales 2248 se incoan proceso 
inmediato, como podemos observar en el siguiente gráfico de barras: 
 
Expedientes de los Juzgados de Investigación Preparatoria del Cusco año 2017 
 
 





En el 1° Juzgado de Investigación Preparatoria del Cusco (JIP – Cusco), existe 9 
expedientes “comunes”, y 5 expedientes de “Corrupción de Funcionarios” (Corrup. 
Func.). 
En el 2° Juzgado de Investigación Preparatoria del Cusco (JIP – Cusco), existe 
1050 expedientes “inmediatos”. 
En el 3° Juzgado de Investigación Preparatoria del Cusco (JIP – Cusco), existe 28 
expedientes “comunes”. 
En el 4° Juzgado Unipersonal del Cusco (JU – Cusco), existe 12 expedientes 









Comunes Corrup. Func. Inmediatos Delitos Med.
Amb.
1° JIP - Cusco
2° JIP- Cusco
3° JIP - Cusco
4° JU - Cusco
5° JU - Cusco
6° JIP - Cusco
7° JIP - Cusco
8° JIP - Cusco
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En el 5° Juzgado Unipersonal del Cusco (JU – Cusco), existe 37 expedientes 
“comunes”. 
En el 6° Juzgado de Investigación Preparatoria del Cusco (JIP – Cusco), existe 17 
expedientes “comunes”. 
En el 7° Juzgado de Investigación Preparatoria del Cusco (JIP – Cusco), existe 
1089 expedientes “inmediatos”. 
 
a. Prueba de Hipótesis 
 
𝐻0: No existe relación significativa entre proceso inmediato como mecanismo 
de simplicidad y celeridad en la descarga procesal en el delito de omisión de 
asistencia familiar en la fiscalía penal corporativa de Cusco 2017. 
 
𝐻1: Existe relación significativa entre proceso inmediato como mecanismo de 
simplicidad y celeridad en la descarga procesal en el delito de omisión de 





Se puede apreciar que el grado de relación entre las variables resultó r=0.285. Este 
grado de relación es directa positiva media.  
La significancia resultó Sig.0.127 lo que fue mayor a 0.05, lo cual nos permite 







Rho de Spearman 
Proceso inmediato 
Coeficiente de correlación 1,000 R=0,285 
Sig. (bilateral) . Sig.=0,127 
N 30 30 
Omisión de asistencia 
familiar 
Coeficiente de correlación ,285 1,000 
Sig. (bilateral) ,127 . 





El 60% de los encuestados afirma que la aplicación del proceso inmediato es casi 
siempre un mecanismo de simplicidad y celeridad en la descarga procesal, el 20% 
afirma que algunas veces, el 13.3% siempre y el 6.7% casi nunca.  Por lo que 
podemos decir que en la fiscalía penal corporativa de Cusco según opiniones de 
los encuestados, si se da el cumplimiento de los principios que orientan el proceso 
inmediato. 
 
Durante el 2014 hubo alza considerable de procesos por omisión de asistencia 
familiar debido a que aún no se había implementado el proceso inmediato 
reformado para estos delitos, pero sin embargo en el 2015 al estar vigente el 
Decreto Legislativo 1194, Ley que regula este proceso, se dieron pocos casos y 
posteriormente de manera paulatina se ha venido acrecentando durante los años 
2016 y 2017. 
 
Asimismo se tiene que en total ingresaron 6168 expedientes a los Juzgados de 
Investigación Preparatoria de Cusco en el año 2017, de los cuales 2248 
expedientes se incoan proceso inmediato, por lo que existe celeridad y descarga 
procesal.  
 
Según los antecedentes de la investigación, el proceso inmediato aplicado en 
nuestra legislación es de fuente italiana, que se sustenta en el principio de 
simplicidad y celeridad procesal con la finalidad de reducir etapas procesales, a 
partir de una prueba evidente. 
De la tesis presentada por el Br. Castro Huamán Max Alessandro sobre la 
desnaturalización del proceso inmediato en Acobamba en el año 2016, llega a la 
conclusión que el 25% de los encuestados mencionan que el delito de omisión a la 
asistencia familiar es materia de seguridad ciudadana, mientras que el 75% 
mencionan que no es materia de seguridad ciudadana (Castro, 2016). En ese 
entender no debería estar comprendido en el Decreto Legislativo N° 1194, ya que 
los casos de flagrancia si corresponden a la política pública de contrarrestar la 
inseguridad ciudadana, pero sin embargo en el delito de omisión de asistencia 
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familiar se protege el bien jurídico correspondiente a la familia, la integridad y 
dignidad de esta, lo que somos de la posición que este delito es de fácil probanza 
y no requiere una drástica actividad probatoria, siendo viable incoar proceso 
inmediato. 
 
Asimismo en el trabajo de investigación presentado por los Abogados Pedro 
Vinculación Sánchez Rubio y Carlos Alberto D'azevedo Reátegui en la Universidad 
Nacional de la Amazonía Peruana (UNAP) en el año 2014 de Iquitos, llegaron a 
concluir que el delito de omisión de asistencia familiar vulnera el derecho 
alimentario de los hijos en la Corte Superior de Justicia de Loreto, ya que es 
necesario recurrir a esta instancia para lograr que los padres procedan a cumplir 
con esta obligación (D'Azevedo & Sánchez, 2014). 
Por lo que podemos decir que si bien es cierto que el Proceso inmediato cumple 
con los principales principios procesales como se demostró en la fiscalía penal 
corporativa de Cusco, el delito de omisión de asistencia familiar es consecuencia 
de muchos factores socio-económicos en los que los imputados están incursos y 
que están obligados a la prestación; es por ello que el Estado deberá establecer 
políticas públicas e implementar con el fin de resolver el problema de fondo del 
incumplimiento de la obligación alimentaria, toda vez que transgrede derechos 


















1. Los encuestados indican que la aplicación del proceso inmediato es un 
mecanismo de simplicidad y celeridad en la descarga procesal en el delito 
de omisión de asistencia familiar en un 60% en la fiscalía penal corporativa 
de Cusco 2017. 
 
2. Los encuestados afirman que la aplicación del proceso inmediato reformado 
contribuye casi siempre en un 43.3% al cumplimiento del principio de 
simplicidad en el delito de omisión de asistencia familiar. 
 
3. El 63.3% de los encuestados afirmaron que casi siempre se da cumplimiento 
al principio de celeridad en el proceso inmediato y el 40% afirma que siempre 
aporta en la descarga procesal. 
 
4. El 2014 hubo alza considerable de los procesos por omisión de asistencia 
familiar, el 2015 con el Decreto Legislativo N° 1194 se dieron pocos casos y 
posteriormente se incrementaron durante los años 2016 y 2017, según 
fuente: Sistema de Gestión Fiscal. 
 
5. El 2017, 6168 expedientes ingresaron a los Juzgados de Investigación 
Preparatoria de Cusco, 2248 se incoaron proceso inmediato, que equivale al 












1. Se recomienda establecer y aplicar eficazmente políticas públicas para 
resolver la incidencia de los delitos de omisión de asistencia familiar, ya que 
vulneran derechos constitucionales de las víctimas como es: la vida, 
dignidad, alimentación, vestido, educación y el desarrollo, primordialmente 
de los niños. Por ello es necesario erradicar el problema socioeconómico 
que atraviesan muchos padres de familia en la búsqueda de cumplir su 
obligación alimentaria. 
 
2. Se recomienda que el Estado evalúe los factores de riesgo como: el 
desempleo, la pobreza y las condiciones de vida en las que se encuentran 
los obligados, ya que pueden dar origen al incumplimiento de la obligación 
alimentaria, el cual es un problema social latente en nuestra región de Cusco 
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Anexo 01: Instrumentos 
 CUESTIONARIO DE PROCESO INMEDIATO  
INTRODUCCIÓN: 
ESTIMADO COLEGA: 
Le invito a responder el presente cuestionario. Sus respuestas, tienen por objeto recoger su valiosa 
opinión sobre la aplicación del proceso inmediato como mecanismo de simplicidad y celeridad en 
la descarga procesal en el delito de omisión de asistencia familiar en la fiscalía penal corporativa de 
Cusco 2017. 
INDICACIONES: 
Al responder cada uno de los ítems marcará con una “X” solo una de las alternativas propuestas. 
No existe respuesta correcta o incorrecta. Tómese su tiempo. 









¿Considera que existen formalismos 
innecesarios en el proceso inmediato? 
     
2 
¿Considera que el proceso inmediato es 
eficiente? 
     
3 
¿Considera que el proceso inmediato se 
realiza en tiempo razonable? 
     
4 
¿Considera que mediante el proceso 
inmediato se llega a una justicia 
acertada? 
     
5 
¿Considera que mediante el proceso 
inmediato se otorga una justicia 
oportuna? 
     
6 
¿Considera que aún existen retardos  
indebidos en el proceso inmediato? 
     
7 
¿Considera que mediante el proceso 
inmediato se otorga una justicia de 
calidad? 
     
8 
¿Considera que el proceso inmediato 
aporta en la liberación de procesos 
penales? 
     
9 
¿Considera que el proceso inmediato 
aporta en la descarga de los procesos en 
trámite? 
     
10 
¿Considera que el proceso inmediato 
aporta en la conclusión de los procesos 
penales? 
     
TOTAL      
¡Gracias por su colaboración! 
ITEMS: 1, 2, 3, 4, 5, 6, 7, 8, 9, 10. 
RESPUESTAS 
0 1 2 3 4 
Nunca Casi nunca Algunas veces Casi siempre Siempre 
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CUESTIONARIO DE OMISIÓN DE ASISTENCIA FAMILIAR 
INTRODUCCIÓN: 
ESTIMADO COLEGA: 
Le invito a responder el presente cuestionario. Sus respuestas, tienen por objeto recoger su valiosa 
opinión sobre la aplicación del proceso inmediato como mecanismo de simplicidad y celeridad en 




Al responder cada uno de los ítems marcará con una “X” solo una de las alternativas propuestas. 
No existe respuesta correcta o incorrecta. Tómese su tiempo. 
 









¿Considera que los padres efectúan  el deber 
de proporcionar alimentos a sus hijos? 
     
2 
¿Considera que las madres efectúan el deber 
de proporcionar alimentos a sus hijos? 
     
3 
¿Considera que los hijos cumplen el deber de 
proporcionar alimentos a sus padres? 
     
4 
¿Considera que en los casos de omisión de 
asistencia familiar se cumple con el acuerdo 
entre agraviado e imputado mediante 
conclusión anticipada vía proceso inmediato? 
     
5 
¿Considera que el delito de omisión de 
asistencia familiar transgrede el derecho a la 
vida? 
     
6 
¿Considera que el delito de omisión de 
asistencia familiar transgrede el derecho a la 
alimentación? 
     
7 
¿Considera que el delito de omisión de 
asistencia familiar transgrede el derecho al 
vestido? 
     
8 
¿Considera que el delito de omisión de 
asistencia familiar transgrede el derecho a la 
dignidad humana? 
     
9 
¿Considera que el delito de omisión de 
asistencia familiar transgrede el derecho a la 
educación? 
     
10 
¿Considera que el delito de omisión de 
asistencia familiar transgrede el derecho al 
desarrollo? 
     
¡Gracias por su colaboración! 
El puntaje que se asignará a las respuestas son las siguientes: 
ITEMS: 1, 2, 3, 4, 5, 6, 7, 8, 9, 10. 
 
RESPUESTAS 
0 1 2 3 4 
Nunca Casi nunca Algunas veces Casi siempre Siempre 
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Anexo 07: Validación Juicio de Expertos – N° 03 
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Anexo 08: MATRIZ DE CONSISTENCIA 
TÍTULO: “Proceso inmediato como mecanismo de simplificación y celeridad en la descarga procesal en el delito de omisión de asistencia 
familiar en la fiscalía penal corporativa de Cusco 2017” 




¿En qué medida la aplicación 
del proceso inmediato es un 
mecanismo de simplicidad y 
celeridad en la descarga 
procesal en el delito de omisión 
de asistencia familiar en la 
fiscalía penal corporativa de 
Cusco 2017? 
Determinar en qué medida la 
aplicación del proceso 
inmediato es un mecanismo 
de simplicidad y celeridad en 
la descarga procesal en el 
delito de omisión de 
asistencia familiar en la fiscalía 
penal corporativa de Cusco 
2017. 
La aplicación del proceso 
inmediato es un mecanismo 
de simplicidad y celeridad en 
la descarga procesal en el 
delito de omisión de 
asistencia familiar en la 
fiscalía penal corporativa de 
Cusco 2017.  
V1 Proceso inmediato 
 
Dimensiones: 
- Principio de 
simplicidad 
- Principio de celeridad 
- Descarga procesal 
 









Diseño de análisis 
evolutivo de grupos 
 
Diseño: 





          Ox 
M1---------------------> 




Casos de proceso 
inmediato en la fiscalía 





Resolución de número 
de casos del 2013 al 
Sub Problemas Objetivos Específicos Hipótesis Especificas 
 
¿En qué medida la aplicación 
del proceso inmediato 
reformado contribuye al 
cumplimiento del principio de 
celeridad en el delito de 
omisión de asistencia familiar? 
 
 
¿En qué medida la aplicación 
del proceso inmediato 
reformado contribuye al 
cumplimiento del principio de 
 
Determinar en qué medida la 
aplicación del proceso 
inmediato reformado 
contribuye al cumplimiento 
del principio de celeridad en el 
delito de omisión de 
asistencia familiar. 
 
Determinar en qué medida la 
aplicación del proceso 
inmediato reformado 
contribuye al cumplimiento 
 
La aplicación del proceso 
inmediato reformado 
contribuye al cumplimiento 
del principio de celeridad en 




La aplicación del Proceso 
Inmediato reformado 
contribuye al cumplimiento 
del principio de simplicidad 
   
141 
 
simplicidad en el delito de 
omisión de asistencia familiar? 
 
¿En qué medida la aplicación del 
proceso inmediato reformado 
contribuye en la descarga procesal 
en el delito de omisión de 
asistencia familiar? 
 
del principio de simplicidad en 
el delito de omisión de 
asistencia familiar. 
 
Determinar en qué medida la 
aplicación del proceso inmediato 
reformado contribuye en la 
descarga procesal en el delito de 
omisión de asistencia familiar 




La aplicación del proceso 
inmediato reformado 
contribuye en la descarga 
procesal en el delito de 
omisión de asistencia familiar 
2017 en la segunda 
fiscalía provincial 
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Anexo 09: MATRIZ DE INSTRUMENTOS PARA RECOLECCIÓN DE DATOS  
MATRIZ DEL INSTRUMENTO PARA LA RECOLECCIÓN DE DATOS DE LA VARIABLE 1: PROCESO INMEDIATO 
 
INSTRUMENTO: CUESTIONARIO  















¿Considera que existen formalismos innecesarios en el proceso inmediato? 
 
 











  e) Nunca 
Percepción de 
eficiencia 
¿Considera que el proceso inmediato es eficiente? 












 40           04 
   
   
 




¿Considera que mediante el proceso inmediato se otorga una justicia oportuna? 
Retardos indebidos  ¿Considera que aún existen retardos  indebidos en el proceso inmediato? 
Percepción de 
calidad de justicia. 












¿Considera que el proceso inmediato aporta en la liberación de procesos penales? 
¿Considera que el proceso inmediato aporta en la descarga de los procesos en trámite?                                                      
Procesos en trámite 
¿Considera que el proceso inmediato aporta en la conclusión de los procesos penales? 
Procesos concluidos 
TOTALES 100% 10  
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Anexo 10: MATRIZ DE INSTRUMENTOS PARA RECOLECCIÓN DE DATOS  
MATRIZ DEL INSTRUMENTO PARA LA RECOLECCIÓN DE DATOS DE LA VARIABLE 2: OMISIÓN DE ASISTENCIA FAMILIAR 
 
INSTRUMENTO: CUESTIONARIO 
















¿Considera que los padres efectúan el deber de proporcionar alimentos a sus hijos?  
 
a) Siempre  
 
b) Casi siempre  
 
c) Algunas veces 
 
d) Casi nunca  
 
e) Nunca 
¿Considera que las madres efectúan el deber de proporcionar alimentos a sus hijos? 
Relaciones de 
hijos a padres 
¿Considera que los hijos cumplen el deber de proporcionar alimentos a sus padres? 
 
 
¿Considera que en los casos de omisión de asistencia familiar se cumple con el 












¿Considera que el delito de omisión de asistencia familiar transgrede el derecho a la 
vida? 
Derecho a la 
alimentación 








¿Considera que el delito de omisión de asistencia familiar transgrede el derecho a la 
dignidad humana? 
Derecho a la 
educación  
¿Considera que el delito de omisión de asistencia familiar transgrede el derecho a la 
educación? 
 Derecho al 
desarrollo 
  ¿Considera que el delito de omisión de asistencia familiar transgrede el derecho al 
desarrollo? 
TOTALES 100% 10  
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Anexo 11: DOCUMENTO PRESENTADO AL MINISTERIO PÚBLICO – 
CUSCO PARA OBTENER INFORMACIÓN ESTADÍSTICA  
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Anexo 12: CUADROS ESTADÍSTICOS DEL 2013 AL 2017 - N° 01 
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Anexo 13: CUADROS ESTADÍSTICOS DEL 2013 AL 2017 - N° 02 
 




Anexo 14: CUADROS ESTADÍSTICOS DEL 2013 AL 2017 - N° 03 
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Anexo 15: CUADROS ESTADÍSTICOS DEL 2017 - N° 01 CORTE SUPERIOR DE JUSTICIA CUSCO 
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Anexo 16: DOCUMENTO PRESENTADO AL MINISTERIO PÚBLICO – CUSCO 
PARA LA APLICACIÓN DE LOS INSTRUMENTOS 
 
 
   
150 
 
Anexo 17: CONSTANCIA EMITIDA POR LA INSTITUCIÓN QUE ACREDITE LA 
REALIZACIÓN DEL ESTUDIO 
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Anexo 20: AUTORIZACIÓN DE PUBLICACIÓN DE TESIS EN REPOSITORIO 
INSTITUCIONAL UCV 
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Anexo 21: ACTA DE APROBACIÓN DE ORIGINALIDAD DE LOS TRABAJOS 
ACADÉMICOS DE LA UCV 
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Anexo 22: REPORTE DE ORIGINALIDAD DEL PROGRAMA TURINITIN 
 
